
• • • • • • .' • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

''':f': .. _ 

UNIVERSIDAD NACIONAL AUTO NOMA DE MEXlCO 

FACULTAD DE DERECHO 

DIVISION DE ESTUDIOS DE POSGRADO 

CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 

El Procecümiento Disciplinario 

T E S I S 

QUE PARA OBTENER EL GRADO DE: 

MAESTRO EN DERECHO 

PRESENTA: 

ALEJANDRO lALVAREZ CARDENAS 

Director de Tesis: Dr. Mario Melgar Adalid 

CIUDAD UNIVERSITARIA 

TESIS CON 
F ALl A DE ORf8EN 

•• 

1999 



 

UNAM – Dirección General de Bibliotecas 

Tesis Digitales 

Restricciones de uso 
  

DERECHOS RESERVADOS © 

PROHIBIDA SU REPRODUCCIÓN TOTAL O PARCIAL 
  

Todo el material contenido en esta tesis esta protegido por la Ley Federal 
del Derecho de Autor (LFDA) de los Estados Unidos Mexicanos (México). 

El uso de imágenes, fragmentos de videos, y demás material que sea 
objeto de protección de los derechos de autor, será exclusivamente para 
fines educativos e informativos y deberá citar la fuente donde la obtuvo 
mencionando el autor o autores. Cualquier uso distinto como el lucro, 
reproducción, edición o modificación, será perseguido y sancionado por el 
respectivo titular de los Derechos de Autor. 

 

  

 



---------

" • 
tE 

a 

J
I! 

\,\) 
W

 
en 
7 

7 

(3
 



• '. • • • • • • • 
~ 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

DEDICATORIAS 

A Dios por su Espíritu, por su promesa, su Hijo, mi hijo, Omar 

Alejandro. 

A Mara Elizabeth, mi esposa, por las noches que le robé y por los 

días que no le ofrecí. 

A mis princesas, Alekza Fabiana y Mara Jimena Alejandra, por 

permitirme ser su padre. 



• '. • • • • • • • 
~ 

• • • 
• • • • 
• • • • 
• • • • • 
• • • • • • 

AGRADECIMIENTO 

Al Dr. Mario Melgar Adalid, maestro, consejero y amigo; por su 

ausencia de egoísmo y por su calidad humana al brindarme la 

oportunidad de aprender y compartir aventuras profesionales. 



• • 
• • • • 
• • • • • • • • • • • 
• • • 
• • • 
• • 
• • • • • • • 

I 

INDICE 

CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 
EL Procedimiento Disciplinario 

Introducción 

CAPITULO 1 
EL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 

1. Antecedentes. 
2. Fundamento constitucional y legal. 

2.1. Definición. 
2.2. Integración. 
2.3. Organización y funcionamiento. 
2.4. Facultades. 

3. Reflexiones en torno al Consejo de la Judicatura Federal. 

CAPITULO 2 
RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES PUBLICOS DEL 

PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION 

1. Servidor público. 
1.1. Servidor público judicial. 
1.2. Categorías de los servidores públicos judiciales. 

2. Responsabilidad. 
2.2. Responsabilidad oficial. 

2.2.1. Responsabilidad política. 
2.2.2. Responsabilidad administrativa. 
2.2.3. Responsabilidad penal. 
2.2.4. Responsabilidad civil. 

IV 

1 
7 

14 
17 
21 
27 
30 

35 
35 
36 
37 
39 
47 
50 
55 
63 



II 

3. Responsabilidad administrativa de los servidores públicos judiciales. 
3.1. Causales de responsabilidad administrativa. 

CAPITULO 3 
EL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO 

1. Procedimiento disciplinario. 
2. Competencia disciplinaria. 
3. Substanciación del procedimiento disciplinario. 

3.1. Apertura del procedimiento disciplinario. 
3.1.1. De oficio. 
3.1.2. Queja administrativa. 
3.1.3. Denuncia. 
3.1.4. Diferencia entre la queja administrativa y la denuncia. 

3.2. Del órgano de decisión. 
3.2.1. El Pleno del Consejo de la Judicatura Federal. 
3.2.2. La Comisión de Disciplina. 

3.3. Del órgano ejecutor. 
3.3.1. La Secretaria Ejecutiva de Disciplina. 

3.4. La Contraloria del Poder Judicial de la Federación. 
3.5. Trámite de las quejas administrativas. 
3.6. Trámite de las denuncias. 

4. Los sentidos de las resoluciones disciplinarias. 

CAPITULO 4 
CALIFICACION DE FALTAS ADMINISTRATIVAS 

y 
SANCIONES DISCIPLINARIAS 

1. Calificación de faltas administrativas y sanciones disciplinarias. 
1.1. Individualización de la sanción disciplinaria. 
1.2. Sanciones aplicables al promovente. 

2. Reflexiones en torno a las sanciones disciplinarias. 

67 
73 

75 
78 
83 
84 
85 
86 
96 
97 
99 

100 
101 
104 
105 
107 
109 
114 
115 

122 
132 
134 
135 

• • • • • -. 
• 
• • ... 
• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 



• ,. 
• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
• • • • • • 

III 

CAPITULO 5 
LAS RESOLUCIONES DISCIPLINARIAS, EL RECURSO DE REVISION 

ADMINISTRATIVA y EL JUICIO DE AMPARO 

1. Las resoluciones disciplinarias. 
1.1. Excepciones a la definitividad de las resoluciones 

disciplinarias. 
2. El recurso de revisión administrativa. 

2.1. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, órgano revisor. 
3. Las resoluciones disciplinarias y el juicio de amparo. 

CONCLUSIONES. 

ANEXO 1. 
Acuerdo No. 7/89. Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

ANEXO 2. 
Exposición de Motivos de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación. Apartado: De las responsabilidades. 

ANEXO 3. 
Sentidos de las resoluciones disciplinarias (tesis y jurisprudencia). 

ANEXO 4. 
Recurso de Revisión Administrativa (tesis y jurisprudencia). 

BIBLIOGRAFIA. 

ABREVIATURAS. 

143 

143 
145 
150 
152 

164 

177 

185 

189 

200 

210 

217 



• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

Introducción. -

Es verdad que ninguna 
discipliaa al presente parece 
causa de gozo, sino de tristeza; 
pero después da fruto apacible 
de justicia a los que en ella ban 
sido ejercitados. (Hebreos 12:11). 

Consejo de la Judicatura Federal, El Procedimiento Disciplinario 

es el título de la presente tesis, la pretensión del tesista es llevar al 

lector a un estudio jurídico del procedimiento disciplinario que 

impera en este órgano colegiado del Poder Judicial de la Federación. 

El trabajo recepcional muestra un panorama poco analizado, 

toda vez que el Consejo de la Judicatura Federal es un órgano 

constitucional del Poder Judicial de la Federación, de reciente 

creación y adaptación en nuestro país, por lo que podría resultar de 

interés el estudio que se hace sobre su Procedimiento Disciplinario. 

El primer capítulo explica la adopción del Consejo de la 

Judicatura en nuestro país. Señala la fundamentación constitucional 

y legal. Define su contenido una vez que se revisa su naturaleza. 

Describe-la integración, organización, funcionamiento y facultades del 
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Consejo de la Judicatura Federal. Se hace una breve reflexión en 

torno al citado órgano colegiado del Poder Judicial de la Federación. 

El segundo de los capítulos se refiere a la responsabilidad de los 

servidores públicos del Poder Judicial de la Federación. Desarrollo del 

tema que inicia con la descripción del servidor público y la definición 

del servidor público judicial federal, teniendo como finalidad el que el 

lector se introduzca y se familiarice con conceptos, clasificaciones y 

tipos de responsabilidad. 

El tercero de los capítulos: El Procedimiento Disciplinario, es el 

origen y motivación de la presente obra, muestra la competencia 

disciplinaria y la substanciación del propio procedimiento, desde su 

apertura hasta los sentidos de los fallos administrativos, es decir, 

resoluciones disciplinarias. Ilustra los medios por los que opera aquél, 

los órganos de decisión y ejecución, así como la tramitación de quejas 

administrativas y denuncias interpuestas ante el Consejo de la 

Judicatura Federal. 

El cuarto de los capítulos se relaciona con la calificación de 

faltas y sanciones disciplinarias. Se expone tanto la individualización 

de las sanciones reservadas a los servidores públicos del Poder 

Judicial de la Federación, como aquéllas destinadas a los 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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promoventes de quejas administrativas, concluyendo con un análisis 

en torno a las sanciones disciplinarias. 

El quinto, el último de los capítulos, versa sobre las resoluciones 

disciplinarias en relación con el recurso de revisión administrativa y 

el juicio de amparo; lo anterior con el fin de completar la visión en 

torno a la función disciplinaria del Consejo de la Judicatura Federal. 

Por último se presentan las conclusiones a que arriba el tesista, 

incluyendo las propuestas que sugieren reformas constitucionales 

legales y un modesto aporte a la doctrina. 

Al final, para su consulta, aparecen cuatro anexos, en donde el 

primero contiene un acuerdo en materia de responsabilidad de los 

servidores públicos del Poder Judicial de la Federación hasta antes de 

la reforma judicial de 1994; el segundo muestra el apartado De las 

Responsabilidades de la Exposición de Motivos de la Iniciativa de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, (Diario de Debates 

de la Cámara de Senadores del 18 de abril de 1995); El tercero como 

el cuarto contienen criterios en tesis y jurisprudencias de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, en tratándose de los sentidos de las 

resoluciones disciplinarias y del recurso de revisión administrativa, 

respectivamente. 



VII 

El presente trabajo se sustenta en una combinación de métodos 

como el deductivo, analítico, histórico y jurídico. Mediante el 

deductivo se aprovechan conceptos con la finalidad de formular 

af'll'maciones que conducen a conocimientos particulares sobre un 

determinado objeto de estudio; el analítico es el estudio de 

semejanzas, diferencias y afinidades entre objetos distintos que 

conducen a una distinción clara y concisa; el histórico es la 

aproximación de los hechos pretéritos con el fin de explicar el 

presente y responder al futuro; y por último, el método jurídico 

mezcla la teoría del derecho (doctrina) con la ley, con las ejecutorias o 

resoluciones formuladas por las autoridades jurisdiccionales (tesis y 

jurisprudencias) en torno al comportamiento social y al estudio de la 

conducta humana. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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CAPITULO 1 

EL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL . 

1. Antecedentes. 

El Consejo de la Magistratura contenido en los articulo s 83 y 84 

de la Carta Fundamental francesa del 27 de octubre de 1946, es el 

primer antecedente reconocido como tal en el presente siglo en 

relación a los consejos de judicatura en el mundo. Héctor Fix-

Zamudio, señala la gestación de los consejos de judicatura en los 

ordenamientos de Italia y España. 1 

En Italia se registra el Real Decreto de 31 de mayo de 1946 

sobre las garantias de magistratura restableciendo el sistema electivo 

del propio consejo judicial italiano, sujeto por el régimen fascista 

hasta el año de 19442 , considerándose el citado decreto de 1946 

como el antecedente inmediato del que ahora se conoce como el 

Consejo Superior de la Magistratura, el cual se instituye de manera 

formal y con rango constitucional en el año de 1948. 

1 FIX-ZAMUDIO, Héctor. Breves reflexiones sobre el Con'ie;Q de la Judicatura, Poder Judicial de la 
Federación, Consejo de la Judicatura Federal, México, 1997, pp. 15-28. 
1 En la época se constituyó el Gran Consejo Fascista, institución totalitaria establecida en Italia por Mussolini 
y que fue disuelta en el año de 1944. Entendía los asuntos del fascismo nacional e internacional. Diccionario 
Enciclopédico Saber 3, tomo 1, Segunda Edición, Femández Editores, México, 1990, p. 264. 
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En España, en el siglo pasado (1870), se expidió la Ley 

Provisional sobre Organización del Poder Judicial, siendo reconocida 

de manera formal tal denominación hasta su entrada en vigor, en el 

presente siglo, después de varias modificaciones de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial, publicada el 2 de julio de 1985, es decir, el modelo 

español del Consejo General del Poder Judicial consagrado en el 

artículo 122 de la Constitución de 19783 y reglamentados por las' 

leyes orgánicas de 1980 y 1985 respectivamente, fueron influenciados 

por los modelos francés e italiano dando nacimiento al Consejo 

General del Poder Judicial y generando así una influencia significativa 

en Latinoamérica y en particular en México. 

Tal ha sido la influencia, que en la actualidad, España y México 

han propiciado el intercambio y enriquecimiento de sus Consejos, 

estrechando aún más sus relaciones institucionales. Mario Melgar 

Adalid aduce que los Consejos español y mexicano, no encarnan al 

Poder Judicial Español y el Poder Judicial de la Federación, 

respectivamente, sólo son instrumentos para garantizar la 

3 Previo a la Constitución democrática de 1978, (transición del régimen franquista al de Felipe González, 
auge del Partido Socialista Obrero Español) se expidió la Ley de Bases Orgánica de Justicia de 28 de 
noviembre de 1974, que reglamentó el artículo 29 de la Ley Orgánica del Estado, promulgada ellO de enero 
de 1967, durante el régimen franquista, en donde se destaca que al momento histórico, se realizaron algunos 
intentos de reforma judicial, y entre los que se destaca el propio proyecto de Bases para la Ley Orgánica de la 
Justicia, redactado por la Comisión Juridíca Asesora del Ministerio de Justicia en el mes de julio de 1968. 

• 
• • • • • • • • 
• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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independencia de sus juzgadores y preservar la autonomía de los 

órganos y su imparcialidad.4 

En Latinoamérica, fueron diversos los países que adoptaron la 

referida institución, tal fue el caso de Venezuela (1961), Perú (1969), 

Brasil (1977), Uruguay (1981) y Colombia (1991), entre otros. 

En México, antes de que surgiera el Consejo de la Judicatura 

Federal, fueron promulgadas en 1988 las reformas constitucionales 

locales del Estado de Sinaloa y Coahuila, en donde se constituían por 

primera vez consejos de judicatura. No obstante que estas entidades 

federativas fueron las pioneras en la adopción de dicha institución 

administrativa del poder judicial, la doctrina mexicana resultaba 

escasa en torno a este tema. 

El 5 de diciembre de 1994 el Ejecutivo Federal presentó la 

iniciativa de reformas constitucionales en materia de procuración e 

impartición y administración de justicia a la Cámara de Senadores, 

cuyo propósito, según la exposición de motivos5 , radicaba en el 

4 MELGAR ADALID, Mario. El Consejo de la Judicatura Federal y el Consejo General del Poder Judicial 
de España en México v Emaña AdrninirtraciÓn de la Justicia 1998, Segunda Edición, Poder Judicial de la 
Federación, Consejo de la Judicatura Federal, México, 1998, p. 36. 
5 Iniciativa presidencial para la transformación del Poder Judicial y la seguridad pública. Publicación en el 
diario El Nacional, del 6 de diciembre de 1994. 
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fortalecimiento del Poder Judicial así como las modificaciones a su 

organización interna, funcionamiento y competencias de las 

instituciones encargadas de la seguridad y procuración de justicia, 

cambios que permitirían a estas instituciones un desempeño óptimo 

de sus responsabilidades de representar y salvaguardar los intereses 

de la sociedad. En breve el Poder Judicial de la Federación6 

experimentaría cambios trascendentales. 

La sociedad mexicana había expresado su reclamo por tomar 

asiento en primera f'Ila para disfrutar del espectáculo demandado por 

ella misma, denominado "justicia". Pero una justicia más allá de la 

concebida por Aristóteles en donde lo distributivo y conmutativo 

revelan la fundamentación de aquélla; justicia más allá de lo social 

como un mero contenido ideológico; justicia libre de vicios y de 

prejuicios engendrados por subculturas incomprendidas; justicia 

como la que plasma el artículo 17 de nuestra Carta Magna, en donde 

lo expedito de su impartición y gratuidad son elementos que 

conforman su carácter; justicia como la que describe Angel Landoni 

Sosa argumentando que: 

A la justicia de nuestra época le reclamamos de esencia que sea 
independiente e JmparcJaJ; pretendemos asimismo que ella ampare en su 
protección a todas las personas, en especial a los más necesitados. Pero no 
nos conformamos con alcanzar lo anterior, sino que además le exigimos que 

6 En referencias siguientes se abreviará: PJF. 

• 
• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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sus decisiones se adopten dentro de térmÚJos razonables, que sea efectiva, 
efIciente y de elevada calidad.7 

Es evidente lo complejo que resultaría definir de una vez por 

todas a la "justicia" como término unívoco, bajo un concepto absoluto 

y universal, sin embargo sí se puede determinar uno de los elementos 

que la componen, es decir, el equilibrio. La justicia debe establecer 

una equidad al momento de impartirla, situación que se traduce en la 

igualdad de condiciones. 

Sergio García Ramírez define esta equidad como: 

Aquel que se fInca en el debido tratamiento, primero, de las 
pretensiones de los sujetos, lo cual establece la igualdad material entre los 
pretendientes; y de la manera de ejercitarlas, lo que flDca la igualdad 
instrumental real entre Jos cODteZldieZJtes~ ... J:Jada de esto impide que esas 
igualdades tomen en cuenta la desigualdad que media entre los hombres: de 
esa consideración provendrá el imperio de la equidad. 8 

Por todo lo anterior, en la historia de la humanidad la equidad 

ha jugado un papel trascendental en la evolución de la sociedad 

mexicana que se transparenta en nuestra Carta Fundamental. Los 

mexicanos evolucionamos de manera permanente, somos una 

sociedad que ha dejado de ser pasiva para convertirse en activa. 

7 LANDONI SOSA, Angel. Hacia una justicia moderna y humana para una sociedad en transformación: el 
asesoramiento jurídico, en Jusacia v Sociedad Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, México, 
1994, p. 283. 
8 GARCIA RAMlREZ, Sergio. El Estado de Derecho v la reforma al Poder Judicial. Pemex·Lex. Revista 
Jurídica de Petróleos Mexicanos. Número 91·92, Enero-Febrero 1996, México, 1996, pp. 5 Y 6. 
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Los mexicanos han mostrado ser participativos, y el 

recibimiento de las reformas constitucionales publicadas en el Diario 

Oficial el 31 de diciembre de 1994 no fue la excepción, reflejo de 

mayor nivel de civilización política, madurez y apertura hacia las 

transformaciones del orden jurídico, por lo que la reforma judicial de 

1994 en el marco histórico-social es de considerarse como una 

reforma de gran magnitud y revolucionadora del sistema judicial 

mexicano y en particular sobre la administración e impartición de 

justicia. 

En la actualidad, además del Consejo de la Judicatura Federal y 

el Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, son trece los consejos 

de judicatura establecidos en diversas entidades federativas: 

Aguascalientes, Baja California, CoahuUa, Durango, Jalisco, Estado de 

México, Guanajuato, Morelos, Nayarit, Querétaro, Sinaloa, Sonora y 

Veracruz. 

No obstante que en el Estado de Nuevo León el Congreso local 

no ha aprobado el proyecto para establecer el Consejo de la 

Judicatura, es de resaltar el que por lo menos consideran tal 

posibilidad. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
• 
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2. Fundamento constitucional y legal. 

En la campaña electoral de 1994, a propósito de la contienda 

por la Presidencia de la República, los mexicanos demandaban una 

mejor procuración y administración de justicia, ésta última, con 

mayores alcances y mejores juzgadores, en resumen, una justicia 

práctica, accesible y humanitaria, por así llamarle una justicia más 

"justa". 

La celeridad con que se dio la reforma judicial de 1994 

engendró, como era obvio, críticas y manifestaciones en su contra, 

desde la recomposición de la Suprema Corte de Justicia de la Nación9 

hasta la creación del Consejo de la Judicatura Federa1. 1o Ignacio 

Burgoa Orihuela, señaló en su oportunidad: 

Esta reforma Zedillista no n a durar porque ha sido un parcbe msJ 
pegado a la estructura tradicioZllÚ del Poder JudicisJ de más de 100 aDos. 
¿Quiénes aconsejaron a Zedillo?, pues ban de baber sido meros titulos de 
licenciado sin conocimiento, ¿quiénes fueron?, -yo creo que por vergüelJZlJ 
no se dan sus nombres-, los consejeros áuricos del Presidente que lo 
pusieron en evidencia con estas reformas y con otras muchas iniciativas. 11 

En el mismo sentido y en particular a la creación del Consejo de 

la Judicatura Federal, Jesús Angel Arroyo Moreno, quien es profesor 

9 En adelante SCJN. 
10 Instalación del Consejo de la Judicatura Federal, 2 de febrero de 1995. En adelante CJF. 
1I BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Entrevista al Dr. IgnaciQ Burgoa Orihuela Revista Responsa, Escuela de 
Derecho, Centro Universitario México, División Estudios Superiores A.C., Universidad Marista, año O, 
número 01, agosto 1995, México, 1995, pp. 20 Y 21. 
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en la materia de amparo en la Universidad Iberoamericana, argumentó 

que: 

Las personas que hicieron este proyecto eran ignorantes. Y pruebo mi 
afirmación: es ignorar la realidad de México la composición del "Consejo de 
la Judicatura". Es ignorar la realidad de México el sólo hecho de proponer 
tal CoDSejo, porque esto sigzúJIca que el diagnóstico fue mal hecho. En 
teoría la solución puede parecer buena; pero las leyes se aplican a los 
hombres y estos las tuercen, las aplican mal y así puede ocurrir con este 
Consejo. Y si puede ocurrir, hay que evitar que ocurra eliminándolo. lO 

Sin embargo, no quiere decir que la velocidad con que se dio la 

reforma constitucional desmerezca en su eficacia, por el contrario, la 

recomposición en el PJF representa una nueva estructura para la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación que en la actualidad ha 

demostrado mayor independencia y en donde su criterio reviste 

mayor objetividad, en virtud de que ahora los ministros de la Suprema 

Corte sólo se ocupan de su tarea estrictamente jurisdiccional y en 

donde al reducir el número se compacta todavía más la organización 

entre ellos, logrando así establecer con mayor facilidad las directrices 

y criterios jurídicos aseguir. 

La nueva composición de la Suprema Corte cambió de veintiséis 

a once ministros. La designación de los ministros pasó a ser facultad 

del Senado, a propuesta en tema del Presidente de la República. La 

12 ARROYO MORENO, Jesús Angel. Critica a las reformas al Poder Judicial Federal, Jurídica, anuario del 
Departamento de Derecho de la Universidad Iberoamericana, número 25, l 995-I1, México, 1995, p.SO. 

• 
• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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duración del cargo se limitó a quince años y se suprimió la edad 

límite para su desempeño y los requisitos para ocupar el cargo. La 

SCJN se acerca más bien a un tribunal constitucional al destacar de 

entre sus facultades las relacionadas con las controversias 

constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad. 

La iniciativa presidencial del 5 de diciembre de 1994 contó con 

enmiendas substanciales por parte del Senado de la República en 

forma y fondo. Se previó un consejero designado por el Ejecutivo 

Federal, en lugar de dos, como constaba originalmente. Otra de ellas 

fue la inclusión del Recurso de Revisión Administrativa, el cual 

corresponde su tratamiento en sucesivo capítulo. 

La reforma constitucional en materia judicial es una reforma 

que encamina la carrera judicial como elemento distintivo; reforma 

que libera a la SCJN de atribuciones y tareas no jurisdiccionales, 

encomendándoselas al Consejo de la Judicatura Federal. 

Por sólo dar una idea, la carrera judicial, hasta antes de la 

reforma judicial, se concebía, según palabras de Javier Aguilar Alvarez 

de Alba, así: 

Hasta ahora babÍa una especie de "elevador" en la carrera judicial, 
Íl2iciaba con la oportunidad de ser Secretario de Estudio y Cuenta, para 
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posteriormente pasar a ser desilfDSdo Juez de Distrito, por último 
Magistrado de TribUDIÚ Colegiado; iDcJuso, algunas personas en esta carrera 
han teDido la oportunidad de llegar a ser MiDistros de la Corte. Esta práctica 
no necessriamente es buena; Di 10 es maJa, pero es excluyente: muchos 
académicos, otros tantos abogados en el ejercicio de la profesión, y 
funcioDSrios de otros tribuDlÚes de alguna manera han dejado de ser 
considerados en este conducto de ascenso. 13 

Cabe hacer mención en honor a la historia, que en el Diario de 

Debates número 7 del 22 de septiembre de 1959, se publicó una 

iniciativa presentada por el entonces senador por Oaxaca, Rodolfo 

Brena Torres, la cual tuvo como propósito: 

Devolver a la Suprema Corte de Justicia de la Nación su carácter de 
auténtico poder.... convirtiéndola en un órgano de control constitucioDIÚ 
para dirimir controversias entre los tres niveles de gobierDo y psrs fungir 
como garante del federsJismo, restándole las funciones de otro tipo como las 
administrativas, que limitaban su capacidad de acción. IO 

Ahora bien, el artículo 100 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos establece que: 

La admiDistrsción, vigilsncia y discipliDs del Poder Judicial de la 
Federación, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
estarán a cargo del Consejo de la Judicatura Federal en los términos que, 
conforme a las bases que sejjaJa esta Constitución, establezcan las leyes. 

13 AGUILAR AL V AREZ DE ALBA, Javier. La reorganizaciÓn de la Suprema Corte y la creaciÓn del 
CQns~;Q de la Judicatura fortalece el r:,;erciciQ del Poder Judicial. Revista Ars luris del Instituto de 
Documentación e Investigación Jurídicas de la Facultad de Derecho de la Universidad Panamericana, Número 
Especial, Refonna Judicial, No. 13, México, 1995, pp. 36 Y 37. 
14 BRENA SESMA, Ingrid. La Iniciativa de Reforma a la ConstituciÓn General de la RepÚblica con relaciÓn 
al Poder Judicial prerentada por el Senador RodQlfQ Brena Torres publicada en el Diario de Debates 
número 7 de 22 de septiembre de 1959, Anuario Jurídico 1995, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la 
UNAM, México, 1995, pp. 35·38. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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La excepción hecha a la Suprema Corte se hizo extensiva más 

adelante al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 15 

El artículo 68 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación16 consagra similar contenido que el de nuestra Carta 

Magna, de donde se marca la pauta a seguir en lo general y lo 

particular sobre la integración, organización y funcionamiento del 

Consejo de la Judicatura Federal. 

Aunque fue efímera su vigencia, es pertinente no dejar en el 

olvido que inmediato a la publicación de las reformas constitucionales 

del 31 de diciembre de 1994, por decreto del 23 de enero de 1995, se 

publicaron en el Diario Oficial de la Federación de 3 de febrero del 

mismo año reformas a la LOPJF con el objeto de propiciar el 

funcionamiento del CJF, en tanto entrara en vigor la Ley Orgánica del 

26 de mayo de 1995 de mayor envergadura reformadora. 

El objetivo de las reformas legales publicadas el 3 de febrero de 

1995, fue el establecer un puente entre el sistema previo y el que 

plasmó la reforma judicial de 1994. 

15 Refonna constitucional y legal publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 22 de agosto y 22 de 
noviembre de 1996, respectivamente. 
16 En adelante LOPJF. 
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Por otro lado, como se señaló, la reforma judicial en comento 

generó diversos comentarios, críticas y elogios que manifiestan 

variadas posiciones en torno al nacimiento del CJF, por lo que una de 

ellas resultó de mayor importancia, la siempre cuestionada 

independencia del Poder Judicial Federal con respecto al Poder 

Ejecutivo Federal. 

En relación a lo dicho, estudiosos del derecho, abogados, 

investigadores y destacados juristas se pronunciaron; Ignacio Burgoa 

Orihuela señaló en su oportunidad que: 

El Ejecutivo sigue DJaadaado ea el famoso Coasejo de la Judicatura 
NacJoZJal (sic) de importación "extranjerizada" y verdaderamente ajeno a 
nuestra tradición jurídica, porque ese Consejo curíosamente está. ÚJtegrado 
por siete MÚJistros (sic).'7 

En otro sentido, Mariano Azuela Güitrón destacó: 

La independencia del Poder Judicial respecto al Ejecutivo, ea nada se 
debe ver afectada con ua orgaaismo como es el Consejo de la Judicatura, 
puesto que si biea un Coasejero es designado por el Presidente de la 
República y dos por el Senado, sin embargo no tiene ninguna 
representación, sino que sus fuaciones se vinculan necesaria y 
exclusivamente con el buen funcionamiento del Poder Judicial de la 
Federación.'· 

Así como la reforma constitucional y legal dio origen a un nuevo 

y renovado PJF que tuvo como efecto la promulgación de una mejor 

17 BURGOA O., Ignacio. Op. cit., Supra nota 11, p. 20. 
18 AZUELA G., Mariano. Entrevista al Ministro de la S.CJN Don Mariano Azuela. Ibidem, p. 17. 

• • 
• • • • • • • • • • • • • • • • • 
• • • • • • • • • 
• 
• • • 
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legislación al respecto, así también han sido hasta la fecha diversos y 

variados los ajustes en su legislación, estructura, coinposición y 

funcionamiento, que en la práctica se han dado de manera evolutiva 

para así llegar al objetivo principal de la reforma judicial en 

concordancia con lo plasmado en la Exposición de Motivos de la 

vigente LOPJF19 Y que es el fortalecimiento de nuestro Estado de 

Derecho, entendiéndose por éste último, el sometimiento pleno del 

Estado al derecho, y con él la responsabilización amplia de los 

órganos estatales. 

Gonzalo M. Armienta Calderón, señala que: 

La iniciativa de reformas reconoce una inspiración definida: subordinar 
la totalidad de los actos del poder público a la Constitución y a las leyes. 
Este apego cabal al principio de legalidad, parte del respeto absoluto al 
antedicho postulado de la división de poderes':JO 

La evolución de la que se habla se da no sólo en lo exterior sino 

en lo interior, de entre los órganos que integran al PJF, como el caso 

del Acuerdo General Conjunto del Tribunal Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación y del Pleno del Consejo de la Judicatura 

Federal número 1/199721 que crea de manera permanente la 

19 Publicada en el Diario de Debates del Senado de la República el 28 de abril de 1995. 
20 ARMIENTA CALDERON, Gonzalo M., La nueva estructura del Poder Judicial dentro del principio de 
División de Poderes, en XV Congreso de Derecho Procesal, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la 
UNAM. México, 1998. p. 17. 
21 Acuerdo General número 1/1997, publicado en el Diario Oficial de la Federación ellO de noviembre de 
1997. 
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Comisión Conjunta para Garantizar y Fortalecer la Autonomía de los 

Organos e Independencia de los Integrantes del Poder Judicial de la 

Federación,22 que se integra por dos Ministros de la SCJN, dos 

Consejeros de la Judicatura Federal y el Presidente de ambos órganos 

del PJF, quien lo preside.23 

El Ministro José Vicente Aguinaco Alemán, en su actuación 

como Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del 

Consejo de la Judicatura Federal, señaló que el mencionado Acuerdo: 

Tiene el propósito de que la ciudadania puede constatar la 
determinación de todos aquéllos que formamos parte del sistema de justicia 
federal para garantizar y fortalecer su vida independiente y autónoma. 
Asimismo, para eKhortar a la sociedad meJÚcana a luchar contra la 
corrupción y la inercia burocrática, a apreciar nuestros valores 
constitucionales, a derribar la confusión y a perfeccionar las altas miras de 
México.:J4 

2.1. Definición. 

Definir al Consejo de la Judicatura Federal implica involucrarse 

desde las simples fórmulas de conceptualización por cada uno de los 

22 De entre los objetivos de la Comisión Conjunta se destaca: el análisis de las denuncias que reciba por parte 
de los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación que hagan conocimiento de actos internos o 
externos que vulneren la independencia de la función judicial, emitiendo recomendaciones al Pleno de ambos 
órganos del propio Poder, según sea el caso, con independencia de los procedimientos previstos en la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 
23 La renovación de los integrantes se hará discrecionalmente y será la propia Comisión la que determine su 
organización interna, así como las reglas de funcionamiento y el horario de sesiones. 
24 AGUINACO ALEMAN, José Vicente. El Poder Judicial de la FederaciÓn fortalece su independencia. 
Poder Judicial de la Federación, México, 1997, p. 8. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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términos que componen el enunciado, hasta escudriñar su naturaleza 

para así establecer una definición. 

Consejo en latín es consílium, que significa reunión. En otro 

sentido, es el parecer o dictamen que se da o toma para hacer o dejar 

de hacer alguna cosa.25 

Como antecedente, los Consejos de Castí1la y Aragón (tomaban 

el nombre según el territorio o los asuntos de su jurisdicción), se 

constituían como Tribunal Supremo que se componía de dirigentes 

ministros, con un presidente o gobernador, para los negocios de 

gobierno y la administración de la justicia. 26 

Judicatura es el ejercicio de juzgar. La dignidad o empleo y el 

tiempo que dura.27 Es la dignidad de un juez y tiempo que dura; otro 

significado es el cuerpo constituido por los jueces de un país.28 

Para Rafael De Pina Vara, el término federal significa: 

La denominación correspondiente al estado organÍZB.do como una 
federación de entidades o grupos humanos voluntariamente asociados sÚJ 

25 ESCRICHE, Joaquín. Diccionario Razonado de LegislaciÓn Civil Penal Comercial y Forense con citas 
del derecho notas v adiciones por el Licenciado Juan Rodríguez de San Miguel Instituto de Investigaciones 
Jurídicas de la UNAM, México, 1993, p.146. 
26 DiccionariQ Enciclopédico Saber 3. Op. cit., Supra nota 2, p. 261. 
27 ESCRICHE, Joaquín. Op. cit., Supra nota 25, p. 348. 
28 Diccionario Enciclopédico Saber 3, tomo 11. Op.cit., Supra nota 2, p. 607. 
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perjuicio de la conservación de las atribuciones que respecto a su gobierno 
interior señale la Constitución como de su competencia.'· 

Por otro lado, federación proviene del latín Foederare, que 

equivale a unir o componer; por lo que al respecto lo dicho por 

Ignacio Burgoa Orihuela goza de plena congruencia, toda vez que 

señala que el proceso formativo de una Federación o de un Estado 

Federal, debe desarrollarse en tres etapas sucesivas, a saber: 

Por la independencia previa de los Estados que se unen, por la aHalJZ8. 
que concretan entre si y por la creación de UDS nueva entidad distúJta y 
coexistente, derivada de dicha alialJZ8..30 

El artículo 40 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos31 señala que: 

Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República 
representativa, democrática, federal, compuesta por Estados libres y 
soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos en UDS 

Federación establecida según los principios de esta ley fundamental. 

Para el fin que interesa, lo especificado nos lleva a establecer 

que lo federal, como entidad, es decir, Estado Federal, se refiere a la 

jurisdicción o ámbito territorial donde se permite y se delimita una 

competencia predeterminada, en el caso, todo el territorio nacional. 

En este ámbito federal es donde radica el campo de acción del CJF. 

29 DE PINA, Rafael Y DE PINA V ARA, Rafael. Diccionario de Derecho. Decimonovena Edición, Editorial 
POITÚa S.A., México, 1993, p. 287. 
30BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Diccionario de Derecho Constitucional Garantías y Amparo. Tercera 
Edición. Editorial POITÚa S.A., México, 1992, p. 168. 
31 En adelante referencias se abreviará CP. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
• • • • • • • • • 
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Ahora bien, para determinar la naturaleza jurídica del CJF, es 

conveniente citar lo dicho por Mario Melgar Adalid y Héctor Fix-

Zamudio, ya que el primero lo considera un "órgano constitucional 

admÚlistrativo''.32, el segundo lo define como un "órgano colegiado 

judicial. ''.33 

En razón de lo ya expuesto, concluyo el presente apartado 

definiendo al CJF como el órgano colegiado de administración y 

vigilancia del Poder Judicial de la Federación, constitucional y 

legalmente constituido para definir los lineamientos de la carrera 

judicial y ejercer, según su competencia, la función disciplinaria entre 

sus miembros, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación y el Tribunal Electoral. 

2.2. Integración. 

¿Cómo se integra el Consejo de la Judicatura Federal? 

El CJF se integra por siete miembros: El Presidente de la SCJN, 

quien lo preside, dos designados por el Senado de la República, uno 

designado por el Ejecutivo Federal y mediante insaculación a dos 

32 MELGAR ADALID, Mario. El Consejo de la Judicatura Federal y la división de poderes, en Reformas al 
Poder Judicial, Coordinación de Humanidades de la UNAM, México, 1995, pp. 213-222, 
33 FIX-ZAMUDIO, Héctor. Op. cit., Supra nota 1, p. 14. 



18 

magistrados de Circuito, uno de Tribunal Colegiado, uno de Unitario y 

un juez de Distrito. 

Respecto del procedimiento de insaculación hay que decir que si 

bien es cierto que este tipo de mecánica para designar a los 

juzgadores al cargo de consejeros, pudiera resultar uno de los más 

transparentes, cierto también es que no es garantía de contar con los 

mejores hombres para desempeñar tal cargo público, toda vez que la 

"suerte" decide tal encomienda tan delicada. Por insaculación se 

entiende: 

El procedimiento para la designación para ciertos cargos, consistente 
en depositar en una UrzJB o recipiente azuiJogo tantas papeletas como 
candidatos baya, cada una con el nombre de uno de ellos y sacando después 
una, correspondiendo el nombramiento a la persona cuyo nombre Ogure en 
la misma.34 

Por lo citado, es pertinente señalar que el tiempo que lleva en 

actividad desde su creación el CJF revela que el método de 

insaculación para nombrar a consejeros, no es el más adecuado. En 

otras palabras, no es aconsejable un procedimiento aleatorio como es 

el de la insaculación, como medio para designar parte de los 

miembros del CJF. 

34 DE PINA, Rafael Y DE PINA VARA, Rafael. Op. cit., Supra nota 29, p. 322. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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En contrapartida, se debe hacer un análisis a fondo en donde la 

designación de los consejeros provenientes del PJF, sea· por méritos 

que pueden ir desde los académicos, ocupación de categorías dentro 

de la carrera judicial, antigüedad, publicaciones, y que de los 

seleccionados se emita una terna por cada una de las categorías, 

presentando por escrito y de manera pormenorizada las propuestas 

para el mejoramiento y buen funcionamiento del CJF. 

Las reglas a seguir, según consta en la CP y la LOPJF, en razón 

de la duración en el desempeño de sus cargos por parte de los 

integrantes del CJF, es que el Presidente dura cuatro años en el cargo, 

los demás consejeros durarán cinco años, serán substituidos de 

manera escalonada y no podrán ser nombrados para un nuevo periodo. 

En cuanto a la substitución escalonada a que se hace referencia, 

en el Artículo Quinto Transitorio del Decreto por el que se reforman 

diversas disposiciones de nuestra Carta Magna, publicado el 31 de 

diciembre de 1994, se enuncia de manera precisa la vigencia de los 

nombramientos de cada uno de los miembros que componen al CJF. 

De. lo anterior se concluye que, los miembros que por 

insaculación recibieron su nombramiento serán consejeros hasta el 
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último día del mes de noviembre del 2001. Uno de los designados por 

el Senado y por el Ejecutivo Federal durarán en su encargo hasta el 

último día de noviembre de 1999 y el otro designado por el Senado 

vencerá su nombramiento el último día de noviembre de 1997, lo que 

ya ocurrió.3s 

El hecho mismo que permite que los distintos periodos en que 

vencen los nombramientos de cada uno de los consejeros sean 

escalonados, es decir, en distinto tiempo, garantiza la continuidad 

que se deberá imprimir en el funcionamiento y desarrollo de aquél. 

Cabe hacer notar, en torno a los consejeros designados por el 

Senado de la República y por el Ejecutivo Federal, que estos en 

ningún momento llevan la representación de los poderes aludidos, ya 

que en el momento mismo de la designación pasan a ser miembros del 

PJF Y se desvinculan del poder originario que los nombró, 

sentimiento que se impregna no sólo en el sentido teórico del 

concepto sino en la realidad, destacando que la función de los 

consejeros se ejerce con independencia e imparcialidad. 

3S El Or. Ricardo Méndez Silva, fue designado por el Senado de la República para ocupar el cargo de 
Consejero de la Judicatura Federal, hasta el 30 de noviembre de 1997, esto por única ocasión, toda vez que el 
Lic. Rodolfo Lara Ponte, quien lo substituyó, gozará del ténnino constitucional de cinco años en el cargo. 

• • • • • • • • • • • • • • 
• • • • • • • • • 
• 
• • • • • • • • 
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En relación con lo anterior, Sergio García Ramírez comenta: 

Hay que poner en la cuenta del articulo qUÚJto transitorio del Decreto 
de reforma constitucioDBl un desliz menor (al lado del desliz mayor 
consistente en hablar de "representantes" de los poderes Ejecutivo y 
Legislativo), en el que ÚJcurrió a partir de la iDicístiva que preveDÍS la 
designación de dos consejeros por parte del Ejecutivo federal, no de uno 
solamente, como a la postre resultó. La parte lüJaJ de ese precepto seiiala 
que el SeDSdo y el Ejecutivo, al designar a sus "representantes", "indicarán 
cuál de los periodos (de gestión, establecidos en el mismo precepto) 
corresponde a cada consejero". Es obvio que el plural sólo concierne a las 
designaciones -dos- del Legislativo, no al que corresponde -una- al 
Ejecutivo.36 

2.3. Organización y funcionamiento. 

¿Cómo se organiza y funciona el Consejo de la Judicatura 

Federal? 

En su organización y funcionamiento, el CJF cuenta con dos 

periodos de sesiones, a saber, el primero comienza el primer dia hábil 

del mes de enero y termina el último día hábil de la primera quincena 

del mes de julio, y el segundo comienza el primer día hábil del mes de 

agosto y termina el último día hábil de la primera quincena del mes 

de diciembre. Fuera del periodo de sesiones se establece una comisión 

para atender los asuntos que la ley establece de su competencia en los 

casos de extrema urgencia, denominada Comisión de Receso. 

36 GARCIA RAMlREZ, Sergio. Poder Judicial y Ministerio PÚblico, Editorial POITÚa S.A., México, 1996, 
pp. 104 Y 105. 
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La presidencia del CJF es trascendental y relevante toda vez que 

tiene un carácter central, es decir, la LOPJF37 fija de entre sus 

atribuciones, la de representar al Consejo, dirigir los debates, 

proponer al Pleno el nombramiento de aquellos funcionarios que 

ejecutan las decisiones del Consejo, como lo son los Secretarios 

Ejecutivos y los titulares de los órganos internos,3s y conocer de las 

resoluciones y acuerdos del Pleno, los que son signados por aquél, 

entre otras. 

De lo anterior es pertinente hacer una revisión en torno a la 

figura del presidente del CJF. Por razón de iniciación y conformación, 

resultó benéfico que la figura del presidente del Consejo descansara 

en la persona misma del presidente de la SCJN. 

Al respecto Santiago Barajas Montes de Oca, estima que el cargo 

de presidente de la SCJN y del CJF en una sola persona tiene sus 

ventajas, sin embargo reconoce que ello no debe ser de carácter 

permanente, al señalar que: 

ResultaD indiscutibles las ventajas de la permanencia de un ministro 
en la Presidencia de la Suprema Corte si se toma en cuenta que además 

37 Cfr. Articulo 85. 
lB Instituto de la Judicatura Federal, Visitaduria Judicial, Contraloría del Poder Judicial de la Federación e 
Instituto Federal de Defensoría Pública. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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deberá presidir al Consejo de la Judicatura, actuaciones que es conveniente 
se encuentren ligadas y cuyo desempeño sea por un térmÚJo prudente. 3. 

En concordancia con lo anterior, como "arranque" ha 

funcionado el que en una misma persona se depositen ambas 

encomiendas, sin embargo en el presente el CJF evidencia la 

necesidad de oxigenarse, su crecimiento ha sido vertiginoso y en 

consecuencia se corre el riesgo de un desgaste desproporcionado que 

no sería sano para el mismo órgano del PJF, por lo que al umbral de 

su madurez considero que el Consejo debe ser presidido por una 

persona que no se vea comprometida por lo dual de su función, sobre 

todo en tratándose del Recurso de Revisión Administrativa, como se 

verá más adelante en su capítulo respectivo. 

Por lo expuesto, sería conveniente hacer un ejercicio de 

reflexión en torno a que el presidente del CJF no necesariamente sea 

el presidente de la SCJN y resultaría aún más imaginativo el que no 

forzosamente provenga del PJF. La posibilidad de sólo suponer que la 

presidencia del CJF la ocupe alguien que no sea del PJF, parecería 

J9 BARAJAS MONTES DE OCA, Santiago. Base de la r~(Qrma a los artículo! 94 96 Y 97 constitucional" 
en materia judicial. Boletín Mexicano de Derecho Comparado, nueva serie año XXVIII No. 83 mayo-agosto 
1995, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, México, 1995, p. 799. 
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inconcebible, sin embargo el derecho comparado nos demuestra que 

es todo lo contrario.40 

Ahora bien, el CJF sesiona de manera plenaria y en 

comisiones41 • En Pleno se dirimen aquellas cuestiones relativas a los 

asuntos presentados por las comisiones y por los consejeros de 

manera individual. Tiene sus propias reglas de operación y 

funcionamiento concebidos en la propia LOPJF y de aquellos acuerdos 

generales que con el paso del tiempo han moldeado al Consejo. 

El Pleno del CJF se integra por todos los consejeros, sin 

embargo bastará la presencia de cinco para sesionar, por lo que las 

resoluciones del Consejo se toman por mayoría de votos de los 

consejeros presentes42 y por mayoría calificada de cinco votos de 

acuerdo con lo previsto en la LOPJF43 y, en el supuesto de empate, el 

Presidente tiene voto de calidad, según la Ley. Los consejeros no 

40 En Italia el Presidente del Consejo Superior de la Magistratura es el Presidente de la República; en Francia 
la Presidencia del Consejo Superior de la Magistratura recae en la persona del Presidente de la República; en 
Venezuela tanto el Presidente como el Vicepresidente del Consejo de la Judicatura Federal son elegidos 
anualmente por el propio Consejo, por citar sólo algunos ejemplos. 
41 Acuerdo General número 8/1995, reglamenta el ftmcionamiento de las comisiones del CJF, D.o.F. del 19 
de octubre de 1995, el Acuerdo General número 47/1998, modificó los puntos Segundo y Tercero del 
Acuerdo General citado en primer término, D.o.F. del 15 de diciembre de 1998. 
42 Cfr. Artículo 76 de la LOPJF. 
43 Cfr. Artículo 81, fracciones 1, I1, VII, VIII, XI, XII, XV, XVI, XVIII, XXV, XXVI Y XXXVI. 
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pueden abstenerse de votar, salvo impedimento legal para ello o en 

caso de que no se encontraran presentes en la discusión. 

El Pleno del CJF, mediante un acuerdo general estableció las 

Comisiones UnidattW con el fin de afinar los proyectos, programas, 

asuntos y en general el trabajo de las comisiones permanentes que 

integran al Consejo; se estimó pertinente el que un órgano colegiado, 

como es el caso de las Comisiones Unidas, revisara en sesiones con 

carácter deliberativo y propositivo, los asuntos a resolverse en sesión 

del Pleno del propio Consejo, de donde se concluye que el trabajo que 

arriba de forma definitiva en el ámbito plenario, llega con una mayor 

valoración en cada caso en concreto a tratar. 

Las comisiones pueden ser permanentes o transitorias, se 

deberán formar cada una por tres miembros, uno de entre los 

provenientes del Poder Judicial de la Federación y los otros dos de 

entre los designados por el Poder Ejecutivo Federal y el Senado de la 

República. En la actualidad, el Consejo cuenta con las comisiones 

permanentes45 de Administración, Carrera Judicial, Disciplina, 

Adscripción y Creación de Nuevos Organos .. 

44 Acuerdo General número 4/1996, del Pleno del CJF, que establece el funcionamiento de Comisiones 
Unidas. Publicado en el Diario Oficial de la Federación el22 de febrero de 1996. 
45 Cfr. Artículo 77 de la LOPJF. 
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Las comisiones nombrarán a su presidente46 y determinarán el 

tiempo que debe permanecer en el cargo y las funciones que deba 

ejercer en el entendido de que las presidencias de las diversas 

comisiones serán rotativas por año, lo que evidencia por salud 

administrativa, la transparencia en la actividad propia de cada 

comisión repercutiendo en la imagen del mismo CJF y del PJF. 

Asimismo, el órgano colegiado en comento cuenta con 

Secretarías Ejecutivas de Administración, Pleno y Carrera Judicial, 

Disciplina, Adscripción y Creación de Nuevos Organos, las cuales se 

consideran como las instancias administrativas ejecutoras y 

operativas que combustionan al CJF en su actividad de trámite 

cotidiano. 

Cabe destacar que la vigencia de la Secretaría Ejecutiva de 

Vigilancia y de su Comisión fue de dos años y cinco meses,47 toda vez 

que demostró en la práctica que era innecesaria la constitución de un 

órgano de vigilancia en virtud de la duplicidad de trabajo, resultando 

incongruente e inoperante en la práctica, toda vez que por origen, 

46 Cfr. Artículo 79 de la LOPJF. 
47 Acuerdo General número 13/1998 del Pleno del elF, que suprime a la Secretaria Ejecutiva de Vigilancia. 
Publicado en el Diario Oficial de la Federación el21 de abril de 1998. 
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estructura y facultades corresponde dicha tarea a la Contraloría del 

Poder Judicial de la Federación. 

El CJF es un órgano del PJF, que a su vez cuenta con órganos 

como el Instituto de la Judicatura Federal,48 la Visitaduría Judicial, 

la Contraloría del Poder Judicial de la Federación y el Instituto 

Federal de Defensoría Pública.49 

2.4. Facultades. 

El CJF vela por la independencia y autonomía de los servidores 

públicos del PJF, particularmente de los jueces de Distrito y 

magistrados de Circuito, quienes se encargan de impartir justicia, 

cuidando que se apliquen en todo tiempo los principios de la carrera 

judicial. 

El CJF está facultad050 para: 

• Expedir acuerdos generales, reglamentos internos en materia 

administrativa, carrera judicial y régimen disciplinario; y crear 

comisiones para su funcionamiento. 

48 Antecedente irunediato, fue el Instituto de Especialización Judicial de la SCJN, fundado en el año de 1977. 
49 Previo a la.reforma legal publicada en el Diario Oficial de la Federación el 28 de mayo de 1998, puesta en 
vigor al día siguiente de su publicación, se substituyó en el orden genérico: "Organo Auxiliares" por 
"Organos ", y Unidad de Defensoría del Fuero Federal por Instituto Federal de Defensoría Pública, amén 
del cambio en la forma, fondo y estructura, sin dejar de depender del CJF. 
50 Cfr. Artículo 81 de la LOPJF. 
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• Nombrar, adscribir, ratificar, promover y remover jueces y 

magistrados federales, así como acordar las renuncias y retiros 

forzosos de los mismos. 

• Formular y ejercer el presupuesto anual de egresos del PJF. 

• Determinar la geografia jurisdiccional federal.* (Véase Mapa No. 1). 

• Investigar y resolver sobre las quejas administrativas y la 

responsabilidad de los servidores públicos judiciales, así como 

integrar comités investigadores cuando se presuma falta grave de 

carácter administrativo, en los términos y mediante los 

procedimientos establecidos en la ley, los reglamentos y acuerdos 

que el Consejo dicte en materia disciplinaria. 

• Suspender en sus cargos a los jueces de Distrito y magistrados de 

Circuito en tratándose de procedimiento penal que se siga en su 

contra, o por la comisión de un delito, formulando denuncia contra 

ellos cuando proceda. 

• Nombrar, a propuesta de su presidente, a los titulares de los 

órganos auxiliares, secretarios ejecutivos y demás servidores 

públicos que establezca la ley, así como establecer las bases de su 

organización. 

• Establecer la normatividad y criterios para modernizar las 

estructuras orgánicas, así como las bases de la política informática 

• 
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y de información estadística para la planeación y desarrollo del 

PJF. 

• Listar anualmente a los peritos que pueden operar ante los órganos 

del PJF. 

• Conceder licencias a los miembros del Poder Judicial de la 

Federación, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación y del Tribunal Electoral. 

• Fijar los periodos vacacionales de los jueces y magistrados 

federales. 

• Autorizar a los secretarios de los juzgados de Distrito y tribunales 

de Circuito, para que en casos de ausencias temporales de sus 

titulares, desempeñen las funciones de jueces y magistrados, 

respectivamente; y autorizar a los jueces y magistrados federales, el 

nombrar a interinos, en caso de ausencia de algunos de sus 

servidores públicos. 

• Resolver los conflictos de trabajo entre el PJF y sus servidores 

públicos, a través de la Comisión Substanciadora y nombrar, a 

propuesta de su presidente, a su representante ante la citada 

Comisión. 

• Administrar los bienes muebles e inmuebles y emitir las bases para 

las adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de 

bienes, servicios y contratación que realice el PJF, así como dictar 
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las disposiciones para la recepción, control y destino de los bienes 

asegurados y decomisados. 

• Apercibir, amonestar e imponer multas a las personas que falten al 

respeto a algún miembro u órgano del PJF y, a los quejosos, 

representantes o abogados que interpongan una queja 

administrativa sin motivo alguno; y, 

• Designar de entre sus miembros a los comisionados que deberán 

integrar la Comisión de Administración del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación. 

3. Reflexiones en torno al Consejo de la Judicatura Federal. 

Se puede pensar que la función del CJF no reviste mayor 

importancia, y que bien no hubiese sido necesario el que se dedicara 

una reforma constitucional y legal al Poder Judicial Federal. 

Algunos opositores consideran inclusive hasta la fecha, 

desconocer los avances en la materia, argumentando que bien podria 

seguir funcionando la entonces Comisión de Gobierno y 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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Administración de la SCJN,Sl quien conocía y resolvía de los asuntos 

que ahora tiene encomendados, a partir de su creación, el Consejo. 

Sin embargo, los hechos hablan por sí solos. El CJF a cuatro 

años de su constituciónS2 muestra un carácter decidido en el cambio 

de las reglas preestablecidas conjugando transparencia e 

imparcialidad en la carrera judicial y determinación al ejercer su 

función disciplinaria, empleando sus recursos con el mejor equilibrio 

posible a fin de proporcionar de manera eficiente los servicios a 

prestar en su tarea de administrar. 

Respetuoso de los demás órganos que integran al Poder Judicial, 

cohabita de manera armoniosa, pero siempre independiente, por lo 

que el CJF pretende ser una de las instituciones del PJF que inspire 

mayor confianza a los jueces y magistrados federales y en 

contrapartida a la sociedad en general. 

'1 En la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación de fecha II de diciembre de 1928, aparece por 
primera ocasión la Comisión de Gobierno y Administración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Dejó de existir en el mismo momento de la entrada en vigor de la reforma judicial del 31 de diciembre de 
1994. Tanto el Pleno como la Comisión de Gobierno y Administración de la SCJN se regian para la 
investigación y determinación de responsabilidades de los servidores públicos del PJF, por el Acuerdo 
Plenario de la Suprema Corte No. 7/89, aprobado el 5 de septiembre de 1989, por unanimidad de 20 votos; el 
cual se localiza, para su consulta, en el anexo 1 de la presente tesis, página 177. 
"De12 de febrero de 1995 al2 de febrero de 1999. 
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El CJF proyecta un avance en la administración y en la 

vigilancia' de los servidores públicos del PJF, no en un significado 

inquisitivo sino de carácter disciplinario a través de un procedimiento 

preestablecido en estricto acatamiento de la ley y de las garantías de 

legalidad y audiencia. 

Se refleja también en el rubro de. las adscripciones y la división 

territorial que por circuitos se hace de las diversas jurisdicciones en 

el país. Asimismo, evidencia su presencia en la creación de nuevos 

órganos jurisdiccionales como respuesta a la demanda de la sociedad 

mexicana, dejándose ver en la carrera judicial y en la función 

disciplinaria, entre otras. Todas merecen atención, sin embargo estas 

dos últímas son de vital importancia, las que generan mayor 

especulación y crítica no sólo en lo interno sino en lo externo del 

PJF. 

La carrera judicial constituye hoy por hoy una de las tareas más 

trascendentes que tiene el CJF a través del sistema institucionalizado 

de selección, que si bien es cierto es perfectible, si ha redundado en 

beneficio del servicio público de la administración de justicia. En 

otras palabras, la selección de jueces y magistrados es de primordial 

interés por las funciones mismas que desarrollan y por lo que 

• • • • • • • • • • 
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representan para la sociedad. Simple y sencillamente son los 

juzgadores federales de nuestro país. 

Anterior a la reforma judicial en comento, casi nula se 

encontraba la posibilidad de acceder a juez de Distrito si uno provenía 

de cualquier provincia del territorio nacional, es decir, el ser 

Secretario de Estudio y Cuenta de la SCJN garantizaba esa 

posibilidad. En la actualidad, en este sentido, se ha logrado que 

aquellos secretarios de juzgados y tribunales federales, a través de 

concursos, que se apliquen para tal efecto, puedan ocupar los 

honrosos cargos de jueces y magistrados federales. Se valoran 

antecedentes en su desempeño como funcionarios judiciales, se les 

somete a exámenes escritos, prácticos y orales tomando en cuenta el 

nivel de preparación, grados académicos y de actualización 

profesional que se pudieran presentar, entre otros. 

Lo anterior no es sólo sinónimo de tener juzgadores federales 

honestos y preparados, sino esto representa que tanto los jueces 

como magistrados actúan con mayor independencia y autonomia, no 

están sujetos a presiones de carácter personal, económica e inclusive 

política,· les permite no contraer compromisos de ninguna índole, 
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motivo por lo cual la carrera judicial es de suma importancia, 

propiciando así credibilidad y certeza jurídica a los mexicanos. 

Por último, es de destacar la función disciplinaria del CJF. La 

función disciplinaria se interrelaciona con diversos rubros y 

actividades del CJF. 

Mario Melgar Adalid describe a la función disciplinaria del CJF: 

La que ejerce el Consejo en especW como consecuencia del trámite de 
las quejas admúústrativas y se constituye una de la piezas centra/es de esa 
función, además del régimen de responsabilidades, y forman parte de una 
tradición del PJF. •. ·3 

La función disciplinaria va más allá del simple trámite y 

desahogo de quejas administrativas y denuncias, resulta de mayor 

complejidad, toda vez que le precede un trámite técnicamente 

procedimental de carácter administrativo-disciplinario, tema central 

de la presente investigación y que compromete a una cobertura total. 

"MELGAR ADALID, Mario. El Consejo de la Judicatura FederaL Tercera Edición, Editorial POTTÚa S.A. 
México, 1998, p. 186. 
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CAPITULO 2 

RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES PUBLICOS 
DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION 

1. Servidor público. 

Definir al servidor público implica hablar de servicio, 

entendiendo por ello: el desempeño activo de un cargo o función 

durante un turno de trabajo;54 por tanto el servicio público se 

presenta cuando en la actividad en que éste tenga injerencia se 

impute constitucional o legalmente al Estado para satisfacer y regular 

de manera continua una necesidad colectiva. 

1.1. Servidor público judicial. 

Los servidores públicos judiciales federales son todos aquéllos 

que prestan sus servicios a algún órgano del PJF, entendiendo por ello 

que los órganos que lo integran, según el artículo 94 de la CP son: La 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación, Tribunales Colegiados y Unitarios de 

Circuito, los Juzgados de Distrito y el Consejo de la Judicatura 

Federal.55 

54 DiccionariQ de la Lengua EmañQ/a, Vigésima Primera Edición, Real Academia Española, Madrid, 1992, p. 
1327. 
"El articulo 10 de la LOPJF establece que: El Poder Judicial de la Federación se ejerce por: I.La Suprema 
Corte de Justicia de la Nación,· II.EI Tribunal Electoral; U/.Los tribunales colegiados de Circuito; IV.Los 
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Agustín Gatica Rendón, al definir el vocablo de servidor público, 

indica quiénes se ostentan como servidores públicos a propósito del 

Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, y comenta: 

Los sujetos contra quienes pueden ÚJtentarse procedimientos 
disciplinarios en el Consejo de la Judicatura de esta ciudad, son los 
servidores públicos, ya que este vocablo lleva ÚJmersos el de funcionario 
público y empleado público. 56 

En el tema que nos ocupa, es el CJF el órgano del PJF que 

resuelve sobre la responsabilidad de los servidores públicos judiciales, 

con excepción de aquéllos pertenecientes a la SCJN y el Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

1.2. Categorías de los servidores públicos judiciales. 

De manera más específica el artículo 110 de la LOPJF señala 

bajo qué categorías se encuentra integrada la Carrera Judicial, de 

donde se desprende que los servidores públicos judiciales que ahí se 

encuentran enlistados son los siguientes: 

• Magistrados de Circuito y jueces de Distrito; 

tribunales unitarios de Circuito; V. Los juzgados de Distrito; VI El Consejo de la Judicatura Federal; VII.EI 
jurado federal de ciudadanos, y VIII. Los tribunales de los Estados y el Distrito Federal en los casos previstos 
por el artículo 107, fracción XII. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los demás 
en que, por disposición de la ley deban actuar en auxilio de la Justicia Federal. 
56 GATICA RENDON, Agustín. Propuesta de reforma al Título XII de la Ley Qr~ánica del Tribunal 
Superior de ¡«flieia del Diytrjto federal. De las responsabilidades de IQs servidores pÚblicos de la 
administraciÓn de justicia tesis para obtener el título de Licenciado en Derecho, UNAM, Ciudad 
Universitaria, México, 1998. 
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• Secretario y Subsecretario General de Acuerdos de la SCJN; 

• Secretarios de Estudio y Cuenta de ministro; 

• Secretarios de Acuerdos de Sala; 

• Secretarios de tribunales de Circuito y juzgados de Distrito; y 

• Actuarios del Poder Judicial de la Federación. 

En concordancia con lo anterior, se concluye que las categorías 

de los servidores públicos judiciales para efectos de determinar la 

responsabilidad administrativa de éstos por parte del CJF, son: 

• Magistrados de Circuito y jueces de Distrito; 

• Secretarios Ejecutivos, Directores Generales, Secretarios Técnicos y 

demás funcionarios que componen al CJF; 

• Secretarios de tribunales de Circuito y juzgados de Distrito; 

• Actuarios del Poder Judicial de la Federación; y 

• Oficiales judiciales. 

2. Responsabilidad. 

Hablar de responsabilidad como la consecuencia de una indebida 

conducta desplegada por servidores públicos y en particular los del 

PJF, conduce a un estudio profundo del tema en virtud de que la 
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responsabilidad es el detonante del procedimiento disciplinario, tema 

central del presente ensayo académico. 

La responsabilidad en términos llanos es: 

La obligación de reparar y satisfacer por sí o por otro cualquier pérdida 
o daDo que se hubiere causado a un tercero.·7 

El responsable es el sujeto que se hace acreedor por 

manifestación expresa o tácita a la reparación de un daño o lesión 

como consecuencia, obvio, de la propia responsabilidad adquirida, 

traducida de una negativa al resultado esperado. 

La responsabilidad en el orden social se puede definir como la 

respuesta que se espera de alguien para cumplir con ciertas 

encomiendas, mandatos, reglas, obligaciones, etc., más allá de lo 

preestablecido por una sociedad; es en sí permanecer en línea recta 

con el sentido común a fin de discernir entre lo bueno y lo malo con 

sus respectivas consecuencias y responder por las decisiones que se 

tomen al respecto. 

La responsabilidad en la administración pública, para el caso 

que nos _ ocupa, resulta de la mayor relevancia, toda vez que es el 

57 ESCRICHE, Joaquín. Op. cit., Supra nota 25, p. 622. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
• • • • 
• • • • 
• 



• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

39 

actuar del Estado el que se vulnera y desgasta al momento de otorgar 

sus servicios, es decir, se tiene la idea de que lejos de servir a la 

colectividad, "se sirve", por así llamarle, en lo individual. Teresita 

Rendón Huerta Barrera señala al respecto que: 

El concepto de responsabilidad, de viejo cuño, ha probado ser 
insuficiente para lograr transformaciones de fondo, pues Ias circunstancias 
cotidIanas que se yerguen ante los demás como manifestación de un poder 
casi omlJibolo del Estado, llegan a producir Ia idea de que la Administración 
es un cosmos de privilegios, más que de servicios.s8 

Lo anterior lamentablemente ha cobrado mayor fuerza con el 

paso del tiempo, por lo que es pertinente aclarar que al hablar de 

responsabilidad en la administración pública o administración de 

justicia obliga a ser cuidadoso en el tratamiento de dicho tópico con 

el fin de diferenciar los tipos de responsabilidad bajo el universo de la 

responsabilidad oficial. 

2.2. Responsabilidad oficial. 

Al abordar el presente apartado, resulta extraño con toda razón, 

llamar a la responsabilidad: responsabilidad oñcial, obliga dar una 

explicación en torno a la decisión que adopté al rescatar el uso de tal 

expresión. 

58 RENDON HUERTA BARRERA, Teresita. Etica del Juzgador consideraciones elementales, segunda 
edición, Poder Judicial de la Federación, Suprema Corte de Justicia de la Nación, México, 1997, p. 53. 
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En la actualidad la respoDsabilidad oñeia/, como tal, no aparece 

en el texto del Título Cuarto de la CP ni en su ley reglamentaria59 

respectiva. Sin embargo provoca mayor confusión el no distinguir 

adecuadamente los términos, toda vez que como se verá más adelante 

en el rubro de respoDsabilidad peDal entre los delitos oñeia/es y 

delitos eomUDes (denominación que ya no cobra vigencia), al igual 

entre los términos fUDeioDarios y servidores públicos, (que no 

evidencia distingo entre uno y otro) no se logra diferenciar con 

claridad tales conceptos con la actual redacción constitucional y 

legal, respectivamente. 

Pareciera que estuviera en desacuerdo con la redacción que 

presenta la CP y la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos,60 no del todo, lo único que considero no debe cambiar, al 

menos en el ámbito doctrinario, es la expresión respoDsabilidad 

oñeia/. 

En el mismo tenor Guillermo Colín Sánchez, comenta que en la 

actual LFRSP, no se habla de funcionarios, sino en general de 

servidores públicos, quizá, para que sean sujetos de esas normas 

59 Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 
60 En adelante LFRSP. 
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todos aquéllos que, en una u otra forma, presten servicios en el 

engranaje del "gobierno", por lo que: 

" 

Estos últimos son, estricto sensu, servidores públicos, de acuerdo con 
sus atribuciones específicas; Súl embargo, si todo aquel Úldividuo que en su 
esfera de competencia algo tiene que ver con ias funciones públicas, eso 
bastará para ser calificado como servidor público. Tal parece ser el espíritu 
de las flamantes disposiciones, en tOrDO a ia, en otro tiempo, llamada 
responsabilidad oficial.61 

Por lo expuesto, considero que para ser más claro en torno al 

presente capítulo, es necesario referirme a la responsabilidad de los 

servidores públicos como responsabilidad oñcial. 

Definir la responsabilidad como aquélla cuyos originarios son 

servidores públicos del PJF, implica hablar también de 

responsabilidad oñcial. 

Eduardo PalIares define a la responsabilidad oficial como la 

responsabilidad civil o penal en que incurren los funcionarios y 

empleados judiciales por delitos y faltas cometidas en el ejercicio de 

sus funciones o labores.62 En otras palabras, dichos delitos y faltas 

son aquéllos en que se incurre a propósito del ejercicio de la función 

pública protegida por el fuero, el cual se otorga en razón del encargo. 

61 COLIN SANCHEZ, Guillenno, Derecho Mexicano de Procedimientos Pena/ex, Decimoquinta Edición, 
Editorial Porrúa S.A. México, 1995, p. 742. 
62PALLARES, Eduardo. DiccionariQ de Derecho Procesal Civil Vigesimaprimera Edición, Editorial Poma 
S.A., México, 1994, p. 714. 
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Por lo expuesto, considero que la responsabilidad oficial va más 

allá de la responsabilidad civil o penal de los servidores públicos, pues 

además encierra en el propio concepto a la responsabilidad política y 

administrativa. 

La responsabilidad oficial encuentra su fundamento en el Título 

Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

en tratándose de responsabilidades de los servidores públicos y en 

particular los del PJF, que dice: 

Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Titulo se 
reputarán como servidores públicos a los representantes de elección 
popular, a los miembros del Poder Judicial Federal y .... 63 

De lo anterior conviene señalar que el referido Título 

Cuarto constitucional refiere sólo a la responsabilidad política, penal 

y administrativa, mientras que la civil deviene del artículo 1927 del 

Código Civil Federal.64 

63 Artículo 108 constitucional. 
64 El Estado tiene la obligación de responder del pago de los daños y perjuicios causados por sus servidores 
públicos con motivo del ejercicio de las atribuciones que les estén encomendadas. Esta responsabilidad será 
solidaria tratándose de actos ilícitos dolosos, y subsidiaria en los demás casos, en los que sólo podrá hacerse 
efectiva en contra del Estado cuando el servidor público directamente responsable no tenga bienes o los que 
tenga no sean suficientes para responder de los daños y perjuicios causados por sus servidores públicos. 

• • • • 
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Ahora bien, retomando el contenido de la responsabilidad oficial 

es preciso señalar que en tal concepto se encuentra implícito el fuero. 

Para Rafael De Pina Vara el fuero significa jurisdicción especial que en 

sentido antiguo es la exención o privilegio otorgado a alguna persona 

o clase socia1.65 Marco Antonio Díaz de León, 10 traduce a 

jurisdicción, poder;66 y Eduardo Paliares resume que pertenecer o 

gozar de fuero, significa estar sujeto a determinada jurisdicción y 

gozar de la franquicia de sólo ser juzgado por esa jurisdicción.67 

No obstante que la CP establece que: 

"Ninguna persona o corporación puede tener fuero, ni gozar más 
emolumentos que los que sean compensación de servicios públicos y estén 
Djados por la leyn.68 

Es en la propia Carta Magna donde se consagran las salvedades 

en los casos concretos. Es innegable que existe un fuero 

constitucional en el sentido de que ciertos funcionarios gozan de 

inmunidad. Ignacio Burgoa Orihuela, señala que el fuero 

constitucional se concibe en dos aspectos: el de inmunidad y el de no 

procesabilidad. 69 

65 DE PINA, Rafael Y DE PINA VARA, Rafael. Op. cit., supra nota 29, p. 296. 
66 DIAZ DE LEON, Marco Antonio. DiccionariQ de Derecho Procesal Penal v de término x usuales en el 
Proceso Penal, Tomo 1, Segunda Edición, Editorial POITÚa, S. A., México, 1989, p. 804. 
67 PALLARES, Eduardo. Op. cit., Supra nota 62, p. 382. 
" Artículo 13 constitucional. 
"BURGOA O., Ignacio. Op. cit., Supra nota 30, pp. 173-175. 
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Siguiendo la idea del prestigiado jurista, el de inmunidad se 

entiende como aquél que prevé la CP en su artículo 108, de 

únicamente aquellos servidores públicos que estén en funciones, con 

excepción del Presidente de la República que dispone que durante el 

tiempo de su encargo sólo puede ser acusado por traición a la patria y 

por delitos graves del orden común; y el de no procesabilidad, aquél 

que mientras no se promueva contra el funcionario de que se trate el 

procedimiento de desafuero,7o los servidores públicos a que se refiere 

el artículo 111 constitucional, no quedan sujetos a la potestad 

jurisdiccional ordinaria. 

Para Guillermo Colín Sánchez, es válido invocar el trinomio 

impunidad, inmunidad y fuero, considerando al primero de ellos como 

el acto u omisión por el cual se deja sin aplicación la pena o castigo; 

el segundo como la no constitución de prerrogativa alguna a favor del 

servidor público en tanto la inmunidad es inherente al cargo y no al 

funcionario; y el fuero, es la armadura temporal (mientras se 

encuentra en funciones) que protege al servidor público el cual goza 

de éste.71 

70 Cabe aclarar que en la actualidad el concepto de procedimiento de desafuero se substituye por el de 
declaración de procedencia toda vez que el primero fue derogado del texto constitucional, justamente por las 
críticas que despertaba en la doctrina. 
71 COLIN SANCHEZ, Guillenno. Op. cit., Supra nota6l, p. 736. 
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Felipe Tena Ramírez refiere al fuero no como impunidad de los 

servidores públicos, sino como inmunidad, en donde tal inmunidad, 

por cuanto su destinatario está exento de la jurisdicción común, 

recibe el nombre de fuero, el cual no instituye un privilegio a favor del 

servidor público, sino que protege a la función de los amagos del 

poder y de la fuerza.72 

En otras palabras, la inmunidad (fuero) es consecuencia natural 

de aceptar (responsabilizarse) determinado cargo, gozando del mismo 

por tiempo determinado. En particular a los juzgadores federales, el 

Estado los rodea de las garantías de autonomía e independencia para 

que al resolver la conflictiva social lo hagan con imparcialidad y no 

correspondan compromisos e intereses ajenos al proceso, presiones de 

grupos o de factores reales de poder. 

Es de suma importancia esquematizar el tipo de 

responsabilidades que enmarcan a la responsabilidad oficial, la cual 

trasciende de lo penal y civil a la política y administrativa, no sin 

antes recordar que la responsabilidad oficial se deriva del articulado 

72 TENA RAMlREZ, Felipe. Derecho Constitucional Mexicano. Vigesimoséptima Edición, Editorial Porrúa 
S.A., México, 1993, pp. 559 Y 560. 
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del Título Cuarto de la CP, a excepción de la responsabilidad civil que 

encuentra su sustento en apartado específico del Código Civil Federal 

ya referido. 

La LFRSP tiene por objeto señalar los sujetos de 

responsabilidad, fijar obligaciones y determinar las responsabilidades 

y sanciones administrativas en el servicio público, como también 

aquéllas que se resuelven mediante juicio político. Indica las 

autoridades competentes y procedimientos para la aplicación de 

sanciones de carácter administrativo al establecer los requisitos de 

procedibilidad en los casos concretos para los servidores públicos, así 

como del registro patrimonial de aquéllos. 

Es en la propia LFRSp73 donde se encuentran las autoridades 

competentes para aplicar dicho ordenamiento jurídico, sin embargo la 

citada legislación resulta incompleta e inactualizada, por lo que 

enlisto las siguientes: 

• Las Cámaras de Senadores y Diputados del Congreso de la Unión. 

• Las dependencias del Ejecutivo Federal. 

• La Asamblea Legislativa y el Gobierno del Distrito Federal. 

• La Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

13 Cfr. Artículo 30. 
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• El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

• EL Consejo de la Judicatura Federal. 

• El Consejo de la Judicatura del Distrito Federal. 

• El Tribunal Fiscal de la Federación, tribunales de trabajo y demás 
órganos jurisdiccionales que determinen las leyes. 

2.2.1. Responsabilidad política. 

La responsabilidad política deriva en el mismo juicio político 

contenido en la primera fracción del artículo 109 y 110 de la CP, el 

primero de ellos remitiendo al segundo en razón de los destinatarios, 

es decir, los sujetos quienes se hacen acreedores a tal 

responsabilidad, entre otros son los ministros de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, los consejeros de la Judicatura Federal, los 

magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, los magistrados de Circuito y jueces de Distrito, todos 

ellos miembros del PJF. 

El procedimiento a seguir en el juicio político, según se 

desprende del artículo 110 de la CP, consiste en la acusación (previa 

declaración de la mayoría absoluta del número de los miembros 

presentes en sesión) por parte de la Cámara de Diputados a la Cámara 

de Senadores, ésta última se erige en jurado aplicando la sanción 

correspondiente (resolución de las dos terceras partes de los 
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miembros presentes en sesión) previas diligencias practicadas, y por 

lógica constitucional, haber oído al inculpado, de donde se colige que 

las declaraciones y resoluciones (sentencias) de ambas Cámaras son 

inatacables. 

Las sanciones, resultado del juicio político, son la destitución y 

en su caso, inhabilitación del servidor público para desempeñar 

funciones, empleos, cargos o comisiones de cualquier naturaleza en el 

servicio público. 

Felipe Tena Ramírez, señala que la Cámara de Diputados funge 

como órgano de acusación, mientras que la de Senadores de 

instrucción y de sentencia, iniciando un verdadero juicio justificando 

su carácter de jurado que como resultado absuelve o condena, y que 

aconteciendo lo último priva del puesto al servidor público, 

tratamiento que se concibe en el ámbito político despojando de la 

investidura a quien ha dejado de merecerla.74 

La CP en su artículo 114, primer párrafo, indica que el 

procedimiento del juicio político sólo podrá iniciarse durante el 

periodo en el que el servidor público desempeñe su cargo y un año 

74 TENA RAMIREZ, Felipe. Op. cit., Supra nota 72, pp. 565 Y 566. 
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después, es decir, a partir del tiempo en que dejó de ocupar dicho 

cargo público. 

En concordancia con lo anterior, es en los capítulos I y 11 de la 

LFRSP donde se describen con mayor detalle las causas, 

procedimiento y sanciones dentro del juicio político. Se destaca así 

que-la procedencia del juicio político reside en los actos u omisiones 

de los servidores públicos en perjuicio de los intereses públicos 

fundamentales o de su buen despacho.75 

Por lo que los perjuicios de los intereses públicos fundamentales 

o de su buen despacho, van desde el ataque a las instituciones 

democráticas, forma de gobierno, la libertad de sufragio, violaciones 

graves de las garantías individuales y sociales, violaciones a los 

planes, programas y presupuestos de la administración pública 

federal, hasta la usurpación de atribuciones y cualquier infracción a la 

CP o a las leyes federales cuando cause perjuicios graves a la 

federación. 

Cabe destacar que, tanto en el artículo 109, fracción 1, párrafo 

segundo ·de la CP, como en el artículo 7" de la LFRSP en su parte 

"Cfr. Artículo 60. de la LFRSP. 
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relativa, se establece la improcedencia del juicio político por la mera 

expresión de ideas. 

Si la resolución que se dicte en el juicio político es de carácter 

condenatorio, se sancionará al servidor público con la destitución y 

en su caso la inhabilitación, la cual será de uno hasta veinte años.76 

Respecto a la valoración que el Congreso de la Unión lleva a 

cabo en relación a los actos u omisiones de los servidores públicos 

sujetos a juicio político que han quedado descritas, se formulará la 

declaración de procedencia,77 según se presente delito alguno que 

perseguir.78 

2.2.2. Responsabilidad administrativa. 

La responsabilidad administrativa encuentra su fundamentación 

en el artículo 113 de la CP, que señala: 

Las leyes sobre responSlJbilidad admÚJistrativa de los servidores 
públicos, determinarán sus obligaciones a ibJ de salvaguardar, lB legalidad, 
hODrlldez, lealtad, imparclBlidad y eficiencÚJ en el desempeño de sus 
funciones, empleos, cargos y comisiones; ÚJs SlJnciones aplicables por los 
actos u omisiones en que incurran, as; como los procedimientos y 
autoridades para aplicarlas. Dichas SlJnciones, además de lBs que seiJalen las 
leyes, consistirán en suspensión, destitución e inhabilitación, asi como en 

76 Cfr. Artículo 80. de la LFRSP. 
77 Cfr. La LFRSP en su Capítulo I1I, que va de los artículos 25 al 29 en donde se señala el Procedimiento para 
la Declaración de Procedencia. 
78 Parecería que la presente afrrmación es en el sentido de que el juicio político lleva como consecuencia la 
declaración o no de procedencia, y no es el caso, el procedimiento del juicio político y el de la declaración de 
procedencia son autónomos y se substancian por separado, dado que ambos acarrean una consecuencia 
jurídica diferente. 
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SlJD.ciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios 
económicos obtenidos por el responsable y con los daños y perjuicios 
patrimoniales causados por sus actos u omisiones a que se refiere la fracción 
ID, del articulo 109,'9 pero no podrán eKceder de tres tantos de Jos 
beneficios obtenidos o de Jos daños y perjuicios causados. 

Víctor Martínez Bullé Goyri, señala a propósito de la 

responsabilidad administrativa, que no obstante que el régimen 

anterior de responsabilidades fue respetado en lo general ( reforma del 

28 de diciembre de 1982, a propósito de la Renovación Moral, 

impulsada por el Presidente de la República en turno, Licenciado 

Miguel De la Madrid Hurtado ), se realizó un cambio importante en 

cuanto a la denominación de funcionarios públicos a servidores 

públicos, a fin de que se estableciera no una idea de privilegio, sino de 

servicio, así como en el desarrollo de un régimen especifico y más 

detallado de la responsabilidad administrativa. so 

Lo anterior, permite encontrar el ¿por qué? del cambio de 

denominación de funcionario a servidor público tanto a nivel 

constitucional como legal, que aparentemente obedeció a una idea de 

"servicio" por encima de cualquier distinción o privilegio y que al 

79 Se apUcarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la 
legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, 
cargos o comisiones. 

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas se desarrollarán autónomamenfe. 
No podrán imponerse dos veces por una sola conducta sanciones de la misma naturaleza. 
80 MARTINEZ BULLE GOYRI, Víctor M. Responsabilidad Administrativa en Códi~ Etico de Conducta de 
lof Servidore~ Públicos, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, México, 1994, p. 86. 
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parecer encuentra su mejor aplicación en la responsabilidad 

administrativa. 

Andrés Serra Rojas, conceptualiza la responsabilidad 

administrativa como poder "disciplinario", el cual es interno a la 

administración, y aduce: 

El poder disciplizulrio es la facultad que tiene el Estado de aplicar a su 
personal que no cumple con sus obligaciones o deberes administrativos, una 
SSZJción por las faltas que ha cometido en el ejercicio de su cargo. El poder 
de represión disciplbJario permite a la administración corregir los errores y 
anormalidades en los servicios públicos, encauzando la acción 
adZJJÚJistrativa con eficiencia y moralidad.sl 

Ahora bien, es pertinente señalar que la LFRSP en su Título 

Tercero enmarca a la responsabilidad administrativa, la cual consta 

de dos capítulos, el primero determina a los sujetos protagonistas de 

la multirreferida responsabilidad remitiéndose al artículo 20., y señala 

las obligaciones a las cuales se hace acreedor el servidor público. El 

segundo de los capítulos enumera las sanciones administrativas y 

describe los procedimientos para la aplicación de las mismas. 

Las sanciones administrativas, como se verá en el capítulo 

respectivo, de acuerdo al artículo 53 de la LFRSP son las siguientes: 

• Apercibimiento privado o público; 

81 SERRA ROJAS, Andrés. Derecho Administrativo, Tomo 1, Decimoquinta Edición, Editorial POITÚa S.A., 
México, 1992, pp. 471. 
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• Amonestación privada o pública; 

• Suspensión; 

• Destitución; 

• Sanción económica; 

• Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o 
comisiones en el servicio público. 

Por último, el artículo 114 constitucional en su párrafo tercero 

enmarca los casos de prescripción de la responsabilidad 

administrativa tomando en consideración los actos y omisiones 

citados con anterioridad contenidos en la fracción 111, del artículo 109 

de la CP, dando como resultado que en el caso de que dichos actos y 

omisiones fueran graves los plazos de prescripción no serán inferiores 

a tres años. 

Sobre la responsabilidad administrativa en que pueden incurrir 

los servidores públicos del PJF, Mario Melgar Adalid la denomina 

responsabilidad disciplinaria, y la describe como la función que ejerce 

el CJF en relación a las medidas correctivas que adopta en torno a la 

conducta que manifiestan aquéllos. 82 

82 MELGAR-"ADALID, Mario. Op. cit., Supra nota 53, pp. 174 Y 175. 
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Se concluye que el CJF conoce y resuelve los procedimientos de 

responsabilidad administrativa de los servidores públicos del PJF, 

cuando incurren en faltas administrativas que vulneran con sus actos 

la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben 

observar los servidores públicos judiciales. 

Es el propio CJF a través de lo prescrito por la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación, quien establece los sujetos a 

responsabilidad administrativa, determina el comportamiento de los 

servidores públicos del PJF conforme a un catálogo de obligaciones, y 

sanciona, previos procedimientos establecidos, a aquellos 

merecedores de una corrección disciplinaria. Todo lo anterior permite 

en su conjunto establecer el ámbito disciplinario en que deberán 

conducirse los servidores públicos judiciales. 

En síntesis, los miembros del PJF son responsables 

administrativamente de los actos u omisiones en que incurran con 

motivo del empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza, con 

independencia de la responsabilidad política, penal y civil en que 

pueden incurrir, entendiendo que corresponde al Congreso de la 

Unión, la primera, a los órganos de procuración (investigación de los 
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delitos) e impartición de justicia la segunda, y sólo de impartición de 

justicia la tercera. 

Por lo expuesto, es de considerarse el ahondar en el tema de la 

responsabilidad administrativa de los servidores públicos judiciales, 

por lo que dedico en lo sucesivo un apartado específico para ello. 

2.2.3. Responsabilidad penal. 

La responsabilidad penal es aquélla que trata sobre los delitos 

cometidos por los servidores públicos. El artículo 109 constitucional 

en su fracción JI, establece que los delitos cometidos por cualquiera 

de los servidores públicos serán perseguidos y sancionados de acuerdo 

a la legislación penal. En el mismo precepto constitucional en la 

fracción IJI, párrafo tercero, se indica: 

Las leyes determirlarán los casos y las circunstancias en los que se 
deba sanciolUU' pelJlÚmente por causa de enriquecimiento ilicito a los 
servidores públicos que durante el tiempo de su encargo, o por motivos del 
mismo, por si o por irlterpósita persona, aumenten substancialmente su 
patrimonio, adquieran bienes o se conduzcan como dueños sobre ellos, cuya 
procedencia licita no pudiesen justiRcar, las leyes penales sancionarán con 
el decomiso y con la privación de la propiedad de dicbos bienes, además de 
las otras peZJSs que correspondan. 

El artículo 111 de la CP, establece la procedencia penal en su 

párrafo primero que señala, entre otros servidores públicos, a los 
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ministros de la Suprema Corte de Justicia, magistrados del Tribunal 

Electoral y los Consejeros de la Judictaura Federal: 

Para proceder pelUÚmente contra los Diputados y Senadores al 
Congreso de la Unión, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de ia 
Nación, los Magistrados de la Sala Superior del Tribunal Electoral, los 
Consejeros de la Judicatura Federal •..•.. por la comisión de delitos durante el 
tiempo de su encargo, la Cámara de Diputados declarará por mayoria 
absoluta de sus miembros preseutes eu sesióu, si ha o uo lugar a proceder 
contra el inculpado. 

El artículo 112 especifica los supuestos en que se requiere o no 

la declaración de procedencia. No se requiere la declaración de 

procedencia cuando alguno de los servidores públicos cometa un 

delito durante el tiempo de en que se encuentre separado de su 

encargo y en el caso contrario requerirá de ella. 

Andrés Serra Rojas señala que los altos funcionarios son 

responsables por la comisión de delitos durante el tiempo de su 

encargo, y que para tales efectos la Carta Magna considera un 

procedimiento previo para juzgarlos penalmente, mientras que los 

demás servidores públicos son juzgados directamente, se trate de 

delitos federales o locales.83 

Es importante aclarar el enUDciado altos funcionarios; Guillermo 

Colín Sánchez señala: 

83 SERRA ROJAS, Andrés. Op. cit., Supra nota 81, p. 483. 
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Hablar de "altos funcioDJJrios'~ no necesariamente implica un 
disimulado desdén por el ideal democrático; a mi juicio, el calificativo 
"alto n

, sólo pretende expresar el grado de participación del funcioDJJrio en la 
toma de decisiones que afectan los destÚJos de la colectividad y, por tanto, 
la mayor o menor necesidad de atender a que esas decisiones se adopten, sin 
más presiones que las ejercidas por el genuÚJo ÚJterés público.B' 

En la actualidad tanto en la CP como en la LFRSP no aparece el 

enunciado altos funcionarios, la historia revela que en el texto 

original de la Constitución de 191785 se concebía en razón del 

contenido de su artículo 11186 la necesidad de contar con una ley 

reglamentaria al respecto. 

84 COLIN SANCHEZ, Guillermo. Op. cit., Supra nota 61, p. 738. 
85 El texto original sobre las responsabilidades de los funcionarios públicos básicamente conservó 10 señalado 
por la Constitución de 1857, adicionada en 1874, en donde establecía la responsabilidad de los legisladores 
federales, Secretarios de Despacho y el Procurador por delitos comunes cometidos durante su encargo y por 
faltas, omisiones y delitos en dicho ejercicio; de los Gobernadores por violaciones a la Constitución y leyes 
federales; y del Presidente de la República por traición a la patria y delitos graves del orden común. 
86 ARTICULO // ¡O.- De los delitos oficiales conocerá el Senado erigido en Gran Jurado; pero no podrá 
abrir averiguación correspondiente, sin previa acusación de la Cámara de Diputados. 

Si la Cámara de Senadores declarase, por mayarla de las dos terceras partes del total de sus 
miembros, después de oir al acusado y de practicar las diligencias que estime convenientes, que éste es 
culpable, quedará privado de su puesto, por virtud de tal declaración o inhabilitado para obtener otro por el 
tiempo que determinare la ley. 

Cuando el mismo hecho tuviere señalada otra pena en la ley, el acusado quedará a disposición de 
las autoridades comunes, para que lo juzguen con arreglo a ella. 

En los casos de este artículo yen los del anterior las resoluciones del gran jurado y la declaración, 
en su caso, de la Cámara de Diputados, son inatacables. 

Se concede acción popular para denunciar ante la Cámara de Diputados los delitos comunes u 
oficiales de los altos funcionarios de la Federación, y cuando la Cámara mencionada declare que hay lugar 
ante el Senado, nombrará una Comisión de su seno, para que sostenga ante aquél la acusación de que se 
trate. 

El Congreso de la Unión expedirá, a la mayor brevedad, una ley sobre responsabilidad de todos 
los funcionarios y empleados de la Federación, determinando como faltas oficiales todos los actos u 
omisiones que puedan redundar en perjuicio de los intereses públicos y del buen despacho, aunque hasta la 
fecha no hayan tenido carácter delictuoso. Estos delitos serán siempre juzgados por un Jurado Popular, en 
los términos que para los delitos de imprenta establece el articulo 20. 
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Así las cosas, el 22 de febrero de 1940 entró en vigor la Ley de 

Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados de la Federación, 

del Distrito y Territorios Federales y de los Altos Funcionarios de los 

Estados, misma que fue abrogada el 4 de enero de 1980. 

En su oportunidad la Primera Sala de la Suprema Corte emitió 

tesis que data del 26 de junio de 1940, perteneciente a la 5a. época, 

localizada en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo LXIV en la 

página 3539 Y que dice: 

FUNCIONARIOS PUBLICOS, PLAZO PARA EXIGIRLES RESPONSABILIDADES 
POR LOS DELITOS O FALTAS OFICIALES QUE SE LES ATRIBUYEN. El articulo 113 
constitucional estatuye que la responsabmdad por los deUtos y faltas oficiales, sólo 
podrá exigirse durante el periodo en que el funcionario ejerza su cargo y dentro de 
un liño después; el Título Cuarto de la Constltucf61J" que comprelJde dicho articulo, 
bace distinción entre delitos y faltall de altos funcioDarios de la Federación y de los 
Estados y de los demás funcionarios, estableciendo fuero únicamente para los 
primeros y dando bases básicas para su procedimiento. Es clara, pues, la tendencia 
a distinguir entre altos funcionarios y quienes no lo son. El Constituyente de 1917 
acord6 que el Congreso de la Uni6n expedini a la mayor brevedad posible una ley 
sobre responsabmdades de todos los funcionarios y empleados de la Federación, 
determbJando como faltas oBcisJes, todos Jos actos u omisiones que puedsD 
redundar en perjuicio de los intereses púbUcos, aun cuando hasta entonces no 
hubieran tenido el carácter de deUtos. Esta disposición final del articulo 111 es de 
carácter general, lo mismo que la de los articulos 112, 113 y 114, pues comprende 
tanto a Jos altos IUncJolJarios como s Jos demás de la Federación, atentos 11 sus 
términos; "pronunciada UDa sentencia de responsabilidad por delitos onclales, DO 

puede concederse al reo la gracia del Indulto; la responsabmdad por deUtos oficiales 
s610 podrá exigirse dursnte el periodo en que el funcionario ejerza su encargo y 
dentro de un ailo después; y en demanda de orden clvD no hay fuero ni inmunidad 
para ningún funcionario". La interpretacl6n anterior ndlca en el dictamen que 
rindió el Constituyente de 1857, para establecer hl reghl general del articulo 114, 
pues estimó indebido que cónsules, fUncionarios del orden admlnlstntivo, se 
llegaran a comparecer ante las autoridades del orden común y responder de 
demandas del orden civD. La confirma también la Ley de Responsabmdades de los 
funcionarios, de 30 de diciembre de 1939, que hace la distinción siguiendo el 
régimen de la Constituci6n de 1917 entre deUtos y faltas oficiales de altos 
fUncionarios de la Federación, de los Gobiernos de los Estados y de los Diputados de 
las Legislaturas Locales y de los deUtos y falta. de los demás fUncionarios y 
em.pleados de la Fedenci6n y del Distrito y Territorios Federales; establece reglas 
distintas para los procedimientos de unos y otros; comprende entre los deUtos 
oficiales los de los últimos y entre estos deUtos y faltas, cataloga. en la fracción 27 
del articulo 18, el dlstner de su objeto para usos propios o ajenos, el dinero, 
valores, Rncas o cualquiera otras COSllS pertenecientes a la Federaci61l, al Distrito 
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Federal o a algúlJ Territorio y UIJ Estado, a UIJ MUlJicipio o a UIJ particular, si los 
hubiesen recibido por razón de su sacargo en administración, en depósito o por 
cualquier otra causa; es decir que esta disposiciólJ comprelJde el delito de peculado 
que deiüJe el artículo 220 del Código PelJal vigelJte elJ el Distrito Federal; y elJtre las 
disposlcJoDes preJimbJares de reglas de carácter geDeral, entre otras, las del Articulo 
4to., sobre que la respolJsabmdad por delitos o faltas oBciales sólo podrá exigirse 
duralJte el periodo elJ que el fUlJciolJario o empleado ejerza su elJcargo y delJtro de 
UD año después; de modo que esta disposición abarca DO sólo a los funcioDarios con 
distilJciólJ que respectivamelJte IVa el artículo 113 cOlJstituciolJal, silJo tambiélJ a 
los empleados federales. Abora bien, para determinar cuándo se tiene el carácter de 
funcionario y cuándo el de empleado, en BBuntos civiles o administrativos, debe 
atenderse a las atribuciones, facultades y obligaciones del sujeto, de acuerdo con la 
doctrinB que distingue entre funciones o actividades con imperio o autoridad que 
crealJ una relación judicial pública al realizar aquéllas; y entre actividades de 
quienes carecen de imperio y DO crealJ esas reJaciolJes; y elJ asuntos pelJales basta, 
segúlJ la propia deiüJici61J del delito de peculado, que el agelJte activo ejerza 
funciólJ, desempelle un servicio público, aUlJque sea de modo accidental y no tenga 
el carácter de fulJcionario, sin requerirse, por tanto, que sea de gestión o autoridad, 
con o sin imperio, smo que solamente desempelle un servicio público. 

No obstante que en la Ley de Responsabilidades de 1980 se 

siguió utilizando la expresión altos funcionarios al referirse a los 

Gobernadores y a los miembros de los congresos locales, según Colín 

Sánchez, con el fin de garantizar la igualdad ante la ley como 

imperativo para la realización de la justicia, la Comisión Redactora de 

la citada Ley de Responsabilidades consideró prudente eliminar la 

distinción existente en la Ley de 1939, entre delitos y faltas 

cometidas por los altos funcionarios de la Federación y de los 

Estados, y los cometidos por los demás funcionarios y empleados de 

la Federación y del Distrito y Territorios Federales.87 

Lo anterior permitía establecer una jerarquización, a mi parecer, 

bastante· clara en relación a los servidores públicos, punto de partida 

87 COLIN SANCHEZ, Guillenno. Op. cit., Supra nota 61, p. 740. 
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para diferenciar su tratamiento a propósito de las responsabilidades 

en que pudieran incurrir aquéllos; en palabras de Andrés Serra Rojas: 

No se debe actuar 10 mismo contra un miDistro, que contra un mozo de 
UDS dependencia.88 

En el presente texto constitucional y legal se han suprimido 

enunciados tales como: altos funcionarios, delitos oñciales y delitos 

del orden común, y la substitución, como ya se apuntó, de: 

funcionarios por servidores públicos. 

Por lo expuesto, es de cuestionarse, qué tan importante resultan 

las modificaciones en los términos y calificativos en tratándose de la 

responsabilidad de los servidores públicos, al respecto Ignacio Burgoa 

señala: 

Las reformas a que aludimos utilfzan diversos términos y conceptos 
que no dejan de suscitar confusiones y equívocos, amén de que parecen un 
tanto extraños al léxico jurídico constitucioDal que desde nuestras primeras 
constituciones se 1Ja veD/do empleando.s, 

En relación a los delitos cometidos por los servidores públicos, 

el artículo 212, Capítulo I del Código Penal del Distrito Federal en 

Materia de Fuero Común, y para toda la República en Materia de 

Fuero Federal, define el concepto de servidor público: 

Para los efectos de este título y el subsecuente9° es servidor público 
to,Ia persoDS que desempeñe UD empleo, cargo o comlsi6n de cualquier 

88 SERRA ROJAS, Andrés. Op. cit., Supra nota 81, p. 484. 
89 BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Op. cit., Supra nota 30, p. 391. 
9Q Delitos Cometidos contra la Administración de Justicia. 
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naturaleza en la administración pública federal centralizada o en el Distrito 
Federal, organismos descentralizados, empresas de participación estatal 
mayoritaria, orgalJÍZBciones y sociedades asimiladas a éstas, fideicomisos 
públicos, en el Congreso de la Unión, o en los poderes Judicial Federal y 
Judicial del Distrito Federal, o que manejen recursos económicos federales. 
Las disposiciones contenidas en el presente titulo, son aplicables a los 
Gobernadores de los Estados a los diputados a las legislaturas y a los 
magistrados de los tribunales de justicia locales, por la comisión de delitos 
previstos en este titulo, en materia federal. 

Se impondrán las mismas sanciones previstas para el delito de que se 
trate a cualquier persona que participe en la perpetración de alguno de los 
delitos previstos en este titulo o el subsecuente. 

Las figuras delictivas que se reservan para los servidores 

públicos91 son las siguientes: 

• Ejercicio indebido del servicio público. 

• Abuso de autoridad. 

• Coalición de servidores públicos. 

• Uso indebido de atribuciones y facultades. 

• Concusión. 

• Intimidación. 

• Ejercicio abusivo de funciones. 

• Tráfico de influencia. 

• Cohecho. 

• Peculado. 

• Enriquecimiento ilícito. 

• Delitos cometidos contra la administración de justicia: 

Delitos cometidos por los servidores públicos. 

91 Cfr. Artículos 212 al 227 del Código Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero Común y para toda 
la República en Materia de Fuero Federal. 
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Ejercicio indebido del propio derecho. 

Las sanciones derivadas de los delitos arriba enlistados, deben 

siempre estar precedidas de las garantías constitucionales 

correspondientes. 

Es necesario precisar que en el artículo 114, párrafo segundo, de 

la CP, se establece que la responsabilidad por delitos cometidos por 

cualquier servidor público durante el tiempo del encargo, será exigible 

dentro de los plazos de prescripción consignados en la propia ley 

penal, nunca siendo inferiores a tres años. 

En concordancia con lo anterior y tratándose de los servidores 

públicos judiciales, Felipe Tena Ramirez precisa: 

No obstante la mala conducu que funda en dicbos casos el extremo de 
una sanción admÚlistrativa como es la destitución del servidor público del 
Poder Judicisl de la Federación no ba de ser necesarismente delictuosa.·2 

Lo citado es en virtud de que en la mayoría de los casos, algunas 

veces por falta de información, por, ignorancia, por malas 

interpretaciones, y otras tantas por dolo o ,mala fe, se piensa que al 

hablar de la responsabilidad en que pueden incurrir los servidores 

públicos 'del PJF forzosamente proviene de una conducta indebida de 

"TENA RAMlREZ, Felipe. Op, cit., Supra nota 72, p.578. 
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corte delictivo, y no es así, no necesariamente, por lo general y en la 

mayoría de las casos las responsabilidades que se les atribuyen 

devienen de faltas administrativas. 

No obstante lo expuesto, es de señalar que en la LOPJF93 se 

establecen los supuestos en que se tendrá que suspender a jueces de 

Distrito y magistrados de Circuito. El primero de ellos es a solicitud 

de la autoridad judicial que conozca del procedimiento penal que se 

siga en contra de éstos. El segundo de los supuestos es al 

encontrárseles involucrados en la comisión de un delito, previa 

denuncia o querella, sin embargo reitero que la mayoría de las faltas 

cometidas por los servidores públicos judiciales son de carácter 

administrativo, como se verá más adelante. 

2.2.4. Responsabilidad civil. 

La responsabilidad civil se traduce como en todo aquél 

menoscabo en el patrimonio del Estado y de los gobernados. El 

artículo 111 constitucional en su párrafo octavo, señala: 

En demandas del orden civil que se entablen contra cualquier servidor 
público no se requerirá declaración de procedencia. 

9J Cfr. Articulo 81, fracciones X y XI de la LOPJF. 
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Por su parte y en relación a lo anterior, el artículo 1910 del 

Código Civil que rige para el Distrito Federal y para los territorios 

federales, establece, a propósito de las obligaciones que nacen de Jos 

actos ilicitos, lo siguiente: 

El que obrtUJdo ilicitsmeDte o CODtra /ss bueDas costumbres cause 
daño a otro, está obligado a repararlo, a meDOS que demuestre que el daño se 
produjo como CODsecueDC/s de culpa o DegligeDcia iDexcusable de la 
víctima. 

Andrés Serra Rojas, comenta que la responsabilidad de los 

servidores públicos presenta diversas formas, según la persona 

lesionada y que reclame la reparación al funcionario, sean un tercero 

o el propio Estado, de donde se colige que esta responsabilidad de 

lesividad de patrimonio se traduce en la indemnización de daños y 

perjuicios, aunque con frecuencia se dispersa en la jerarquía 

administrativa al reducirse en meras sanciones disciplinarias.94 

Ahora bien, Ramón Sánchez Medal señala que: 

DeDtro del terreDO patrimoDiaI, existe UDa OpOSlClOD eDtre 
obligacioDes cODtractuaIes y extraCoDtractuaIes, fuDdada eD /s p/ssticidad 
de /ss obligacioDes cODtractuaIes, porque eD éstss las partes creaD y 
moldeaD ellas mismas su ley, decideD /s combÚlaci6D de obligacioDes COD 
varios acreedores o varios deudores, regulsD el modo de ejecuci6D y /ss 
CODsecueDcias del iDcumplimieDto. Por el CODtrariO, cuaDdo la deuda Dace 
de fueDte extraCODtraCtuaI, se preseDts bl4.lo /s forma más simple, y muy a 
meDudo tieDe que reducirse iDmediatsmeDte a su ejecuci6D.95 

94 SERRA ROJAS, Andrés. Op. cit., Supra nota 81, pp. 484 Y 485. 
95 SANCHEZ MEDAL, Ramón. De los Contratos Civiles Undécima Edición, Editorial Poma S.A., México, 
1991, pp. 3 Y 4. 
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La responsabilidad civil tiene dos vistas, la contractual y 

extracontractual. La primera es por demás conocida mientras que se 

sujeta a un contrato en específico, y la segunda, según palabras de 

Mario Melgar Adalid, es una responsabilidad generada por el riesgo 

creado y que tiene objetivos consistentes en la obligación de reparar 

un daño causado a otro, en donde la víctima tiene que demostrar el 

daño sufrido y la relación que existe entre éste último con el hecho y 

el daño.96 

Manuel Bejarano Sánchez señala en términos generales que en 

nuestro sistema jurídico la responsabilidad civil tiene dos fuentes: El 

hecho ilicito (la conducta antijurídica culpable y dañosa), y el riesgo 

creado (la conducta lícita e inculpable de usar un objeto peligroso).97 

En tratándose de la responsabilidad civil en que pueden incurrir 

los servidores públicos, miembros del Poder Judicial de la Federación 

y en particular a aquéllos quienes se encargan de administrar e 

impartir justicia, Carlos Alberto Parellada define a la responsabilidad 

civil de éstos como extracontractual al referir: 

El juez no se encuentra ligado por contrato con las partes, lJÍ -por 
supuesto- con los terceros -no Jitigantes- que pueden sufrir los daños 

96 MELGAR ADALID, Mario. Op. cit., Supra nota 53, p.180. 
97 BEJARANO SANCHEZ, Manuel. Ob/j~ciQnes Civiles, Tercera Edición, Colección de Textos Juridicos, 
Editorial Harla S.A. de C.V., México, 1984, p. 262. 
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originados en /a providencia err6nea. Por tanto la responsabJJidad personal 
deljuez es extracontractual.98 

La responsabilidad civil tiene como consecuencia la reparación 

del daño por parte de los servidores públicos del PJF, cuando sus 

conductas denotan culpa o dolo y produzcan un daño a tercero. 

En concordancia con lo anterior, Carlos García Michaus aduce 

que legislativamente, en las leyes mexicanas no se puede hacer valer, 

por ahora, la responsabilidad civil por indebida actuación del órgano 

jurisdiccional, toda vez que cuando se estime el que los funcionarios 

judiciales hayan cometido violación de justicia, la via por la cual se 

subsana (juicio político) implica una gran complicación, ya que el 

órgano que debe conocer de esa reclamación, no es técnico y además 

no puede conocer de la acción civil de daños y perjuicios; 

argumentando que lo anterior tiene un antecedente histórico que 

explica lo impráctico y dificil que resulta la exigencia de 

responsabilidad civil en la que puede incurrir un juzgador: 

Los antecedentes de toda nuestra legisJaci6n americana se ubican en /a 
Ley de ElfluJciamiento Civil espaiiola de 1855; y desde su primer 
comentarista y los subsiguientes se ha obstruido mbJimizando /a eJÚgencia 
de /a responsabiJidad civil eD que ÚJcurre el juez; primero estableciendo una 
cortapisa a esa exigencia, imponiendo dos condiciones diDcJJes de quedar 
demostradas con /as constancias de autos y son: aJ que eKlsta negligencia 
por parte del juzgador en su actuar en el proceso en el que se pretende ha 
causado daiios; bJ que haya actuado o dejado de hacerlo, por ignorancia 
inexcusable; la segunda condici6n es que haya terminado el juicio por 

98 PARELLADA, Carlos Alberto. Daños en la actividad ¡«elidql e informática desde la resPQnmbilidad 
PrQfesional, Editorial Astrea de Alfredo y Ricardo Depalma S.R.L., Buenos Aires, Argentina, 1990, p.145. 
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sentencia o auto que lo de por concluido, y si esto fuera poco, que con 
motivo de lo anterior la cause daños y pezjuicios que eventualmente debían 
ser reclamados, y esto puede hacerlo el perjudicado, sólo dentro de un aiio, a 
partir de que se terminó el proceso mencionado.99 

Para concluir valdría la pena que se reflexionara en torno a qué 

tan real resultaría establecer y fincar resposablidad civil a los 

juzgadores federales no sólo por lo que vale en su conducta sino por 

su actuación jurisdiccional, toda vez que hasta la fecha es un tema 

poco explorado en la práctica. 

3. Responsabilidad administrativa de los servidores públicos judiciales. 

La responsabilidad administrativa en que pueden incurrir los 

servidores públicos judiciales federales, deriva de faltas 

administrativas reflejadas durante el desempeño de su cargo. 

Anomalías que evidencian su conducta y que traen como 

consecuencia la investigación de las mismas, y en su caso, las 

sanciones administrativas correspondientes. 

Para efectos del presente estudio jurídico me referiré 

exclusivamente a la responsabilidad administrativa que le compete 

99 GARCIA MICHAUS, Carlos, La Reforma Constitucional de 1994 y el Poder Judicial, en XV Congreso de 
Derecho Procera!, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. México, 1998. pp. 38 Y 39. 
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conocer al CJF. Los servidores públicos judiciales en el ámbito federal 

y en particular aquéllos que forman parte de la carrera judicial hasta 

su más alto nivel que es la magistratura, tienen el verdadero 

compromiso de servir y de no servirse, su tarea es por demás delicada 

y de alta complejidad, requieren de estar en constante preparación y 

ejercer con gran habilidad su función. 

Aparentemente resulta fácil el fincar responsabilidad 

administrativa a los servidores públicos judiciales y en particular a los 

jueces y magistrados federales, sin embargo la función de los 

juzgadores no es sencilla, por el contrario su tarea cotidiana es por 

demás delicada. 

Los juzgadores federales no sólo son ellos en su función, sino 

sus circunstancias, es decir, el juez está sujeto a los problemas 

mismos de la administración e impartición de justicia. Daniel 

Herrendorf aduce que: 

En la actualidad UlJO de los pTÚJcipaIes problemas de la admÚJistración 
reside en los requerimientos socJaIes respecto de la admÚJistración de 
justicia, 10 que ha generado UIJ verdadero "shock demográfico" ante los 
tribulJB1es, es decir, los juzgadores no se dan abasto en su tarea, se 
encuentran congestiolJBdos y atosigados y argumenta que los problemas de 
las grandes ciudades suelen termillBr en los estrados y que Jos Jueces deben 
entender sobre asuntos mÚJimos y máximos. IDO 

100 HERRENDORF. Daniel E., El Poder de los Jueces CÓmo piensan 105 iueces qué piensan, Segunda 
Edición, Abeledo- Perro!, Buenos Aires, Argentina, 1994, p. 187. 
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La realidad nos lleva a una congestión de tribunales y muchas 

veces a una falta de atención por parte de éstos, a quienes acuden o 

pretenden accesar a la justicia, no por no servir de manera oportuna y 

adecuada, sino por falta de equipamiento y una deficiente planta de 

personal técnico y calificado para desarrollar sus labores, generando 

asi en la mayoría de las ocasiones inconformidades entre quienes 

promueven y acuden a los tribunales a demandar justicia. 

Se ha dicho infinidad de ocasiones lo dificil que resulta ser 

juzgador y por otro lado, todos esperamos los mejores resultados de 

quienes imparten y administran justicia, sin ni siquiera saber los 

deberes y facultades a que están sujetos éstos, y qué deben observar 

para el mejor desempeño de su función. Adolfo Alvarado Velloso 

ejemplifica los deberes y facultades del juzgador y establece la 

diferenciación entre ellos: 

Nos atenemos a la denominación por la ley del rito, entendiendo por 
deber, el imperativo jurídico que ordena una conducta positiva O negativa 
del juez, cuya omisión lo hará pasible de algún tipo de acción o 
responsabilidad (administrativa, civil o penal); y facultad, la aptitud, poder o 
derecho para hacer alguna cosa u obrar en determinado sentido, cuyo 
ejercicio está encaminado al mejor desempeño de la función. La diferencia 
esencial entre deberes v facultades radica que en los prímeros no hay 
actividad volitiva del juez, pues imperativamente la ley determma su 
actuación, en las segundas, en cambio, la ley posibilita la realización de la 
conducta, pero su efectivo ejercicio depende de la volición del juez, quien, 
en'cada caso, puede optar por hacer o dejar de hacer. 101 

101 AL V ARADO VELLOSO, Adolfo. El Juez 'u, deberes v facultades /os derecho, procesales del abo~ado 
frente al iuez, Ediciones Depalma, Buenos Aires, Argentina, 1982, p. 9. 
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El hacer o dejar de hacer es en sí la facultad discrecional que, 

con arreglo a la ley, el juzgador tiene la anchura o estrechez de 

realizar algo (conducta) respetando dicho marco legal o salirse de él 

no sólo en el fondo del asunto a resolver Uurisdiccional) sino en el 

trámite que éste mismo importa (administrativo). 

Así las cosas, en el momento en que un juzgador federal, llámese 

juez de Distrito o magistrado de Circuito, o algún otro servidor 

público judicial, se encuentra en la línea fronteriza entre lo permitido 

y lo no permitido (conducta), e invade esta última, estaremos 

hablando de una falta o faltas generadoras (sea por queja 

administrativa o denuncia) de probable responsabilidad administrativa 

susceptible de ser investigada y en su caso resuelta (Comisión de 

Disciplina o Pleno) y sancionada por el Consejo de la Judicatura 

Federal actuando en Pleno. 

El grueso de las responsabilidades que le toca conocer al CJF 

proviene de la conducta indebida desplegada por jueces de Distrito y 

magistrados de Circuito, así como de secretarios de juzgados y 

tribunales federales, por lo que la pregunta se presenta: ¿cuáles son 

los errores en que incurren los juzgadores federales?, la respuesta es 

• • • • • • • • 
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que la clase de errores a que están expuestos los juzgadores federales 

son de dos tipos, los de contenido jurisdiccional y los otros atribuible s 

a su conducta como juzgadores, éstos últimos de interés para la 

presente tesis. 

Al respecto, Carlos Alberto Parellada comenta en relación a la 

labor que desempeñan los jueces: 

La tarea es cumplida por hombres, que iDcurren en defectos de 
conducta, cometen errores e incluso, puede ocurrir que iDtenciozudmente 
algún juez perjudique a alguien. En principio, el accionar del juez no importa 
un daño, aiDo el restablecimiento de los derechos vulnerados; pero nada 
impide que existan casos en los que el daño se configure, sea por error o 
malicia o por falta de prestación absoluta o inoportuna prestación del 
servicio de la justicia. lO. 

La responsabilidad de los servidores públicos judiciales es 

concebida de distintas maneras. Son diversas las aceptaciones en 

torno a la responsabilidad en el ámbito de la justicia. Guido Santiago 

Tawil, manifiesta que quienes son parte de esta generación de 

responsabilidad de la justicia son susceptibles de encuadrar en las 

tres teorías: 

(11 Hay quienes limitan el reconocimiento de ia responsabilidad 
a aquélla producto de las actuaciones del Poder Judicial que no son 
estrictamente judiciales; (21 aquéllos que admiten una responsabilidad más 
amplia, en tanto eJdsta dolo o culpa o negligencia iDeKcusable, y (31 hay 
quienes consideran suficiente para su reconocimiento la configuración de 
culpa o negligencia simple. loa 

102PARELLADA, Carlos Alberto. Op. cit., Supra nota 98, p. 122. 
103 TA WIL, Guido Santiago. La Rewonwbilidad del Estado v de los Magistrados v Funcionarios Judiciales 
Dor el mal funcionqmiento de la Administración de Justicia Ediciones de Palma, Buenos Aires, Argentina, 
1989, p. 43. 
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De lo vertido por Tawil, la primera de las hipótesis es clara, en 

lo que respecta a la segunda y tercera de las hipótesis, Mercedes 

García Arán explica que: 

En otras palabras, Jo que para una persona superficialmente 
versada en Derecbo no parece contrario a la ley, siéndolo puede ser de 
obligado conocimiento para quien es responsable de su aplicación y si, en 
ese nivel, la úúusticia resulta patente, el juez que la desconoce resulta 
negligente o ignorante. En resumen: si la úúusticia es manmesta, la 
inexcusabliidad de la negligencia o ignorancia supone la temeridad de la 
imprudencia. Dicbo a la inversa: si la imprudencia es simple y la ignorancia 
objetivamente excusable, la úúusticia no será manmesta.I04 

De las tres teorias simpatizo con la segunda de ellas. No 

obstante que cualquiera que sea la posición que se adopte, cierto es 

que, en el caso que nos ocupa, la responsabilidad administrativa de 

los servidores públicos judiciales se circunscribe a la conducta 

manifestada por aquéllos, vulnerando así su desempeño, labor, 

prestigio e imagen en el servicio público de administrar e impartir 

justicia. 

Para concluir se destaca que, las atribuciones del CJF en 

tratándose de responsabilidades de los servidores públicos judiciales, 

como ya se apuntó, se circunscriben exclusivamente en el ámbito 

104 GARCIA ARAN, Mercedes. La PrevaricaciÓn Judicial Editorial Tecnos S.A., Madrid, España, 1990, 
pp.137, 138, 140 Y 141. 
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administrativo; Sergio García Ramírez lo enuncia de manera 

específica al señalar que: 

La discipliDa involucra poderes de premiación y corrección: esta 
última que se traduce en la exigencia de responsabilidades, se contrae a las 
fa/tas administrativas con motivo del desempeño del cargo público 
respectivo. Desde luego, los Consejos carecen de atribuciones para 
intervenir en la decisión de asuntos pena/es que pudieran derivar de 
aecioIJes u omisioZJes de Jos fuZJcJoZJB.rJos y empleados judiciales. 105 

Para una mejor comprensión del tema en específico, se sugiere 

consultar el anexo 2 106 que contiene la transcripción del apartado: De 

las responsabilidades, de la Exposición de Motivos de la Inciativa de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación que entró en vigor el 

26 de mayo de 1995. 

3.1. Causales de responsabilidad administrativa. 

Las causales de responsabilidad administrativa de los servidores 

públicos del Poder Judicial de la Federación,107 son las siguientes: 

• Realizar conductas que atenten contra la independencia de la 
función judicial, tales como aceptar o ejercer consignas, presiones, 
encargos o comisiones, o cualquier acción que genere o implique 
subordinación respecto de alguna persona, del mismo u otro poder 
e inmiscuirse indebidamente en cuestiones del orden jurisdiccional 
que competan a otros órganos del Poder Judicial de la Federación; 

• Tener una notoria ineptitud o descuido en el desempeño de las 
funciones o labores que deban realizar e impedir en los 

105 GARCIA RAMlREZ, Sergio. Op. cit., Supra nota 36, pp. 106 Y 107. 
\O'Véase a partir de la página 185. 
10' Cfr. Artículo 131 de la LOPJF. 
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procedimientos judiciales que las partes ejerzan los derechos que 
legalmente les correspondan en los procedimientos; 

• Conocer de algún asunto o participar en algún acto para el cual se 
encuentren impedidos y realizar nombramientos, promociones o 
ratificaciones infringiendo las disposiciones generales 
correspondientes; 

• No poner en conocimiento del Consejo de la Judicatura Federal 
cualquier acto tendiente a vulnerar la independencia de la función 
judicial y no preservar la dignidad, imparcialidad y profesionalismo 
propios de la función judicial en el desempeño de sus labores; 

• Emitir opinión pública que implique prejuzgar sobre un asunto de 
conocimiento o abandonar la residencia del tribunal de Circuito o 
juzgado de Distrito al que esté adscrito, o dejar de desempeñar las 
funciones o las labores que tenga a su cargo; y, 

• Las previstas en el Artículo 47 de la LFRSP, siempre que no fueren 
contrarias a la naturaleza de la función jurisdiccional y las demás 
que determine la LOPJF. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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CAPITULO 3 

EL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO 

1. Procedimiento Disciplinario. 

Hablar del procedimiento disciplinario obliga a definir y a 

diferenciar lo que es procedimiento y proceso a fin de no incurrir en 

confusiones en lo subsecuente. 

La antigua discusión para determinar con precisión qué es 

procedimiento y proceso hasta la fecha no concluye, por lo que no se 

logra con claridad establecer un distingo conciso entre la línea 

fronteriza de uno y otro, que en ocasiones se resuelve diciendo que 

son complementarios, y en otras tantas se asume que el 

procedimiento termina por demostrar su función dentro del proceso, 

es decir, como una etapa más de éste último. 

Cipriano Gómez Lara, señala al proceso como: 

Conjunto complejo de actos del Estado como soberano, de las partes 
interesadas y de los terceros lÚenos a la relación sustancial, actos todos que 
tienden a la aplicación de una ley general a un caso concreto controvertido 
para solucionarlo o dirimirlo. IOS 

108 GOMEZ LARA, Cipriano. Teoría General del Procem Octava Edición, Colección Textos Jurídicos 
Universitarios, Harla S.A de C.V., México, 1990, p.132. 
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El proceso para Carlos Arellano García representa una sucesión 

de actos vinculados entre sí, respecto de un objeto común y que en el 

ámbito jurisdiccional se traduce a la solución de una controversia 

entre partes que pretenden, en posiciones antagónicas, que se les 

resuelvan favorablemente sus reclamaciones, deducidas ante un 

órgano que ejerce facultades jurisdiccionales. 109 

Ahora bien, al proceso en múltiples ocasiones se le da la 

equivalencia de juicio, es decir, la palabra proceso es sinónimo de 

juicio. 

De lo descrito, Cipriano Gómez Lara apunta que al proceso 

erróneamente se le otorga tal equivalencia con el juicio, y que 

necesariamente no debe ser así, ya que el juicio surge del mecanismo 

del razonamiento mediante el cual se llega a la anrmación de una 

verdad, a través de un proceso dialéctico que implica una premisa 

mayor, una premisa menor y una conclusión, esta última traducida en 

una sentencia. 110 

109 ARELLANO GARCIA, Carlos. Teoría General del Proceso, Cuarta Edición, Editorial Porrúa S.A., 
México, 1992, p. 9. 
110 GOMEZ LARA, Cipriano. Derecho Procesal Ciyil, Quinta Edición, Colección Textos Juridicos 
Universitarios, Harla S.A de C.V., México, 1991, pp. 3 Y 4. 
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Ahora bien, Marco Antonio Díaz de León define al procedimiento 

como conjunto coordinado de actos procesales que sirven para la 

obtención de un fin determinado dentro del proceso, y agrega: 

El procedimiento, pues, equivale a UDa fase procesal autónoma y 
delimitada respecto del proceso, en el cual se desarroJJa. Significa en suma, 
diJigencias, actuaciones o medidas; se aplica como normas o legislaciones 
procesales, como cuando se habla del procedimiento penal o civil, por 
ejemplo, sobre todo, quiere decir también tramitación o sustanciación, bien 
sea total, bien parcial.'" 

El procedimiento para Rafael de Pina Vara es el conjunto de 

formalidades o trámites a que está sujeta la realización de los actos 

jurídicos judiciales.l12 Humberto Briseño Sierra, señala: 

En el procedimiento cada conducta está enlazada a la anterior y a la 
posterior. El medio por el que los actos establecen la secuencia es la 
coneJÚón. No cabría hablar de procedimiento si los sujetos se comportan 
desordenadamente, permitiendo que sus actos se manifiesten en conexiones 
indeterminadas yen cualquier momento.1l3 

Me adhiero al criterio de Aarón Hernández López que señala que 

la diferencia cualitativa entre los dos conceptos es tan profunda, que 

llega a reflejarse en una diferencia cuantitativa, que se puede expresar 

considerando el proceso como continente y el procedimiento como 

contenido. 114 

111 DIAZ DE LEON, Marco Antonio. Tomo n, Op. cit., Supra nota 66, p. 1390. 
II'DE PINA, Rafael Y DE PINA VARA, Rafael. Op. cit., Supra nota 29, p. 420. 
1 \3 BRISEÑO SIERRA, Humberto. Derecho Procesal Segunda Edición, Colección Juristas 
Latinoamericanos, Hada S.A. de C.V., México, Pág. 459. 
114 HERNANDEZ LOPEZ, Aarón. El Proceso Penal Federal Comentado, Segunda Edición, Editorial POITÚa 
S.A., México, 1993, p. XXII. 
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En relación con lo anterior, es dable decir que el procedimiento 

disciplinario presenta una característica sui-generis, es decir, no sólo 

hace el contenido, sino que a la vez es el continente, en virtud de que 

el procedimiento disciplinario es el "todo", no necesita de 

complemento alguno para su funcionamiento, toda vez que el 

procedimiento citado se presenta de manera aislada revistiendo dos 

elementos que lo hacen único: su origen es administrativo-

disciplinario y no jurisdiccional al no actualizarse en estrictu sensu 

como un proceso dentro de un juicio, y para los efectos, se cumple 

con los actos necesarios para el logro del objetivo que da lugar a un 

ciclo denominado procedimiento, por tal motivo es correcto y 

suficiente, en razón de los elementos que lo estructuran, referirlo 

como procedimiento disciplinario. 

2. Competencia disciplinaria. 

Al hablar de competencia se tiene también que hablar de 

jurisdicción. Carlos Arellano García expone que la competencia desde 

su punto de vista gramatical: 

Es la aptitud legal que tiene un órgano del Estado para ejercitar 
derecbos y cumplir obligaciones. "S 

liS ARELLANO GARCIA, Carlos. Op. cit., Supra nota 109, p. 358. 

,.: . . ' 
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Para Cipriano Gómez Lara, la competencia es el ámbito dentro 

del cual un órgano de autoridad puede desempeñar válidamente sus 

atribuciones, y desde el punto de vista procesal se define como la 

esfera o campo dentro de los cuales un determinado órgano 

jurisdiccional puede ejercer sus funciones. 116 

Así pues, la jurisdicción procede de la expresión judicare, que se 

entiende como la decisión de un asunto desde una óptica de juez o 

árbitro. En ese orden de ideas el binomio jurisdicción-competencia 

resulta de la mayor conjunción, ya que como lo concluyen Sergio 

García Ramírez y Victoria Adato de Ibarra: 

La jurisdicción es una función estatal para lograr la actuación de la ley; 
que la competencia es la capacidad que tiene determinado órgano estatal 
para ejercer la función jurisdiccional en un caso en concreto, de acuerdo con 
las atribuciones que le da la ley, y ésta es la que fija la competencia; que 
mientras la jurisdicción es UDS actividad, la competencia es UDS capacidad 
para desarrollar esa actividad."? 

Para Marco Antonio Díaz de León la Jurisdicción es el todo; la 

competencia es la parte: un fragmento de jurisdicción. 118 

A fin de ser más precisos y dilucidar el presente apartado, no 

puede haber juez competente sin jurisdicción, más aún, todos los 

II'GOMEZ LARA, Cipriano. Op. cit., Supra nota 108, p. 174. 
117 GARCIA RAMlREZ, Sergio y ADATO DE !BARRA, Victoria. Prontuario del Proceso Penal Mexicano 
Séptima Edición, Editorial Ponúa S.A., México, 1993, p. 66. 
Ils DIAZ DE LEON, Marco Antonio. Tomo 1, Op. cit., Supra nota 66, p. 421. 
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jueces tienen jurisdicción; por el contrario un órgano encargado de 

administrar justicia, puede tener jurisdicción y no ser competente, 

dado que la jurisdicción no supone la competencia.1l9 

En concordancia con lo anterior, es la competencia la que 

deslinda las áreas jurisdiccionales y permite en sí establecer el campo 

de acción sobre la función a desarrollar. En lo general permite ejercer 

plenamente el derecho, y en lo particular nos permite ejercer nuestro 

derecho. 

La competencia encuentra su raíz etimológica en las voces 

latinas "competens - enEs", relación, proposición, aptitud, apto, 

competente, conveniencia. En castellano se usan como sinónimos los 

vocablos: aptitud, habilidad, capacidad, suficiencia, disposición. En 

un sentido jurídico general se alude a una idoneidad atribuido a un 

órgano de autoridad para conocer o llevar a cabo determinadas 

funciones o actos jurídicos. 120 

"' Enciclopedia Jurídica Omeba. (Clau-Cons.), Tomo I1I, Buenos Aires, Argentina, 1992, p. 446. 
120 DiccionariQ Jurídico Baria Derecho Procesal Volumen 4, Colegio de Profesores de Derecho Procesal, 
Facultad de Derecho, Universidad Nacional Autónoma de México, Oxford University Press y Harla México, 
México, 1996, p. 50. 
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Competencia presupone respeto al ejercerla de manera objetiva 

y racional propiciando una mejor convivencia en el ámbito jurídico, 

político y social. 

La competencia puede ser por materia, territorio, cuantía, 

grado, subjetiva, preventiva, de turno, funcional, conexión, elección, 

atípica, de remisión, de atracción, concurrente y exclusiva. 121 

Cipriano Gómez Lara, dentro de la doctrina procesal apunta que 

la competencia se divide en objetiva y subjetiva: 

• CompetenciB objetiva 
Criterios determilUldores 

Materia 
Territorio 
Grado 
Cuantía 

Criterios a11Dadores 
Prevenci6n 
Turno 

• Competencia subjetiva 
Impedimentos 
Excusas 
Recusaciones. 133 

La CP en su artículo 100, primer párrafo, establece de manera 

genérica que la disciplina del PJF, con excepción de la SCJN y el 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, está a cargo del 

I"¡bidem. pp. 51 a la 53. 
122 GOMEZ LARA, Cipriano. Op. cit., Supra nota 108, p.181. 
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CJF; texto constitucional que establece la competencia del referido 

órgano colegiado. 

En el artículo 81, fracciones XII y XXXVI de la LOPJF, relativo a 

las atribuciones del CJF, se establecen las facultades disciplinarias en 

el sentido de que es el citado órgano colegiado el encargado de 

resolver las inconformidades hechas valer en contra de los servidores 

públicos del PJF a través de quejas administrativas y denuncias, a fin 

de determinar la responsabilidad de aquéllos. 

El artículo 100, párrafos tercero y séptimo de la CP, establece 

que el CJF funciona en Pleno o en Comisiones, estando facultado para 

expedir acuerdos generales para el ejercicio de sus funciones. La 

competencia para conocer de los asuntos que se ventilan en el CJF 

(quejas administrativas y denuncias), se dividen según el sentido de la 

resolución administrativa. La Comisión de Disciplina123 del CJF 

resuelve las quejas administrativas improcedentes, infundadas, sin 

materia y sobreseídas y, denuncias en donde no se acrediten causas 

de responsabilidad administrativa por parte de los servidores públicos 

judiciales. 

123 Creada por Acuerdo General 14/1996, publicado en el Diario Oficial de la Federación el17 de julio de 
1996. 
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El Pleno del CJF resuelve aquellos expedientes declarados 

fundados y en donde se acrediten causas de responsabilidad 

administrativa en contra de funcionarios judiciales. El Pleno también 

conoce de apercibimientos, amonestaciones y multas que se imponen 

a los promoventes de las quejas administrativas cuando éstos falten al 

respeto al PJF o algunos de sus miembros y, cuando interpongan sin 

motivo alguno la inconformidad de acuerdo a lo que prevé la 

LOPJF124. 

En resumen, se puede decir que la competencia disciplinaria es 

aquélla en donde el Consejo de la Judicatura Federal está facultado 

constitucional y legalmente para conocer a través de su Pleno o 

Comisión de Disciplina del total de quejas administrativas y 

denuncias presentadas en contra de los servidores públicos judiciales 

federales. 

3. Substanciación del Procedimiento disciplinario. 

Substanciación o sustanciación se traduce a la acción y efecto 

de substanciar, y que a su vez se entiende en el ámbito del derecho 

124 Cfr. Artículo 81, fracción XXVllI y 139 de la LOPJF. 
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como conducir un asunto o juicio por la vía procesal adecuada hasta 

ponerlo en estado de sentencia. 125 

Significa tramitar un juicio. 126 Substanciar un juicio o una 

causa, tramitarlos con arreglo a derecho, formar el proceso. 127 

La substanciación determina un orden y etapas en el que se 

debe llevar de manera sistemática una causa, un proceso o un 

procedimiento. Es el "abc" que marcará las directrices a seguir en el 

procedimiento disciplinario, desde su apertura hasta el fallo en que se 

declare la resolución administrativa, a través de las diferentes etapas 

que revisten al mismo. 

3.1. Apertura del procedimiento disciplinario. 

La apertura del procedimiento disciplinario, como su nombre lo 

indica, es el inicio, comienzo, origen o punto de partida del 

procedimiento disciplinario. 

El artículo 81, fracción XXXVII, de la LOPJF establece de entre 

las atribuciones del CJF, la siguiente: 

125 DiccionariQ de la Lengua Real Espqñola Op. cit., Supra nota 54, p. 1364. 
126 DIAZ DE LEON, Marco Antonio. Op. cit., Supra nota 66, p. 2159. 
127 PALLARES, Eduardo. Op. cit., Supra nota 62, p. 749. 
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Investigar y determinar las responsabilidades y sanciones a los 
servidores públicos y empleados del propio Consejo, de los tribunales de 
circuito y juzgados de distrito, en los términos y mediante los 
procedimientos establecidos en la ley, los reglamentos y acuerdos que por el 
Consejo dicte en materia disciplinaria. 

En el artículo 132 de la LOPJF, se enuncia la apertura del 

procedimiento disciplinario: 

El procedimiento para determinar las responsabilidades de los 
servidores públicos del Poder Judicial de la Federaci6n a que se refiere este 
Titulo se iniciará de oficio, por queja o denuncla presentada por cualquier 
persona, por el servidor público que tenga conocimiento de los becbos o por 
el agente del Ministerio Público Federal. Las denuncias an6nimas s6lo serán 
tramitadas cuando estén acompañadas de pruebas documentales 
febacientes. Las denuncias que se formulen deberán estar apoyadas en 
pruebas documentales o elementos probatorios suficientes para establecer la 
existencia de la infracci6n y presumir la responsabilidad del servidor público 
denunciado. 

Para efectos del presente estudio me referiré, en tratándose de 

la apertura del procedimiento, a tres de los medios por los que opera: 

• De oficio; 

• Queja administrativa; y, 

• Denuncia. 

3.1.1. De oficio. 

En el caso que nos ocupa, de oñcio, se traduce cuando el Pleno 

de la Suprema Corte solicita al CJF se investigue a determinados 

servidores públicos judiciales, cuando el Pleno del CJF así lo estima 

pertinente, o a través de petición de la Comisión de Disciplina. 
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Se acciona, en la parte operativa, a través de la Secretaría 

Ejecutiva de Disciplina, interactuando con la Visitaduría Judicial y en 

su caso con la Contraloría del Poder Judicial de la Federación. 

La expresión de oñeJo connota diversos significados, 

particularmente en lo jurídico. Eduardo Pallares la define: 

Lo que lleva a cabo la autoridad judicIal SÚJ que medie petición 
de parte, SÚJO de motu propriO.'2• 

Joaquín Escriche dice que un juez u otro funcionario procede o 

hace alguna cosa de oñeJo cuando obra por propia obligación, en 

virtud del deber que le impone su ministerio y sin instancia ajena. 129 

La apertura del procedimiento disciplinario de oñeio es la 

directa expresión por parte del órgano del PJF competente, a fin de 

investigar la probable responsabilidad administrativa de sus 

servidores públicos. 

3.1.2. Queja Administrativa. 

El número de quejas administrativas interpuestas ante el CJF, 

representa la importancia que éstas tienen como el medio por el cual 

128 PALLARES, Eduardo. Op. cit., Supra nota 62, p. 235. 
129 ESCRlCHE, Joaquin. Op. cit., Supra nota 25, p. 482. 
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los promoventes recurren a ella para denunciar probables faltas 

administrativas cometidas por los servidores públicos judiciales. En 

otras palabras, es el medio administrativo-disciplinario usual para 

denunciar conductas indebidas originadas por irregularidades en la 

función de los actuarios judiciales, secretarios, jueces de Distrito y 

magistrados de Circuito. 

De entre las atribuciones del CJF, artículo 81, fracción XII, de la 

LOPJF se enuncia la resolución de las quejas administrativas y dice: 

Resolver sobre las quejas administrativas y sobre la responsabilidad de 
servidores públicos en términos de lo que dispone esta ley incluyendo 
aquellas que se refieran a la violación de los impedimentos previstos en el 
Artículo 101 de la Constitución Política de los Estados Unidos MeKÍcanos130 

por parte de los correspondientes miembros del Poder Judicial de la 
Federación, salvo los que se refieran a los miembros de la Suprema Corte de 
Justicia. 

130 Artículo 101.- Los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, los Magistrados de Circuito. los Jueces de 
Distrito. los respectivos secretarios, y los Consejeros de la Judicatura Federal, asi como los Magistrados de 
la Sala Superior del Tribunal Electoral, no podrán, en ningún caso, aceptar ni desempeñar empleo o encargo 
de la Federación, de los Estados, del Distrito Federal o de particulares, salvo los cargos no remunerados en 
asociaciones científicas, docentes. literarias o de beneficiencia. 

Las personas que hayan ocupado el cargo de Ministro de la Suprema Corte de Justicia, Magistrado 
de Circuito, Juez de Distrito o Consejero de la Judicatura Federal, asi como Magistrado de la Sala Superior 
del Tribunal Electoral, no podrán, dentro de los dos año siguientes a la fecha de su retiro, actuar como 
patronos, abogados o representantes en cualquier proceso ante los órganos del Poder Judicial de la 
Federación. 

Durante dicho plazo, las personas que se hayan desempeñado como Ministros, salvo que lo 
hubieran hecho con el carácter de provisional o interino, no podrán ocupar los cargos señalados en la 
fracción VI del artículo 95 de esta Constitución. 

Los impedimentos de este artículo serán aplicables a los funcionarios judiciales que gocen de 
licencia. 

La infracción a lo previsto en los párrafos anteriores, será sancionada con la pérdida del respectivo 
cargo dentro del Poder Judicial de la Federación, así como de las prestaciones y beneficios que en lo 
sucesivo correspondan por el mismo, independientemente de las demás sanciones que las leyes prevean. 
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Cabe hacer mención que al poco tiempo que se constituyó el 

CJF una buena parte de las quejas administrativas que se interponían 

ante dicho órgano colegiado, provenían de inconformidades 

planteadas ante las distintas comisiones estatales de derecho 

humanos, del Distrito Federal y la propia Comisión Nacional de 

Derechos Humanos, en donde ésta última remitia tales asuntos al PJF 

declarándose incompetente para conocer de ellos.l3l 

En la actualidad a disminuido el número de ellas (las que remite 

la Comisión Nacional de Derechos Humanosl por lo que estimo que es 

un indicativo que muestra que el promovente de la queja 

administrativa tiene más información y sabe acceder al 

procedimiento disciplinario a través de este medio. 

Por otra parte, la queja administrativa en diversas ocasiones se 

confunde en el ámbito del litigio al darle tratamiento de "queja"como 

recurso jurisdiccional y en especial en materia de amparo, por lo que 

es pertinente acudir a la doctrina. 

131 Articulo J02 B.- El Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados en el ámbito de sus respectivas 
competencias, establecerán organismos de protección de los Derechos Humanos que otorga el orden jurídico 
mexicano, los que conocerán de quejas en contra de actos u omisiones de naturaleza administrativa 
provenientes .de cualquier autoridad o servidor público, con excepción de los del Poder Judicial de la 
Federación. que violen estos derechos. Formularán recomendaciones públicas autónomas, no vinculatorias y 
denuncias y quejas ante las autoridades respectivas. Refonna publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el28 de enero de 1992. La disposición constitucional referida encuentra su símil en el articulo 3° de la Ley de 
la Cotr!isión Nacional de Derechos Humanos. 

• • • • • • 
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Marco Antonio Díaz de León señala que la queja en términos 

generales puede tener varias aplicaciones según su género y que en la 

mayoría de los casos se estaría hablando de la queja como recurso 

jurisdiccional, sin embargo en el caso de la queja administrativa se 

refiere como la vía para hacer valer la inconformidad sobre las 

omisiones y negligencias en el desempeño de funciones. 132 

Al respecto Cipriano Gómez Lara afirma que la queja 

administrativa no es un recurso, este tipo de queja es conocida con 

una expresión no académica y que se usa en el foro denominándola 

"queja chisme", y argumenta: 

Esta "queja cbisme n no tiene un trámite establecido ni mucho 
menos y simplemente consJste en que un Hti/fllnte o un abogado vaya ante el 
superior Jerárquico de un funcionario judicial, sea un secretario, sea un juez, 
y formule un queja, en el sentido más elemental, diciendo que el funcionario 
inferior cometió W acto que no eS correcto. Esta queja no es un recurso, 
pues no tiende ID a modificar ID a revocar la resolución del juez y debemos 
advertir que todo recurso tiene como fiZJaljdad que Se eKBmine o se 
reeKB.mÚJe UZJS resolución judicial, para que ésta pueda, después de ese 
eKBmen, ser confirmada, modificada o revocada.'" 

Las jurisprudencias y tesis aisladas permiten entender el 

sentido de la queja administrativa y sus alcances. Sin embargo dos de 

las jurisprudencias son de vital importancia y útiles para revelar la 

naturaleza de la queja administrativa y advertir que no obstante en 

múltiples ocasiones en el foro se confunde la queja administrativa con 

I32 DIAZ DE LEON, Marco Antonio. Op. cit., Supra nota 66, p. 1467. 
133 GOMEZ LARA, Cipriano. Op. cit., Supra nota 110, p. 211. 
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el recurso de queja (jurisdiccional) como uno más de los recursos que 

en materia de amparo se contempla, y a su vez le confunden como si 

ésta fuese un recurso administrativo. 

La queja administrativa es sólo el medio administrativo-

disciplÚJario por el cual se acciona la facultad constitucional y legal 

del CJF de investigar, y en su caso establecer, la responsabilidad 

administrativa de los servidores públicos del PJF. 

Los criterios jurisprudenciales del Tribunal Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, son los números 15/90 y 

15/91, visibles en las páginas 19 y 20 respectivamente de las Gacetas 

números 35 Y 41 del Semanario Judicial de la Federación, establecen 

lo siguiente: 

QUEJA ADMINISTRATIVA NO ES UN RECURSO POR VIRTUD DEL CUAL SE 
ESTUDIE, ANALICE Y RESUELVA SOBRE LA LEGALIDAD DE UNA RESOLUCION.- Del 
contenido de /s queja sólo deben tomarse en consideración los becbos que aludaD 11. 

/s comisión de una pretendida falta en el despacbo de los negocios 11. cargo de un 
funcionario Judicial. De abÍ que, por reg/s general, no es procedente analizar los 
wndsmentoB de UlIS resolución, ni meno. pronunciarse al respecto, pues ello 
equivaldría 11. tratar /s queja, como si fuera un recurso, lo cual carece de fundamento 
legal_ 

QUEJA ADMINISTRATIVA. VERSA SOBRE IRREGULARIDADES ATRIBUIDAS A 
FUNCIONARIOS DEL PODER JUDICIAL Y NO SOBRE CRITERIOS JUR/DICOS.- La 
llamada "queja admiDlstraUVll. n, cuya existencia se derlVII. de lo previsto en /s 
fracción IV del arUculo 13 de /s Ley Orgánica del Poder Judicial de /s FederaclóD, 
Uene como propósito que el Pleno de /s Suprema Corte conozca y decida si /s 
conducta de Magistrados y Jueces es correcta, por lo que esa iDstancla debe 
circunscribirse al ezamel1 de cOl1ductas que reveleD ilJeptitud DlSIJJfiesta, mala fe, 
desbonesUdad o alguna otra seria irregu/sridad en 111. actuación de los funcioDarios 
judiciales. Por cOZJsiguJente, ell dicba iDstsnci. DO pueden examinarse de nueva 
cuenta para efectos jurisdiccionales los problemas Jurídicos en un caso concreto, 
para determmar si la Suprema Corte comparte el criterio jurídico sustentado o si 
existe alguna irregu/sridad técnica eD una sentencia que, en mucbos casos, tiene el 
carácter de ejecutoria. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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En el mismo tenor, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil 

del Tercer Circuito, emitió tesis aislada, localizable en el Semanario 

Judicial de la Federación, Tomo VIII - Julio, página 200, que permite 

aclarar con mayor precisión lo aquí comentado: 

QUEJA PROCESAL Y QUEJA ADMINISTRATIVA, DIFERENCIAS. (LEOISUCION DEL 
ESTADO DE JALISCO). El sistema juridico vigente en el Estado de Jalisco, instituye dos 
tipos de quejas, la procesal y la adminiatratiV1l; la primera procede en los casos que se 
previenen en los articulos 463 y 464, del Código de Procedimientos Civiles en vigor y se 
tramita conforme a los articulos 465 a 468, de la misma legislación, mientras que la segunda, 
procede en los casos puntualizados en el articulo 65, de la Ley Orgánica del Supremo 
Tribunal de Justicia del Estado de Jalisco y genéricamente, se interpone, contra todos 
aquellos actos u omisiones indebidos o negligentes del juzgador o de algunos Iilncionarios 
judiciales, que se aparten de la rectitud y que puedan causar desprestigio al buen nombre de 
la justicia. Tanto la queja procesal como la administratiV1l tienen motivos y consecuencias 
diferentes entre si; los motivos de la primera están precisados en los articulos 463 y 464 de 
la ley en consulta y los de la segunda, los contempla el articulo 65 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la entidad, y respecto de las consecuencias, aquélla tiene como objetivo 
enmendar el error en que bubiera podido incurrir la responsable, por lo que es posible 
obtener la conRrmscJÓD, IDodiRcacJón o revocación de una decisión judicial, en tlUJto que la 
segunda, provoca la aplicación de alguna de las sanciones establecidas en el articulo 67, de la 
Ley Orgánica antes expresada, como pueden ser el extrañamiento, la aDJonestacióD en 
priV1ldo, la amonestación pública, la multa basta por el importe de diez dias de sueldo, la 
suspensión sin goce del sueldo hasta por seis meses y el cese; Jo que quiere decir, que 
mientras la queja procesal tiene los efectos de un verdadero recurso al igual que la 
revocación o la apelación, Ja queja admbJistrativa CODstJtuye UD medio para en su caso 
imponer BSDe/OIJeS disciplllJuias, mas IJUDCa trae como cODsecutJDcia la confirmación, 
modificación o anulación del acto impugnado, sino que sólo repercute en la aplicación de 
aquella medida, esto es, que atento a Jos IInes que persigue este último medio de 
impugnación, su resultado redunda eJCclusivamente en la buena marcha de la administración 
de justicia, pero sin que salga del ámbito meramente administrativo, ni por ende, tiene 
trascendencia en reJacióD con los actos o reclamaciones que Js provocan por más que estén 
intimamente ligados con el juicio formal del que provienen. 

La queja administrativa tampoco es un medio de defensa como 

en ocasiones los ocursantes aducen en su escrito inicial de queja y en 

otras, se invoca al momento de resolver dichas quejas. 
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Cierto es que se prevé el derecho de audiencia para el 

funcionario responsable en observancia a su garantía constitucional, 

por lo que el acto en sí resulta un medio de defensa del servidor 

público quien comparece como responsable, es decir, como una parte 

a cumplir dentro del procedimiento disciplinario; pero de ello a 

al1rmar que la queja administrativa es un medio de defensa, nos 

llevaría al absurdo de considerar a la queja administrativa no sólo 

como un recurso administrativo o jurisdiccional, sino como parte de 

un proceso jurisdiccional o juicio, lo que llevaría a un estado de 

confusión en torno al objetivo que se persigue con la queja 

administrativa y que no es otro que aquél que se circunscribe al 

examen de conductas de los servidores públicos judiciales federales, 

reveladoras de ineptitud manil1esta, negligencia, mala fe, 

deshonestidad y otras, susceptibles de ser analizadas por el CJF. 

La queja administrativa se acciona a instancia de parte y 

cualquier persona puede acercarse al CJF e interponer queja 

administrativa en contra de los servidores públicos judiciales. 

A mi parecer son dos los elementos que períllan a la queja 

administrativa: 

• Es el medio administrativo-disciplinario que se acciona a 
instancia de parte interesada. 

• 
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Su objetivo es evidenciar a través de pruebas fehacientes la 
responsabilidad administrativa en que pueden incurrir los 
servidores públicos judiciales buscando se les sancionen a los 
mismos. 

Al realizar el estudio en la queja administrativa, se toma en 

consideración el escrito inicial de la misma que permite se conforme 

ésta, así como los demás escritos complementarios, informes de 

juzgadores, comparecencias y se valoran las pruebas que se aporten 

por las partes de acuerdo a la supletoriedad del Código Federal de 

Procedimientos Penales,134 para tal efecto. 

Cabe hacer notar que del tiempo que se constituyó el CJF a la 

fecha son más los promoventes que confian en este medio 

administrativo-disciplinario para denunciar las conductas indebidas 

desplegadas por los funcionarios judiciales, revelando así una mayor 

precisión por parte de éstos en el planteamiento de sus 

inconformidades en términos generales. 

La queja administrativa se ha ido peñeccionando y 

complementando con el tiempo. Cada vez son más complejos los 

134 Artículo 206 del Código Federal de Procedimientos Penales. 
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casos que se presentan ante el CJF en tratándose de la conducta de 

los servidores públicos del PJF. 

Carlos García Michaus, a propósito de la reforma constitucional 

de 1994 Y en específico de la interposición de las quejas 

administrativas ante el CJF y el estudio que en éstas se lleva a cabo, 

argumenta que el citado órgano colegiado tiene el deber de aplicar el 

principio general de derecho de la "racioDabDidad", que casi siempre 

se desoye por los juzgadores, y aduce: 

El tratamiento de las "quejas" resulta lastimoso, ya que con un prurito 
de imparcJalldad siempre "transcriben" 10 que el justiclable afirmó; esto no 
sirve, ya que basta referir que la "queja" es la que se tramita para que bagan 
las consideraciones legales por /ss cuales no se acreditó, y es aqui en donde 
esos nuevos funcionarios deben tener la necesaria imparcialidad no de 
favorecer al juez o magistrado concreto a quien se le imputa una ÚJdebida 
conducta, sÚJo que se considere un actuar objetivo desJigado de que se trata 
de un miembro más de su judicatura, ahora objetado en su conducta; la 
mayor parte de las "quejas" son deRcientemente planteadas en su contorno 
juridico, pero atendiendo al principio de "racionabJJidad" mencionado, 
deben los miembros del Consejo de la Judicatura atender los elementos 
eRtrtúuridicos que rodean los motivos de la "queja" para asi resolver en 
justicia. 13. 

De lo anterior se colige, que en apariencia las quejas 

administrativas que se ventilan en el CJF, no solamente son 

deficientes en su estructura y contenido jurídico, sino que adolecen 

de motivación y fundamentación. Cierto es que falta por enriquecer y 

fortalecer en su contenido a la "queja admÚJistrativa", entendiendo 

13S GARClA MICHAUS, Carlos. Op. cit., Supra nota 99, p. 35. 
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que es perfectible como todo lo demás en el ámbito del derecho, como 

lo es así el derecho mismo; pero de eso a afirmar que "no sirven" y 

que tanto en su planteamiento como en el estudio jurídico que se 

hacen en ellas son deficientes, me parece que es sólo un juicio 

deliberado de quienes por falta de información y práctica jurídica al 

respecto, vulneran la intención, objetivo y alcance de la propia queja 

administrativa. 

La incidencia con que se opera este medio administrativo-

disciplinario muestra avances significativos. Así lo revela la 

jurisprudencia emitida por el Pleno de la SCJN publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación, Tesis P. CXLV/97, octubre de 

1997, página 187, que dice: 

CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL. AL ANALIZAR LA CAUSA DE RESPONSABILIDAD 
PREVISTA POR EL ARTICULO 131, FRACCION m, DE LA LEY ORGANICA DEL PODER 
JUDICIAL DE LA FEDERACION, NO SE ERIGE UN TRIBUNAL DE LEGALIDAD. El Consejo de la 
Judicatura Federal, para poder f1ncar la causa de responsabilidad prevista en la fraccl6n m del 
srticulo 131 de la Ley OrgáDlca del Poder Judicial de la Federaci6n, relativa B la notoria 
meptitud o descuido de UD servidor en el desempello de BUB IUneJanes o labores que deba 
realJz¡jr, requiere lidoptu un.ll /lctitud que, BÚJ llegar a COJJVf!rtlrse en 6rgllllO revisor de la 
legalidad de las resoluciones emitid/l. por 10B Jueces de DistrJto o Magistrados de Circuito, !!l 
pueda apreciar de manera dlrectll. los IiuJdamentolJ y motivos expuestos. ya en una 
determiDllcJ6n procesal o en UD fldJo y que. SÚJ entrar al fondo del negocio ni afectar las 
situaciones luridlcas derivad.s de 10 resuelto. simplemente vJgile que la actitud del luzgador. 
materJlÚizads en su resolución. sea congruente con la naturaleza de la actJvJd.d lurisdiccioIlSI 
que le es proPia de acuerdo a la ley. 

La queja administrativa, como ya se apuntó, con el tiempo se 

nutre de las partes que intervienen en ella, dando como resultado el 

que se cumpla con los objetivos para la cual fue institucionalizada, y 
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que al actualizarse cobra mayor fuerza y confiabllidad en el ámbito del 

derecho positivo. 

3.1.3. Denuncia. 

Como ya se señaló, la denuncia ante el CJF se presenta: por 

cualquier persona, por el servidor público que tenga conocimiento de 

los hechos o por el Ministerio Público Federal, y de manera anónima. 

Joaquín Escriche dice que la denuncia es la delación de algún 

acto delictivo hecha valer en juicio; 136 mientras que Rafael De Pina 

Vara la describe genéricamente al señalar que es el acto por el cual se 

pone en conocimiento de la autoridad la comisión de algún delito o 

infracción legal. 137 

Valeriano Pérez Maldonado comenta que la característica 

esencial de la denuncia interpuesta ante el CJF, se valida con la 

prueba que acompañe el denunciante al escrito, y derivada de esta 

acción, el órgano de autoridad conducirá su actuación de oficio a fin 

de investigar, identificar y aplicar las sanciones disciplinarias a los 

miembros del PJF.138 

Il6ESCRlCHE, Joaquín. Op. cit., Supra nota 25, p.180. 
137 DE PINA, Rafael Y DE PINA VARA, Rafael. Op. cit., Supra nota 29, p. 223. 
138 PEREZ MALDONADO, Valeriano. Con rejo de la Judicatura Órf:ªno disciplinario del Poder Judicial en 
México tesis para obtener el titulo de Licenciado en Derecho, UNAM, Ciudad Universitaria, México, 1997. 

• • 
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La denuncia es el medio a través del cual el CJF, conoce de una 

autoridad las probables faltas susceptibles de constituir 

responsabilidad en contra de los servidores públicos judiciales, su 

integración en la mayoría de los casos es resultado de las visitas de 

inspección por parte de la Visitaduría Judicial del CJF, formando así 

un dictamen por parte de la Secretaria Ejecutiva de Disciplina para 

que una vez validado éste por el Pleno del CJF se proceda, conforme 

al turno, resolver la denuncia planteada. 

3.1.4. Diferencia entre la queja administrativa y la denuncia. 

Las diferencias entre la queja administrativa y la denuncia 

interpuestas ante el CJF son casi imperceptibles. Humberto Briseño 

Sierra, en un sentido amplio enuncia el contenido de la denuncia y la 

queja, ayudando a establecer una mejor diferenciación entre una y la 

otra: 

La denuncia, que a dJfereDcJa de la petición, DO es declaraciólJ de voluntad 
sino participaci6n de conocimiento; quien denuncia no pretende que se acceda a lo 
pedido, simplemente hace saber a la autoridad la realización de UD hecho o de UD 

Bcto, a los que la. ley eDDd/cJoDa la emisiólJ de UDa resolucJÓn. La denuncia tiene 
generalmente como base UDa obJigacióD, pero ea CUBllto instaDcis, hace referencia a 
UDa pretensión especifica: lJJ participación de conocimiento, como UD derecho a 
obtener una resoluci6n favorable. La queja es una declaraci6n de voluntad, pues lJJ. 
pretensión es dJscJpl1tJarJs, por Jo que .normalmente Js queja aparece cuando se 
acude al superior para que imponga una sanción al funcionario incumplido. La queja 
controla, o ses, ver/Dca un resultado previsto y UIJO realJzsdo, pero en UDa 

sistematizaci6D COD preteDsiones cientíRcas, DO es admisible que el térmiDo queja 
alude iDdistintsmeDte a sJtuacJoDes taD disímbolas como la JDstBurBcióD de UD 
procedimiento disciplinario y uno procesal. 13. 

139 BRlSEÑO SIERRA, Humberto. Op. cit., Supra nota 113, pp. 461 a la 464. 
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Concuerdo con lo expresado por el jurista, por lo que presento el 

cuadro sinóptico siguiente: 

CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 

RUBROS QUEJA ADMVA. DENUNCIA 
A INSTANCIA DE PARTE SI SI 
ELEMENTO DISTINTIVO ES UNA DECLARACION DE HACE SABER A LA 

VOLUNTAD, EN DONDE SE AUTORIDAD LA REALIZACION 
ACUDE AL SUPERIOR PARA DE HECHOS, A LOS QUE LA 

QUE SE IMPONGA UNA LEY CONDICIONA LA 
SANCION AL FUNCIONARIO EMlSION DE UNA 

JUDICIAL INCUMPLIDO RESOLUCIÓN 
MISMAS CAUSALES SI SI 

FINES IGUALES SI SI 
INICIO DE TRAMITE SECRETARIA EJECUTIVA DE SECRETARIA EJECUTIVA DE 

DISCIPLINA DISCIPLINA 
EJECUCION DEL SECRETARIA EJECUTIVA DE SECRETARIA EJECUTIVA DE 
PROCEDIMIENTO DISCIPLINA DISCIPLINA 

SENTIDOS DE LAS IMPROCEDENTE CAUSAS DE 
RESOLUCIONES INFUNDADA,FUNDADA RESPONSABILIDAD 

SIN MATERIA Y SOBRESEIDA ACREDITADAS O NO 
ACREDITADAS 

ORGANO RESOLUTOR PLENO/FUNDADAS PLENO/ ACREDITADAS 
COMISION/INFUNDADAS COMISION /NO ACREDITADAS 

IMPROCEDENTES 
SIN MATERIA Y 
SOBRESEIDAS 

La diferencia entre la quej~ administrativa y la denuncia aunque 

persiguen el mismo fin, en esencia son distintas, toda vez que la queja 

administrativa busca a través del superior el que se le imponga al 

servidor público judicial federal una sanción administrativa; y la 

denuncia, la participación a la autoridad de un hecho con el fin de 

obtener una resolución administrativa favorable. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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3.2 Del órgano de decisión. 

El órgano de decisión en estricto sentido es sólo uno, el órgano 

del PJF denominado Consejo de la Judicatura Federal, sea a través de 

su Pleno, Comisiones Unidas, comisiones permanentesl40 o 

transitorias. 

La tarea de decidir por lo regular es de complejo compromiso, al 

respecto Mariano Azuela nos habla de la cultura jurisdiccional en 

donde hacer justicia no resulta misión sencilla, y comenta: 

El trabajo de juzgados y tribuzuúes implica necesariamente, la existencia de 
contiendas. Todo expediente concluye con UDS decisión que, 
necesariamente, es desfavorable para una de las partes. Además, lo normal 
es que quien decide acudir a los tribunales, o aun contra su voluntad, tiene 
que comparecer a ellos, tiene "razones" que lo hacen esperar una decisión 
que lo favorezca. Cuando ello no acontece lo lógico es su reacción violenta 
por estimar que se le ha cometido una injusticia. Y lo grave para el juez, es 
que siempre se dará esa situación.'" 

Lo anterior ocurre en el CJF en el ámbito de su facultad 

decisoria, por lo que obliga al citado órgano colegiado a actuar con 

prudencia en su tarea cotidiana y en particular en su función 

disciplinaria. 

140 La Comisión de Disciplina tiene el carácter de pennanente de acuerdo a la LOPJF. 
141 AZUELA GÜITRON, Mariano. Cultura Jurisdiccional, en Hacia la InteW1lciÓn y Unidad del Poder 
Judicial de la FederaciÓn NÚmero 2 Poder Judicial de la Federación, Consejo de la Judicatura Federal, 
México, 1997, p. 9. 
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3.2.1 El Pleno del Consejo de la Judicatura Federal. 

PleDo en su significado más amplio quiere decir lleno, la llenura 

proviene de lo máximo como límite al cual se puede llegar, estado 

satisfactorio en donde se colman las expectativas generadas. 

El término pleDo representa por origen y costumbre la 

delegación de los Poderes de la Unión, para determinar su 

funcionamiento, en un punto comparativo es más usual hablar del 

Pleno de la SCJN o del CJF, que de asamblea general, sin embargo 

ambos resultan análogos al considerarlo como reunión o junta general 

de una corporación, dicho esto como la constitución de un cuerpo 

colegiado como órgano máximo de autoridad. 

En el CJF el poder de decisión en definitiva la tiene el Pleno. No 

obstante que hay decisiones que se toman tanto en las Comisiones 

Unidas como en cada una de las Comisiones permanentes, entre ellas 

la de disciplina, es el Pleno del CJF, el cuerpo colegiado de máxima 

autoridad quien tendrá que avalar aquellas decisiones ratificando o no 

en el caso en concreto a tratar. 

• • • • • • • • • • • • • • • 
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El entonces Presidente de la SCJN y del CJF, José Vicente 

Aguinaco Alemán, dilucidó con precisión tal razonamiento: 

Las Comisiones ban tenido funciones deliberativas y preparan el 
trablÚo para la discusión y definición de proyectos en una sesión de 
Comisiones Unidas, donde se logra una visión general de las distintas áreas 
de trabajo irlterrelaciollBdas y que se complementan funcionalmente. Es el 
Pleno el que tiene la facultad decisoria, y los acuerdos se adoptan, de 
comormidad con la Ley, por mayoría simple de cuatro votos o por mayoría 
calificada de cinco votos, según se trate de la naturaleza de los asuntos.'" 

En efecto, la CP y la LOPJF revelan la fundamentación en torno 

a las atribuciones, facultades y funcionamiento del CJF a través de su 

Pleno. 143 

Su competencia disciplinaria se encuentra bien delimitada en el 

artículo 133, fracción IIJ, de la LOPJF, que dice: 

Articulo 133. Serán competentes para conocer de las responsabilidades 
de los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, así como para 
aplicar las sanciones a que se refiere el Artículo 135 de esta ley: 
l ..... . 
JI ..... . 
m. El Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, tratándose de faltas graves 
de magistrados de circuito y jueces de distrito, cuando las sanciones 
aplicables sean las de destitución o irlbabilitación temporal para desempeñar 
empleos, cargos o comisiones en el servicio público ... 

3.2.2 La Comisión de Disciplina. 

Comisión es la acción misma de cometer, es el encargo o 

encomienda a un cuerpo colegiado, técnico y especializado, por lo que 

142 Consejo de la Judicatura Federal, InformaciÓn Básica febrero de 1995-mavo de 1996 México, 1996, p. 5. 
14' Cfr. Artículos 94 primero, tercero, cuarto, sexto párrafos, 97 primero y séptimo párrafos, lOO y 101 de la 
CP y el Título Sexto al Título Octavo de la LOPJF, relativo al Pleno del CJF. 
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comisión es el conjunto de personas encargadas por una corporación 

o autoridad para entender y atender algún asunto. 

La historia nos muestra diversos ejemplos de la constitución de 

comisiones para determinados propósitos. Algunas que inclusive 

dieron luz a una determinada clase de derecho; 144 otras reservadas 

para la regulación en el ámbito y derecho internacionaJ145 y como 

contenido de codificaciones en nuestro país. l46 

Como ya lo señalé en su oportunidad, previo a la reforma 

constitucional de 1994, en tratándose de las atribuciones no 

jurisdiccionales que tenía la SCJN, éstas se encontraban 

encomendadas a la Comisión de Gobierno y Administración,147 por lo 

que una vez constituido formalmente el CJF, es a través de su Pleno y 

Comisión de Disciplina, como cuerpos colegiados, los que se encargan 

de resolver sobre la conducta de los servidores públicos del PJF. 

144 El 6 de noviembre de 1890 se instituye la primera Comisión Penitenciaria Internacional y en 1929 una 
segunda Comisión Penal y Penitenciaria que más adelante en 1933 originó un Tercer Congreso 
Internacional Penal que tuvo verificativo en la ciudad de Palermo, Sicilia, Italia, el cual por unanimidad de 
votos reconoció y dio a luz al Derecho Penitenciario como tal; citado por Jorge Ojeda Velázquez, Derecho 
de Eiecución de Penas Segunda Edición, Editorial Porrúa S.A., México, 1985, p. 51. 
1" La Asamblea General de las Naciones Unidas trabaja con un promedio de 10 Comisiones, de donde 
destacan por su importancia la Comisión de Derecho Internacional y la Comisión Interna o Pequeña 
Asamblea; citadas por Modesto Seara Vázquez, Derecho Internacional PÚblico, Decimocuarta Edición, 
Editorial Porrúa S.A., México, 1993, pp. 150 a la 152. 
14. Código de Comercio y Leyes Complementarias, Libro Segundo Del Comercio Terrestre, Título Tercero 
De la Comisión Mercantil, Capítulo 1, De los Comisionistas. 
147 Cfr. páginas 30 y 31 supra de la presente tesis de grado. 
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Adolfo Aragón Mendía señala que la Comisión de Disciplina 

realiza, entre otras funciones, el análisis de los proyectos de las 

quejas y denuncias administrativas que se presentan por presuntas 

irregularidades que se imputan a funcionarios de órganos 

jurisdiccionales, que son competencia del Pleno, proponer las 

sanciones que procedan; y resolver las quejas administrativas que son 

declaradas improcedentes e infundadas. l48 

No obstante que el Acuerdo General 14/1996149 del Pleno del 

CJF contempla la delegación expresa hecha a la Comisión de 

Disciplina en el sentido de que será la encargada de resolver las 

quejas administrativas y denuncias en su propia modalidad, la LOPJF 

en su artículo 133, fracción IV, primer y segundo párrafo, establecía 

desde antes de la publicación del citado Acuerdo General, lo siguiente: 

Articulo 133. Serán competentes para conocer de las responsabilidades 
de los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, asi como para 
aplicar las sanciones a que se refiere el Articulo 135 de esta ley: 
r ..... . 
n. .... . 
m ...... . 
w. El órgano colegiado que determine el Consejo de la Judicatura Federal, 
en los casos no comprendidos en la fracción anterior. SieZlJpre que de un 
mismo acto se derive responsabilidad por una falta grave de un magistrado 
de circuito o juez de distrito, y otro u otros servidores públicos del Poder 
Judicial de la Federación, se estará a lo previsto en la fracción m de este 
Articulo. 

148 ARAGON MENDlA, Adolfo O. El Pleno. Comisiones y Secretarías Ejecutivas del Consejo de la 
Judicatura Federal, en Ocio de Conferencias con motivo de la inaururaciÓn de los edificios Américas v San 
Vicente Poder Judicial de la Federación, Consejo de la Judicatura Federal, México, 1997, p. 26. 
149 Publicado en el DiarioOficial de la Federación el17 de julio de 1996. 
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El Acuerdo General referido viene sólo a confirmar y formalizar 

lo expresado bajo fundamentación genérica en la propia LOPJF.150 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 84 de la LOPJF, la 

Comisión de Disciplina contará con los secretarios técnicos y 

personal subalterno que fije el presupuesto para el auxilio de su tarea. 

En síntesis, la Comisión de Disciplina, es el cuerpo colegiado 

que de acuerdo a su competencia, analiza y en su caso resuelve los 

proyectos de resolución de quejas administrativas y denuncias, 

emitiendo criterios que permiten moldear y perfeccionar su labor en 

el ámbito disciplinario. 

3.3. Del órgano ejecutor. 

El órgano ejecutor denota la parte operativa que combustiona al 

CJF en el área de trámite, es decir, el órgano ejecutor funge como el 

engranaje por el cual se activa la maquinaria del CJF en el ámbito 

150 Cfr. Artículos 68, 69, 72, 77, 78, 79, 80, 81 fracciones XII, XXXVI Y XXXVIII, 82, 84, Y 133 fracción IV 
de la LOPJF. 
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disciplinario, se le conoce con el nombre de la Secretaría Ejecutiva de 

Disciplina. 

Adolfo Aragón señala de manera general que, para que las 

actividades que desarrollan el Pleno y las Comisiones del Consejo, 

sean oportunas tanto en el trámite como en el seguimiento y 

ejecución de las decisiones que se aprueban, la LOPJF contempla la 

figura del Secretariado Ejecutivo, como unidad de apoyo de los 

órganos de decisión del Consejo.151 

3.3.1. La Secretaría Ejecutiva de Disciplina. 

La LOPJF, de manera particular enmarca la obligación de que 

tanto el Secretario Ejecutivo del Pleno y Carrera Judicial como el de 

Disciplina deben tener título profesional de Licenciado en Derecho152 

independientemente de los otros requisitos que son para los demás 

Secretarios Ejecutivos, con aquellas atribuciones que determine el 

Pleno del CJF. 153 

151 ARAGON MENDlA, Adolfo O. Op. cit., Supra nota 148, p. 27. 
152 Cfr. Artículo 86 de la LOPJF. 
153 Cfr. Artículo 87 de la LOPJF. 
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La Secretaría Ejecutiva de Disciplina, cumple con su tarea 

operativa y de ejecución, tanto para la Comisión de Disciplina como 

para el Pleno del CJF. Esta unidad de apoyo es la encargada de: 

• 

• 

• 

• 

• 

• 

Recibir y 

solicitudes 

registrar las 

que permiten 

inconformidades, promociones y 

por un lado conformar las quejas 

administrativas y las denuncias. 

Tomar los acuerdos del Presidente del CJF, en la materia. 

Dar seguimiento a las promociones y hacerlas del conocimiento 

de la Comisión de Disciplina, así como establecer el turno para 

cada ponencia y mantener comunicadas a éstas de cualquier 

cambio, promoción, adiciones y posibles pruebas 

supervenientes. 

Someter a la consideración de la Comisión de Disciplina o en su 

caso al Pleno del CJF, los asuntos propios de sus atribuciones, 

proveyéndoles de la información necesaria para ello. 

En concordancia con la Secretaria Técnica de la Comisión de 

Disciplina tomar y revisar los acuerdos de ésta y en su caso los 

acuerdos de Comisiones Unidas y Pleno sobre la materia. 

Dar cuenta en el Pleno con los asuntos que se listen conforme a 

las indicaciones del Presidente del CJF. 

• • • • • • • • 
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Elaborar los dictámenes originados por las visitas de inspección 

realizadas por la Visitaduría Judicial, a fin de que estén en 

posibilidad, a través del debido procedimiento para la 

conformación de denuncias o expedientes de investigación. 

Desahogar las audiencias y diligencias propias de su 

competencia, así como recibir a trámite los dictámenes para 

mejor proveer, de cada ponencia una vez que estos hayan sido 

aprobados por la Comisión de Disciplina o del Pleno del CJF. 

Atender y tramitar las gestiones de los servidores públicos 

judiciales y de los titulares de los órganos jurisdiccionales y 

administrativos, si fuere el caso, así como de los particulares y; 

Comunicar y notificar las resoluciones de la Comisión de 

Disciplina y del Pleno del Consejo, y colaborar con la SCJN en 

asuntos de su propia competencia. 

3.4. La Contraloría del Poder Judicial de la Federación. 

Como ya se expuso en su oportunidad, el CJF cuenta con 

órganos para cumplir con sus tareas, tal es el caso de la Contraloría 

del Poder Judicial de la Federación. La Contraloría encuentra su 

fundamento para operar en la LOPJF, solicitando a sus titulares el 

título profesional afin a las funciones a desempeñar;154 auxilia de 

154 Cfr. Artículo 88 de la LOPJF. 
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manera particular al Pleno, Comisión de Disciplina y Secretaria 

Ejecutiva de Disciplina. 

La Contraloria entre sus atribuciones155 destaca la vigilancia de 

las normas de control establecidas por el Consejo; comprobar el 

cumplimiento de los órganos administrativos respecto de las 

obligaciones originadas por las disposiciones en materia de 

planeación, presupuesto, ingresos y egresos, al igual que el 

financiamiento, patrimonio y fondos; inspección y vigilancia en el 

cumplimiento de las normas y disposiciones en torno a la 

contabilidad, contratación y pago de personal, y llevar el registro y 

seguimiento de la evolución de la situación patrimonial de los 

servidores públicos judiciales a que se refiere la fracción VI, del 

articulo 80 de la LFRSP, entre otras. 

En particular, en el ámbito disciplinario, la Contraloria 

desempeña uno de los papeles más relevantes en el ámbito 

disciplinario, según se destaca por el artículo 133, fracción IV, párrafo 

tercero: 

El Consejo de Js Judicatura Federal podrá seDalar, medJsnte acuerdos 
generales, los casos en que la ContraIoTÍII del Poder Judicial de la Federación 
sea. competente para conocer de los procedimientos de responsabilidad 
comprendidos en la fracción IV de este artículo. 

15' Cfr. Artículo 104 de la LOPJF. 
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La práctica nos muestra que la colaboración de la Contraloría es 

trascendental al emitir dictámenes en torno a la situación patrimonial 

de los servidores públicos judiciales, que en un momento determinado 

se sospeche puedan incurrir en causa de responsabilidad, base 

imprescindible para la investigación de posibles faltas derivadas de 

conductas indebidas desplegadas por aquéllos. 

3.5. Trámite de las quejas administrativas. 

El trámite que se instaura para la queja administrativa es el 

siguiente: 

1. La apertura del procedimiento disciplinario inicia la instancia de 

parte) en el momento mismo en que el interesado presenta un 

escrito de queja, es decir, un escrito de inconformidad relatando los 

hechos que éste considera le vulnera el proceder del juzgador o 

servidor público judicial, revelando una posible conducta indebida 

desplegada por aquél. El promovente debe acompañar las pruebas 

que estime necesarias para la comprobación de su dicho. 156 

156 Cfr. Artículo 132 de la LOPJF. 
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2. El CJF recibe la inconformidad y procede, mediante acuerdo de 

presidencia a formar y registrar la queja administrativa, se tienen 

por admitidas o desechadas las pruebas que aporta en términos del 

artículo 206 del Código Federal de Procedimientos Penales,157 de 

aplicación supletoria en el procedimiento disciplinario. Se manda 

solicitar al servidor público judicial contra quien se endereza la 

queja administrativa rinda informe según se desprende de lo 

establecido en el artículo 134, fracción 1, de la LOPJF.158 

3. Recibido el informe y desahogadas las pruebas, si se presentaren, se 

tendrá que resolver dentro de los treinta días hábiles siguientes 

¡57 Novena Epoca. Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: IlI, Marzo de 
1996. Tesis: P. XXIl/96. Página: 466. RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE MAGISTRADOS DE CIRCUITO Y 
JUECES DE DISTRITO. EN EL PROCEDIMIENTO RELATIVO SON APLICABLES, SUPLETORIA MENTE, LAS 
DISPOSICIONES DEL CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. El Código Federal de Procedimientos 
Penales, y no su similar el de Procedimientos Civiles. es el ordenamiento aplicable supletoriamente en los 
procedimientos seguidos en las quejas administrativas que tengan por objeto investigar si la conducta de los 
Magistrados de Circuito o Jueces de Distrito se ajusta a las disposiciones constitucionales y legales, con el fin de 
salvaguardar la legalidad, honradez. lealtad. imparcialidad y eficiencia que tales funcionarios deben observar en el 
ejercicio de su cargo y, en su caso, fincarles responsabilidad y aplica¡'~s la sanción respectiva en términos de lo 
dispuesto en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. Lo anterior porque esta Ley establece, en 
su articulo 45, que "En todas las cuestiones relativas al procedimiento no previstas en esta Ley, asi como en la 
apreciación de las pruebas, se observarán las disposiciones del Código Federal de Procedimientos Penales", lo cual 
excluye de considerar para ese efecto al Código Federal de Procedimientos Civiles. Dicha supletoriedad opera no 
obstante que el citado precepto se encuentra en el Capitulo IV, relativo a las disposiciones comunes para los Capitulos II 
y III del Titulo Segundo (procedimiento en el juicio político), pues la redpcción de ese artículo permite establecer con 
claridad que la intención del legislador no fue limitar la aplicación supletoria del Código Federal de Procedimientos 
Penales a las cuestiones no previstas en la substanciación y resolución de los juicios politicos, sino a cualquiera de los 
procedimientos establecidos en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, dentro de los que se 
encuentra el seguido por el Consejo de la Judicatura Federal en contra de Magistrados de Circuito O Jueces de Distrito. 
158 Se enviará copia del escrito de denuncia y sus anexos al servidor público para que, en un término de 
cinco días hábiles, formule un informe sobre los hechos y rinda las pruebas correspondientes. El informe 
deberá referirse a todos y cada uno de los hechos comprendidos en el escrito de denuncia, afirmándolos, 
negándolos, expresando los que ignore, por no ser propios, o refiriéndolos como crea que tuvieron lugar. Se 
presumirán confesados los hechos de la denuncia sobre los cuales el denunciado no suscitare explícitamente 
controversia, sin admitirse prueba en contrario. La confesión de los hechos no entraña la aceptación del 
derecho del denunciante. 

• 
• • • • • • • • • • • • • 
• • • 
• • • • • • • • 
• • • • • • • 
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sobre la inexistencia o existencia de responsabilidad en donde ésta 

última lleva a la imposición de la o las sanciones administrativas 

correspondientes al infractor de la misma, notificándose dentro de 

las setenta y dos horas. 159 

Por lo expuesto, resulta impreciso a partir de cuándo corre el 

tiempo que se debe llevar para resolver sobre las quejas 

administrativas y las denuncias, toda vez que la ley señala que a 

partir de que se recibe el informe y desahogadas las pruebas si 

existieren, obliga al CJF a resolver dentro de los treinta días hábiles 

siguientes. 

Esto implica que por resolver no sólo se entienda que ocurra a 

través del órgano de decisión y que se diga que ya se resolvió, sino 

que en sentido estricto importa hasta la notificación de las partes. Así 

las cosas, considero prudente que en su oportunidad se reforme la 

LOPJF en el sentido de que los 30 días a que se hacen alusión corran 

a partir de que se le turne a la ponencia, la cual tendrá que realizar el 

estudio correspondiente. 

1" Cfr. Artículo 134, fracción 11 de la LOPJF. 
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Tomando en cuenta que en muchas ocasiones la queja 

administrativa no se logra resolver en tiempo por diversos factores 

que van desde la falta de integración adecuada del expediente, 

omisión en solicitud de informe o informes por parte de otros 

servidores públicos judiciales involucrados, hasta las más 

circunstanciales, por lo que -no obstante que el término señalado es 

correcto por la celeridad que se debe contemplar para estos casos- es 

importante señalar que el tiempo establecido para la resolución se 

interrumpirá las veces que sean necesarias a fin de completar y 

cumplimentar lo mínimo requerido para estar en posibilidades de 

resolver a tiempo la queja administrativa o denuncia. 

De no ser así, como ocurre en la actualidad, se tendría que 

formular, a quienes les toca conocer de estas quejas y denuncias, la 

siguiente pregunta: ¿Con qué autoridad moral se resuelve un asunto 

específico sobre dilación en un proceso o sentencia por parte de los 

juzgadores, cuando el propio CJF incurre en dilación y por 

consiguiente en responsabilidad administrativa al no resolver a 

tiempo? Es importante tomar nota de lo ya expuesto para futura 

enmienda. 

• 
• • • • • • 
• 
• • • • • 
• 
• • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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4.- El asunto será remitido por la Comisión de Disciplina al Pleno del 

CJF a fin de citar al presunto responsable a audiencia, 160 

independientemente de lo previsto en el punto 2 descrito, 

haciéndole saber la responsabilidad que se le imputa, señalando el 

lugar, dia y hora para tal efecto (entre la fecha de citación y la 

audiencia deberá mediar un plazo no menor de cinco ni mayor de 

quince días hábiles), en donde se podrán ofrecer pruebas y alegatos. 

En el supuesto que del informe o de la audiencia no se arrojen los 

elementos necesarios para resolver el asunto, se podrán solicitar 

otros informes o citar cuantas veces sea necesario a audiencia a fin 

de completar la investigación en el caso en concreto. 161 

5.- En cualquier momento previo o posterior a la recepción del 

informe o a la celebración de la audiencia, el Pleno del CJF 

determinará como acuerde y siempre que a su juicio así convenga, 

para la conducción o continuación de las investigaciones de las 

probables responsabilidades del funcionario judicial, suspenderlo162 

temporalmente en su cargo o funciones hasta en tanto se concluya 

con las investigaciones, sin importar la iniciación, continuación o 

160 Esto no ocurre siempre, salvo en el caso específico en tratándose de faltas graves, de acuerdo a lo que 
establece el artículo 134, fracción III de la LOPJF. 
'61 Cfr. Artículo 134, fracción IV de la LOPJF. 
162 La suspensión aludida no prejuzga sobre la probable responsabilidad que se le imputa al servidor público 
judicial, lo cual deberá constar de manera expresa en el acuerdo que así resuelva. 
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conclusión del procedimiento disciplinario. En el supuesto de que 

el servidor público judicial federal no resultare responsable, será 

restituido en el goce de sus derechos y se le cubrirán las 

percepciones que debiera haber recibido durante el tiempo de su 

suspensión, en caso contrario, estará sujeto a que se le califique la 

falta y se le sancione de acuerdo a la Ley.163 

3.5. Trámite de las denuncias. 

El trámite de una denuncia, como es el caso que nos ocupa, es 

de igual contenido que el de la queja administrativa, con la salvedad 

de que el denunciante presenta escrito de denuncia, relatando los 

hechos que éste considera vulneran al PJF por el proceder del 

juzgador o servidor público judicial. Trámite que se desahoga a través 

de las visitas de inspección al órgano jurisdiccional respectivo, 

emitiéndose un acta que da pie a la elaboración de un dictamen y que 

una vez aprobado éste por la Comisión de Disciplina y por 

consiguiente el Pleno del CJF, se procede a través de un acuerdo de 

presidencia del Consejo a registrar y estructurar de manera formal la 

denuncia. 

163 Cfr. Artículo 134, fracción V de la LOPJF. 
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Vista la parte medular de la substanciación del procedimiento 

discipliDario, la conclusión del mismo como tal, arriba en el momento 

mismo en que se resuelve en uno u otro sentido, es decir, el sentido 

de la resolución, que como se verá en el siguiente apartado en 

tratándose de quejas administrativas se resolverá, según el caso, en 

improcedentes, infundadas, fundadas, sin materia y sobreseídas; y en 

el caso dé las denuncias en la acreditación o no de causas de 

responsabilidad administrativa, notificando a las partes según lo 

dispone la Ley.164 

4. Los sentidos de las resoluciones disciplinarias. 

Los sentidos de las resoluciones disciplinarias son el resultado 

de la deliberación del CJF (Pleno y Comisión de Disciplina), con apego 

a la CP y a la LOPJF, para determinar en su oportunidad la 

responsabilidad o no de los servidores públicos judiciales. En otras 

palabras, el Consejo al momento de resolver sobre la probable 

conducta indebida o no de los servidores públicos judiciales, emite 

determinados sentidos, los que se dividen según la pertenencia a las 

quejas administrativas o denuncias: 

164 cfr. Artículo 72 de la LOPJF. 
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QUEJA ADMINISTRATIVA DENUNCIA 
IMPROCEDENTES, SIN ACREDITAR 

INFUNDADAS, SIN MATERIA, RESPONSABILIDAD 
SOBRESEIDAS 

FUNDADAS ACREDITACION DE 
RESPONSABILIDAD 

La mejor manera de ejemplificar los criterios que sigue el CJF 

para determinar los sentidos de las resoluciones es a través de los 

criterios de la Comisión de Disciplina y Pleno del CJF, así como las 

jurisprudencias y tesis que el Pleno de la SCJN va emitiendo y que 

con el paso del tiempo van sentando precedentes en materia 

disciplinaria. Por tal motivo me sirvo presentar como anexo 3 165 en el 

presente ensayo académico, los citados criterios en materia 

disciplinaria clasificados por el sentido de la resolución en tratándose 

de quejas· administrativas y denuncias, que sirven de guía y 

fundamentación para resolver en su momento sobre la 

responsabilidad de los servidores públicos del PJF. 

No obstante lo anterior procedo, de manera sucinta, a esbozar 

los conceptos primarios de cada uno de los sentidos de las 

resoluciones disciplinarias de las quejas administrativas y denuncias 

interpuestas ante el CJF. 

165 Véase a partir de la página 189. 

• 
• • • • • • • • • 
• • • • • • • • • 
• • • • 
• • • • • • • • • 



• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

117 

La improcedeDcia en la queja administrativa denota la falta 

misma de la procedencia, esto es, la carencia de fundamento u 

oportunidad. Marco Antonio Díaz de León comenta que lo 

improcedente es falto a la legalidad sinónimo de improcedencia, que 

se traduce a la carencia de derecho y de fundamento legal;166 en otras 

palabras, la improcedencia en el contexto administrativo-disciplinario 

advierte la imposibilidad de accesar al estudio de la conducta 

desplegada por el servidor público del PJF. 

El sentido bJfuDdado o fuDdado en que resulta una resolución 

disciplinaria derivada de la queja administrativa, revela en el primero 

de los supuestos, que no obstante que procede la revisión de la 

conducta del funcionario judicial, se carece de elementos suficientes 

que estimen el fundarla, por lo que en el caso de presentarse el 

segundo de los supuestos, es decir, fundar la queja administrativa, 

nos lleva al otro extremo y como probable consecuencia el imponer 

una sanción de carácter administrativa. 

Por otro lado, en el pasado, la queja administrativa se declaraba 

sbJ materia cuando el servidor público judicial dejaba de serlo (por 

166 DIAZ DE LEON, Marco Antonio. Op. cit., Supra nota 66, p. 915. 
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cualquier razón), es decir, ya no pertenecía más al Poder Judicial de la 

Federación. 

A raíz de la instalación de la Comisión de Disciplina del CJF, se 

adoptó el criterio de no declarar sÚJ materia tal supuesto, por el 

contrario, se resuelve y se ordena se integre la resolución 

disciplinaria al expediente personal del ex-servidor público judicial, 

esto con la intención de que si en un futuro la misma persona vuelve 

a solicitar su ingreso al PJF, sirva como antecedente la resolución que 

para entonces deberá de obrar en su expediente personal (sin el ánimo 

de hacer válida la resolución y mucho menos obrar de manera 

arbitraria al querer aplicar una sanción, que probablemente para ese 

tiempo, inclusive, ya prescribió). 

Por otro lado, la denominación SiD materia encuentra eco al 

momento en que el fromulante de la queja administrativa desiste de 

ella, según el criterio prescrito por la tesis que se emitió en la Octava 

Epoca por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, cita en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo XlII-

junio, 3&. XXXV /94, en página número 246, que dice: 

QUEJA ADMINISTRATIVA. QUEDA SIN MATERIA CUANDO EL FORMUL.4NTE 
DESISTE DE ELLA. Ls materia de uu. quej •• dmlulatrativa, couforme. lo dlapuesto 
por las úaccloues VI y X del artículo 13 de la úy OrgálJlca del Poder Judicial de la 
Federacl6u, la coustltuye el eumeu de las irregularidades Imputadas por el 
formuJaute de la misma 11. uu muclouulo judlcJaJ, por lo que si aquél desiste, 

• • • • • • • • 
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desaparece lB mllterlB de lB queja, procediendo, por ende, ordenar el archivo del 
expediente. 

Al respecto, comparto lo enunciado por Mario Melgar Adalid al 

señalar que el CJF se aparta de tal criterio, ya que: 

No pueden extiDguirse los efectos procesales de lBs actuaciones previas 
al desistimiento, pues el iDterés del quejoso es irrelevante en un 
procedimiento discipliDarJo, pues no se valora el derecho del quejoso, Di su 
renuncia al mismo, siDo los hechos y las pruebas aportadas sobre 
determiDada conducta judicisl. Por otra parte, toda vez que la actuación y la 
conducta de los funcioDSriosjudicisles es de orden público en tanto propicia 
el bienestar comÚD, el derecho de un particular o de cualquier quejoso a 
desistirse, debe ceder ante el respeto que debe briDdarse al orden aludido. l6? 

En lo relacionado con el sobreseimiento en la queja 

administrativa se debe decir que el sobreseer puede significar desistir 

de un empeño o pretensión; el que un órgano jurisdiccional suspenda 

un proceso por considerar que no hay causas que justifiquen la acción 

de la justicia, o bien que por tal motivo no se entre al fondo de un 

asunto. 

Hablar de sobreseimiento, noS lleva de inmediato a pensar en un 

término procesaJ-jurisdiccionaJ, y por lo regular nos remite a la Ley de 

Amparo en su apartado respectivo;168 por lo que la naturaleza del 

mismo se ubica más en al ámbito jurisdiccional que en el 

administrativo. El Presidente de la SCJN y del CJF, Ministro Genaro 

167 MELGAR ADALID, Mario. Op. cit., Supra nota 53, pp. 191 Y 192. 
168 Cfr. Artículo 74 de la Ley de Amparo. 
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D. Góngora Pimentel, señala que el sobreseimiento es la resolución 

judicial por la cual se declara que existe un obstáculo jurídico o de 

hecho que impide la decisión sobre el Condo de la controversia. 169 

No obstante lo expuesto, el sobreseer en la queja administrativa 

aparece por prímera vez como criterio a tomar en cuenta, en sesión 

ordinaria de la Comisión de Disciplina del CJF, de Cecha 23 de junio 

de 1998, que dictó: 

Debe decretarBe el sobreseimiento cuando el fUncionario en contra del 
cual se endereza la misma, fallece y respecto de aquéllas que ya fueron 
resueltas por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 170 

De lo anterior, manifiesto mi desacuerdo, toda vez que traspolar 

un término, que me parece es estrictamente procesal-jurisdiccional y 

en particular se reserva para el amparo, se aplique en la actualidad 

para dichos casos en tratándose de la queja administrativa, en otras 

palabras, no le encuentro cuadratura el insertar tal concepto, 

habiendo otros que encajan perfectamente bien en el medio 

administrativo-disciplinario de la queja interpuesta ante el CJF, como 

lo es declarar el desecbamiento o sin materia tales supuestos. 

169 GONCORA PIMENTEL, Genaro. IntroducciÓn al Estudio del Juicio de Amparo Quinta Edición, 
Editorial POITÚa S.A., México, 1995, p. 226. 
170 Anterior al presente criterio de la Comisión de Disciplina, se estimaba el declarar "sin materia" dichos 
supuestos. 
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Ahora bien, en relación a las resoluciones disciplinarias 

derivadas de las denuncias, se acreditan o no las causas de 

responsabilidad reveladas por los funcionarios judiciales. La 

acreditación o desacreditación se sujetan a la revisión de similares 

elementos contenidos en autos que para las quejas administrativas y 

que son el acta de inspección, dictamen, informe de los funcionarios 

judiciales y en su caso las comparecencias respectivas por parte de 

los mismos, la valoración de pruebas y en sí todo aquéllo que pudiera 

resultar superveniente para la integración del expediente. 

La calificación de faltas administrativas y sanciones 

disciplinarias son el acto que precede al momento de que se emite el 

sentido de la resolución disciplinaria, el establecer la falta 

administrativa e imponer la sanción correspondiente lleva su propio 

procedimiento, por lo que en el siguiente capítulo se tratará de 

satisfacer en lo más posible su exposición. 
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CAPITULO 4 

CALIFICACION DE FALTAS ADMINISTRATIVAS 

y 

SANCIONES DISCIPLINARIAS 

1. Calificación de faltas administrativas y sanciones disciplinarias. 

Como se ha visto, para determinar la responsabilidad de los 

servidores públicos del PJF, primero se debe investigar la conducta de 

aquéllos y determinar, si procede y se funda o se acredita la 

responsabilidad en el caso concreto. Acto seguido se califican las 

faltas administrativas para que en consecuencia se apliquen la o las 

sanciones de carácter administrativo, tarea por demás delicada al 

obligar al CJF a obrar con cautela en el ánimo de respaldar sus 

resoluciones y conservar su imparcialidad como órgano del PJF. 

Las sanciones administrativas son aquéllas derivadas de la 

comisión de faltas administrativas, naturaleza que no se pierde al 

denominar a tales como: "slUlciolles disciplillsriss" siendo 

congruentes con la presente tesis. 

Así,. por lo que hace a la calificación y aplicación de sanciones 

disciplinarias, éstas, como se apuntó al final del anterior capítulo, 
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llevan su propio procedimiento para determinarlas. Las faltas en que 

pueden incurrir los servidores públicos judiciales, se valoran por el 

Pleno del Consejo de la Judicatura Federal. Los criterios que norman 

la valoración171 y calificación como la imposición de las sanciones 

disciplinarias encuentran su sustento en los artículos 53, 54 Y 55 de 

la LFRSP. 172 

No obstante que el CJF es el facultado de acuerdo a la LOPJF 

para calificar las faltas, y que en estricto derecho sólo pueden ser 

leves a graves, sin que existan medias o iDtermedias entre estos dos 

extremos; la costumbre ha llevado al CJF, en ocasiones, a externar 

calificativos en las faltas administrativas como: levísimas, 

mediaDameDte leves, casi graves, DO taD graves, meDOs que graves O 

gravísimas, por citar algunos ejemplos. 

El artículo 136 de la LOPJF, segundo párrafo, considera como 

faltas graves, el incumplimiento de las obligaciones enmarcadas en el 

artículo 101 de la CP, artículo 47, fracciones XI a XIII, y XV a XVII de 

la LFRSP y, artículo 131, fracciones 1 a VI del ordenamiento legal 

citado en primer término y que se transcribe: 

131.-'SeráZJ causas de respoZJsabllidlld para los servidores públicos del Poder 
Judicial de la Federaci6ZJ: 

171 Se valoran de acuerdo a los criterios de los artículos 131 de la LOPJF y 47 de la LFRSP. 
172 Cfr. Artículo 136, primer párrafo, de la LOPJF. 
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L Realizar conductas que atenten contra la independencia de la función 
judicial, taJes como aceptar o ejercer, consilf1JBs, presiones, encargos o 
comisiones, o cualquier acción que genere o implique· subordinación 
respecto de algulJB persolJB, del mismo u otro poder; 
n. Inmiscuirse indebidamente en cuestiones del orden jurisdiccional que 
competan a otros órganos del Poder Judicial de la Federación; 
m. Tener UIJB notoria ineptitud o descuido en el desempeño de las funciones 
o labores que debSIJ realizar; 
Jv. Impedir en los procedimientos judiciales que las partes ejerzan los 
derechos que legalmente les correspondan en los procedimientos; 
V. Conocer de algún asunto o participar en algún acto para el cual se 
encuentren impedidos; 
VI. Realizar nombramientos, promociones o ratiRcaciones infringiendo las 
disposiciones generales correspondientes; 

En el artículo 134, fracción V, último párrafo de la LOPJF, se 

identifican los calificativos de faltas leves173 y graves: 

Cuando la falta motivo de la queja fuese leve, el presidente de la 
Suprema Corte de Justicia o el órgano que determine el Consejo de la 
Judicatura Federal impondrá la sanción que corresponda y dictará las 
medidas para su corrección o remedio inmediato; si la falta fuere grave, 
remitirá el asunto al Pleno de la Suprema Corte de Justicia o al Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal según corresponda, a /üJ de que procedan 
de acuerdo a sus facultades. 

En la práctica el CJF ha propiciado el calificar faltas 

administrativas fuera de lo señalado por la Ley, lo que me parece 

delicado, toda vez que el usar calificativos intermedios amplía la 

facultad discrecional del Consejo, y no es que ello sea negativo, 

simplemente el apego a la ley da mayor certidumbre y más aun 

cuando ésta es muy clara y no permite distingo alguno susceptible de 

interpretación. 

173 cfr. Artículo 131, fracciones de la VII a la XII de la LOPJF. 
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Como se comentó en el capítulo anterior, el Pleno del CJF 

conoce de las resoluciones fundadas en tratándose de quejas 

administrativas y en la acreditación de causas de responsabilidad en 

torno a las denuncias, por lo que se colige que entiende sobre la 

valorización para calificar las faltas y aplicar las sanciones 

disciplinarias correspondientes, cuando así ocurre; las sanciones a 

aplicar tratándose de faltas graves son las de destitución del puesto, y 

la inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o 

comisiones en el servicio público. 

Ahora bien, sSllcióll proviene del latin Ballctio-Ollis, concibe 

varios significados entre los que destacan: pena que la ley establece 

para el que la infringe, o mal dimanado de una culpa o yerro y que es 

como su castigo o pena. 174 

La LOPJF cita las siguientes sanciones, las cuales son de igual 

enunciación que las contenidas en el artículo 53 de la LFRSP,175 salvo 

el orden en que éstas se encuentran respecto de las otras, toda vez 

174 Diccionario de la LenCUa EWañola, Op. cit., Supra nota 54, p.1304. 
175 Art. 53. Las sanciones por falta administrativa consistirán en: 

l. Apercibimiento privado o público; 
11. Amonestación privada o pública; 
/If. Suspensión; 
IV Destitución del puesto; 
V. Sanción económica; e 
VI. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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que la sanción económica en la LFRSP se encuentra en la fracción V y 

suspensión en la III, mientras que la primera de ellas contenida en el 

artículo 135 de la LOPJF, se localiza en la III y la segunda en la 

fracción IV, como se aprecia: 

1. ApercibJmJento privado o público; 
n. Amonestaci6n privada o pública; 
nI. StuJci6n econ6mJca; 
Iv. Suspensi6n; 
V. Destituci6n del puesto, e 
~ llÚlabOitaci6n temporal para desempeiJar empleos, cargo o comisiones 

en el servicio público. 

A manera de propuesta considero pertinente establecer distinta 

redacción en el catálogo de sanciones disciplinarias de las contenidas 

en la LFRSP y LOPJF. Lo que persigo es contar con una escala de 

mejor estructura para las sanciones y por otro lado demostrar mínima 

o nula diferencia entre el término apercibir y el de amonestar, para 

así suprimir una de ellas. 

Apercibir es la acción y efecto de apercibir o apercibirse, se 

contempla como una de las correcciones disciplinarias y su objetivo 

es prevenir, amonestar, advertir; hacer saber a la persona, citada, 

emplazada o requerida, las consecuencias que se seguirán de 
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determinados actos u omisiones suyas. 176 Amonestar significa 

advertir, prevenir, reprender. 177 

No existe diferencia alguna que pudiera significar la enunciación 

de una y otro en los citados ordenamientos legales. En el caso de la 

LFRSP, quizá el ánimo del legislador era contar con diversa y mayor 

gama en la escala de las sanciones para así tener más instancias que 

agotar al momento de aplicar las sanciones, no obstante que la escala 

lleva a un aumento en las posibilidades de aplicación sancionadora al 

momento de clasificarlas privadas o públicas. y en el caso de la 

LOPJF, me parece que no se quiso violentar lo preestablecido en la 

LFRSP. 

Por lo anterior, sugiero la conveniencia de suprimir la sanción 

de apercibimiento en sus dos modalidades y que opere solamente la 

amonestación privada o pública. 

Ahora bien, substituyo el término sanción económica por 

sanción pecuniaria pública. El término pecuniario me parece más 

exacto con lo que se quiere expresar en torno a una sanción 

176 Diccionario de la LenfUª EspaÑola, Op. cit., Supra nota 54, p. 117. 
177 Ibidem. p. 91. 
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disciplinaria, por un lado, y el hacer pública tal sanción, agrava el 

carácter de la misma, dando como resultado una sanción un tanto 

más severa al vulnerar la imagen, reputación, prestigio y fama pública 

del servidor público judicial a quien se le vaya a aplicar dicho 

correctivo. 

Pecuniario del latín pecuniaJis, su origen proviene de pecunia 

de la raíz latina pecunia, que representa moneda o dinero; 

perteneciente al dinero efectivo; pena pecuniaria. 178 

Por otra parte, suspensión proviene de la raíz latina suspensio-

onis, acción o efecto de suspender o suspenderse; censura o 

corrección gubernativa que en todo o en parte priva del uso del oficio, 

beneficio o empleo o de sus goces y emolumentos.179 

En el caso de la suspensión, ésta no sufre modificación o 

substitución alguna. Sin embargo en la práctica, el CJF con más 

frecuencia adopta el criterio de validar y habilitar la sanción 

disciplinaria de la suspensión bajo la calificación de grave, esto es, al 

suspender a un funcionario judicial se hace por más días y "sin goce 

178 ¡bidem. p. 1102. 
179 [bidem. p. 1364. 
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de sueldo"; efecto compensatorio que eleva automáticamente a la 

categoría de grave la falta y por lo tanto le permite al CJF no recurrir 

de manera inmediata e inevitable a la destitución del puesto, como lo 

señala la Ley de manera expresa para dichos casos; por lo que se 

concluye que el CJF se aparta de lo preceptuado por la Ley. 

De lo anterior se colige lo insuficiente que resultan dos 

sanciones a aplicar derivadas de una falta grave, mejor es pensar en 

tener otra sanción que aplicar, sólo que en esta ocasión se sumaría a 

lo establecido por la LOPJF de manera expresa, en tratándose de una 

sanción más a imponer distinta de las de destitución del puesto e 

inhabilitación temporal para desempeñar empleos cargos y 

comisiones en el servicio público, toda vez que se evidencia en la 

práctica que la realidad supera lo legislado. 

En otras palabras, la necesidad ha orillado al CJF a adecuarse a 

las exigencias de la praxis, lo forza para ingeniar y crear formas y 

mecanismos novedosos para desempeñar de la mejor manera su 

función, tal es el caso que se acaba de dilucidar. 

Por tal motivo considero viable, y a manera de propuesta, se 

pugne para reformar la LOPJF en lo que se refiere a esta problemática, 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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que si bien se resuelve como ya se indicó, por el propio Pleno del CJF, 

ello no implica que sea el propio Pleno quien no acate una disposición 

expresa contenida en su Ley Orgánica. Así, se propone que se incluya 

como sanción a aplicar, derivada de una falta grave, la de suspensión 

sin goce de sueldo. 

Ahora bien, Destituir proviene del latín destituere, quiere decir 

privar a alguien de una cosa; separar a alguien del cargo que ejerce. ISO 

En cuanto a la destitución del puesto y a la inhabilitación 

temporal ya referidas, dado su naturaleza es pertinente que así se 

sigan enunciando. Por otro lado, cabe citar el contenido del articulo 

136, último párrafo y en correlación con el 137, de la LOPJF, en 

virtud de que precisa la procedencia de la destitución de los 

magistrados de Circuito y jueces de Distrito, respectivamente: 

Artículo 136 ....... .. 
Tratándose de los mbústros, la destitución sólo procederá en los casos 

a que se reOere el Articulo 101 y el Título IV de la Constitución Politica de 
los Estados Unidos Mexicanos, así como las fracciones XI, XIII, y XV a XVII 
del Artículo 47 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos. 

Artículo 137. Tratándose de jueces y magistrados, la destitución sólo 
procederá en los siguientes casos: 
l. Cuando J.ucurTBn en UDS responsabmdad grave en el desempeño de sus 
cargos, y 
11. Cuando reJ.ucidaD. en UDS causa de responsabilidad sJ.u haber atendido a 
las 'observaciones o amonestaciones que se les bagan por faltas a la moral o a 

ISO [bidem. p. 518. 



131 

Js disciplbJa que deben guardar conforme a Js ley y a los reglamentos 
respectivos. 

Seguido de lo anterior, el artículo 97, párrafo primero de la CP 

en concordancia con el artículo 140 de la LOPJF, establece que las 

resoluciones por las que el Pleno del CJF imponga sanción como la 

destitución del puesto de juez de Distrito o magistrado de Circuito, 

podrán ser impugnadas por el interesado ante el Pleno de la SCJN a 

través del Recurso de Revisión Administrativa, tema que trataré en el 

siguiente capítulo. 

Inhábil del latín inbabilis, refiere a la acción de inhabilitar que 

se traduce a declarar a uno inhábil o incapaz de obtener o ejercer 

cargos públicos, o de ejercitar derechos civiles o politicoS.181 

En el caso de la inhabilitación temporal para desempeñar 

empleos, cargos o comisiones en el servicio público, el Pleno del CJF 

podrá determinar el tiempo de la inhabilitación, respetando el límite 

legal establecido que va de un año hasta veinte años. 182 

181 Ibidem. p. 824. 
182 Cfr. Artículo 8vo. de la LFRSP. 
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Por último y en relación con lo manifestado, considero un 

cambio esquemático en la escala jerárquica de las sanciones 

disciplinarias, diversa a la establecida por la LOPJF y la LFRSP: 

-Amonestación privada o pública; 

-Sanción pecuniaria pública; 

-Suspensión sin goce de sueldo; 

-Destitución del puesto, e 

-Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o 
comisiones en el servicio público. 

1.1. Individualización de la sanción disciplinaria. 

En el caso de resultar una queja administrativa fundada o una 

denuncia en donde se acrediten causas de responsabilidad a los 

servidores públicos judiciales, el Pleno del CJF, procede al análisis de 

la sanción disciplinaria a aplicar. 

Parecería que el CJF quisiera en la mayoría de los casos 

disciplinarios sancionar a los servidores públicos del PJF, por lo que 

considero que es todo lo contrario. El CJF no "busca" la manera o el 

medio para sancionar sin motivo y sin razón a los funcionarios 

judiciales, sin embargo resulta que al evidenciarse una o varias 

conductas indebidas despeladas por éstos procede a la investigación 
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pertinente y que en el supuesto de resultar responsable por la 

comisión de faltas administrativas, los sanciona. 

Ahora bien, previa a la sanción disciplinaria hay factores que se 

toman en cuenta para la calificación de la misma, tal es el caso de la 

denominada individualización de la sanción disciplinaria. 

El artículo 54 de la LFRSP sañala: 

Las SlUJciones admbústrativall lIe impondrán tomBDdo en cuenta los 
siguientes elementos: 
1. La gravedad de lB responssbDidad en que se ÚlCurra y lB convenienclB de 
suprimir prácticas que úúrúJjan, en cualquier forma, lBs disposiciones de 
esta ley o lBs que se dicten con baile en ella; 
JI. Las circunstanclBs socioeconómJcslI del servidor público; 
III. El niveljerárquico, los antecedentell y las condiciones del búractor; 
rv. Las condiciones exteriores y 1011 medios de ejecución; 
V. La antilfÜedad del servicio; 
VI. La reÚlcidencJa en el ÚlcumpJJmJento de obligaciones, y 
VII. El monto del beneficio, daiJo o perjuicio económicos derivado del 
ÚlcumplJmiento de obligaciones. 

La individualización de la sanción disciplinaria se basa en el 

comportamiento del funcionario judicial revelado a través del tiempo 

en que éste ejerce su función, es decir, e.1 expediente personal del 

servidor público judicial es el punto de partida para que, conforme a 

lo establecido en la Ley se estudie el caso en concreto por resolver en 

tratándose de la aplicación de la sanción disciplinaria. 

• 
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1.2. Sanciones aplicables al promovente. 

Sanción al promovente es aquélla que se presenta cuando el 

mismo, es decir, el ocursante, inconforme o quejoso interpone queja 

administrativa sin motivo o en su caso cuando faltare al respeto al 

servidor o servidores públicos judiciales o a uno de los órganos que 

componen al PJF.183 

La LOPJF es muy clara en tratándose de estos dos supuestos 

jurídicos en que pueden incurrir los promoventes: 

1. El Pleno del CJF, podrá apercibir, amonestar e imponer 

multas hasta de 180 días de salario mínimo general vigente en el 

Distrito Federal al día de cometerse la falta a las personas que falten 

al respeto a algún órgano o miembro del PJF en las promociones que 

hagan ante el CJF.184 

2. El Pleno del CJF, impondrá al quejoso, representante, o 

abogado, o a ambos, cuando interponga queja administrativa sin 

motivo alguno, una multa de 120 días de salario mínimo general 

I8'Para la SCJN, véase articulo 11, fracción XVII; para el Tribunal Electoral, véanse sus artículos 189, 
fracciones 11 y I1I, 209, fracción XXII de la LOPJF. En el presente apartado me ocuparé sólo de lo previsto 
para el CJF. 
184 Cfr. Articulo 81, fracción XXVIII, de la LOPJF. 
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vigente en el Distrito Federal, al momento de interponer la queja 

administrativa. lBS 

Las sanciones al promovente no son excluyentes. Lo mismo se 

puede imponer un apercibimiento y una multa pecuniaria, como la 

acumulación de multas por los motivos que se exponen en la LOPJF. 

Las sanciones destinadas al promovente no se encuentran 

sujetas al procedimiento que se lleva para la calificación de faltas 

administrativas y la imposición de sanciones disciplinarias reservadas 

para los servidores públicos del PJF. 

2. Reflexiones en torno a las sanciones disciplinarias. 

Las sanciones disciplinarias por lo regular limitan y obstaculizan 

a los funcionarios judiciales en su carrera judicial, como por ejemplo 

al llevarse a cabo los distintos concursos para acceder a juez de 

Distrito y magistrados de Circuito, se revisa la existencia de quejas 

administrativas fundadas y denuncias que acrediten causas de 

responsabilidad administrativa con sus sanciones disciplinarias 

correspondientes. 

1SS cfr. Artículo 139 de la LOPJF. 
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Las sanciones disciplinarias limitan el curso normal dentro de la 

carrera judicial para aquéllos que se ven afectados con las mismas, 

obligan al CJF a obrar con mucha cautela con el fin de no perjudicar 

voluntaria o involuntariamente a elementos que dignifican al Poder 

Judicial de la Federación, y beneficiar por otro lado a elementos no 

comprometidos con el PJF. 

En concordancia con lo anterior, para ratificar o no ratificar a 

un juzgador federal, se revisan las quejas administrativas fundadas o 

denuncias en donde se acrediten causas de responsabilidad 

contenidas en el expediente personal del juzgador de que se trate, por 

lo que los artículos 97, primer párrafo, de la CP y 121 de la LOPJF, 

señalan: 

97.- Los Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito serán nombrados 
y adscritos por el Consejo de la Judicatura Federal, con base en criterios 
objetivos y de acuerdo a los requisitos y procedimientos que establezca la 
ley. Durarán seis dos en el ejercicio de su encargo, al término de los cuales, 
si fueran ratiBcados o promovidos a cargos superiores, sólo podrán ser 
privados de sus puestos en los casos y comorme a los procedimientos que 
establezca la ley. 

121.- Para la ratiBcaci6n de magistrados de circuito y jueces de 
distrito a que se reOere el primer párrafo del Artículo 97 de la Constitución 
Política de lDs Estados Unídos Mexicanos, el Consejo de la Judicatura 
Federal tomará en consideración, de coDformidad con el reglamento 
respectivo, los siguientes elementos: 

I. El desempeJJo que se haya tenído en el ejercicio de su función; 
II. Los resultados de las visitas de inspecci6n; 
III. El grado académico que comprende el nivel de estudios con que 
cuente el servidor público así como los diversos cursos de 
actualizaci6n y especJaJizaci6n acreditados de manera fehaciente. 
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Iv. No haber sido BallcioDSdo por falta grave, COIl motivo de UDS queja 
de carácter admhústrativo, y 
V. Los demás que estime pertilJelltes, siempre que cOllstell ell acuerdos 
gellersJes pub/Jcados COIl seis meses de allticipacióll a la fecha de la 
ratiDcacióll. 

Paralela a la tarea de juzgar, no hay nada más importante para 

un juzgador que el que se le ratifique, ya sea en su calidad de juez de 

Distrito o magistrado de Circuito, el punto culminante de la carrera 

judicial es precisamente cuando el PJF a través del CJF determina 

ratificar al juzgador, 10 que representa todo el esfuerzo acumulado 

durante años por consolidarse en la carrera judicial. 

Por tal motivo, cuando esto no ocurre, es decir, no se ratifica al 

juzgador, se presenta una situación dificil para el CJF y para el propio 

PJF, toda vez que el Poder Judicial es el primer perjudicado en que 

esto ocurra, puesto que el perder a un juez de Distrito o a un 

magistrado de Circuito no es su objetivo; si se analiza en un plano 

social, se observa que el tiempo invertido, el pago de los 

contribuyentes para que los juzgadores federales reciban sus 

emolumentos y prestaciones de manera oportuna y lo que representa 

el tener a un mal juzgador, lejos de ser un acierto se convierte en un 

lamentable fracaso no sólo para el PJF, sino para la misma sociedad 

quien depositó su confianza en el servidor público. 

• • • • • • • • • • 
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De acuerdo a lo prescrito por el artículo 121 de la LOPJF, son 

cinco los elementos a considerar para resolver sobre la ratificación o 

no ratificación del juzgador federal. De los cinco elementos, tres 

pertenecen estrictamente al ámbito disciplinario, el primero sobre el 

desempeño que se haya tenido en el ejercicio de su función; le siguen 

los resultados de las visitas de inspección; y finalmente, no haber sido 

sancionado por falta grave con motivo de una queja de carácter 

administrativo. 

El desempeño que se baya tellido ell el ejercicio de su fUllcióll se 

evalúa en el momento mismo en que se hace la revisión del acta de 

visita especial practicada, exprofesa para resolver sobre la 

ratificación, y aquellos elementos de relevancia que aporte el 

expediente personal del juzgador federal. 

Los resultados de las visitas de illspeccióll, como su enunciación 

lo indica, son todas aquellas visitas ordinarias o extraordinarias 

practicadas al juzgador federal sea en su calidad de juez de Distrito o 

magistrado de Circuito, de donde también se desprenden elementos 

indiciarios de probables causas de responsabilidad administrativa, que 

hasta antes de la reforma de 1994 se presentaban en actas, 

recomendaciones, observaciones y en algunos casos amonestaciones 
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por parte del ministro inspector a quien le correspondía practicar las 

visitas de inspección; y posterior a la reforma judicial los mismos 

elementos se evalúan, sólo que en esta ocasión es a la Visitaduría 

Judícial quien le compete practicar las visitas de inspección. 

No haber sido Bancionado por falta grave, con motivo de una 

queja de carácter administrativo. Este punto en particular no merece 

mayor explicación, sin embargo es pertinente hacer notar que la 

legislación presenta una laguna: ¿qué ocurriría si a un juzgador se le 

acredító causa o causas de responsabilidad en relación a una denuncia 

enderezada en su contra?, simple y sencillamente como la leyes 

expresa en este sentido, no procedería tal hipótesis, pues mientras el 

juzgador federal no hubiese sido sancionado por falta grave con 

motivo de una queja de carácter administrativo, no corre el peligro de 

encuadrar en el citado supuesto jurídíco. 

Al respecto se podría también interpretar que: "queja de 

carácter administrativo" podría ser también la denuncia, sin embargo 

considero que no es así porque en esencia son dístintas, aunque 

persiguen el mismo fin. Por tal motivo cabe la reflexión urgente de 

subsanar tal omisión a fin de que la LOPJF sea clara y precisa, toda 

• • • • • • • • • • • • • • • • • 
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vez que el CJF valida indistintamente tal disposición tanto para la 

queja administrativa como para la denuncia. 

Sin lugar a dudas la ratificación es de la mayor trascendencia, a 

tal grado que cuando un juzgador ha sido ratificado y no tengan falta 

grave en su desempeño, se les puede considerar en el procedimiento 

de insaculación para ser consejero de la Judicatura Federal en los 

términos que establece la LOPJF.186 

La ratificación presupone independencia del juzgador, esto es, al 

ratificar a un juez de Distrito o magistrado de Circuito se le da la 

certidumbre jurídica necesaria para que éste desempeñe su función de 

manera confiada, lo que se traduce a la inamovilidad del juzgador. 

A principios de siglo la Constitución de 1917 consagraba en su 

texto la inamovilidad para los jueces federales, la que se suprimió en 

1934, y posteriormente en 1944 se optó por volver a la anterior 

fórmula. 

La reforma de 1994 estableció un límite de quince años a la 

función de los ministros de la SCJN, pero no modificó la regla para 

186 Cfr. Artículo 81, fracción III. 
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jueces de Distrito y magistrados de Circuito; toda vez que la 

inamovilidad judicial se le considera como un valor indisoluble ligado 

al de responsabilidad. 187 

Efectivamente, la inamovilidad en la carrera judicial es el 

ingrediente para una adecuada impartición de justicia, las 

ratificaciones de los jueces de Distrito y magistrados de Circuito son 

los que dotan de dicha condición jurídica a los citados funcionarios 

judiciales, sin embargo el factor humano en conjunción con los 

valores morales, son el punto de partida para que suceda esto, es 

decir, la honestidad, providad, imparcialidad, objetividad, sentido 

común y la visión dimensional de la justicia hace que un juzgador sea 

aún mejor en el desempeño de sus funciones. 

Salomón Diaz Alfaro comenta que aparejado a la inamovilidad va 

la carrera judicial, y señala: 

Si es verdad que lB imuZJovJJJdsd puede ser caUS/l, en el caso de mslss 
desilflJllciones, de consecuenciss negativas psra lB admwstración de 
justicia, sus ventaJas son mayores en vista de que lB csrrers judicisl requiere 
de U1JB amplia dedicación sI derecbo, lB que solBmente puede reslJzsrse, en 
lB msyoría de los casos, con lB seguridsd que tiene un funcioZJSrio de que 
solBmente en casos excepcionsles puede ser privado de su csrgo. LB 
sociedad no puede descanSllr smo en lB justicia, y lB reglBmentación de lB 
csrrers judicial es uno de los medios de formar el personsI adiestrado que 
debe admwstrarlB.188 

\87 MELGAR ADALID, Mario. Op. cit., Supra nota 53, pp. 39 Y 40. 
\88 DIAZ ALF ARO, Salomón. La Inamovilidad Judicial en Las Nuevas Base, Constituciona!e, y Le~ales del 
Si¡tgma Judicial Mexicano La reforma Judicjal de /986-/987, Editorial POITÚa, S.A., México, 1987, p. 201. 
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Mario Melgar Adalid, señala el objeto de la carrera judicial, y 

concluye: 

La carrera judicial tiene por objeto central la adecuada 
selección, permanencia, promoción y estabJJJdad de jueces y magistrados a 
fin de garantizar su estabJJJdad e bJdependencJa. Los sistemas de selección 
deben propiciar credibJJJdad y certeza, y favorecer que los mejores hombres, 
los más preparados, probos y capaces, accedan a la elevada tarea de 
juzgador. UDS bueDS orgSlJización judicial permite a UD gobieTIJo legitimarse 
en forma cotidiaDS ante la sociedad a la que sirve, y hace brJJJar con 
lumbJosidad las bondades del Estado de Derecho que tanto se pregoDS en la 
BreDS politica. '8' 

Como es de considerarse, las sanciones disciplinarias juegan un 

papel muy importante dentro de la carrera judicial. Por lo que se debe 

entender con claridad que la carrera judicial es el medio idóneo para 

garantizar una plantilla basta y bien preparada de juzgadores 

federales, mientras que las medidas disciplinarias que adopta el CJF 

conllevan a que aquélla sea depurada de la mejor manera con el fin de 

cumplir con su objetivo. 

189 MELGAR ADALID, Mario. Alcances y Perspectivas de la Carrera Judicial, en Hacia la IntegraciÓn v 
Unidad del Poder Judicial de la federaciÓn NÚmero I Poder Judicial de la Federación, Consejo de la 
Judicatura Federal, México, 1997, p. 18. 
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CAPITULO 5 

LAS RESOLUCIONES DISCIPLINARIAS, EL RECURSO DE REVISION 

ADMINISTRATIVA Y EL JUICIO DE AMPARO 

1. Las resoluciones disciplinarias. 

Las resoluciones disciplinarias son aquellas decisiones que en 

materia disciplinaria adopta el CJF a través de su Pleno o Comisión 

de Disciplina. Las resoluciones disciplinarias que importan para el 

presente apartado son las que emite el Pleno del CJF. 

Las resoluciones disciplinarias se componen de tres elementos a 

saber: el sentido de la queja administrativa o denuncia, es decir, 

fundar o acreditar las causas de responsabilidad administrativa; la 

calificación de la falta administrativa; y la sanción disciplinaria, en el 

caso que se imponga alguna. 

1.1. Excepciones a la definitividad de las resoluciones disciplinarias. 

Las decisiones del CJF, son definitivas e inatacables, salvo por 

lo que prescribe el artículo 100, párrafo octavo de la CP y en 

concordancia el artículo 122 de la LOPJF, que señalan: 

100.· .•.. Las decisiones del Consejo serán deiüJJtivas e ÚJatacables, salvo las 
que se reOeran a la desigDación, adscripción y remoción de magistrados y 
Jueces, las cuales podrán ser revisadas por la Suprema Corte de Justicia, 
únicamente para verlRcar que baytUJ sido adoptadas comorme a las reglas 
que establezca la ley orgánica respectiva. 
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122.-Las decisiozzes dictadas por el Cozzsejo de la Judicatura Federal senzz 
delIzútivas e bJatacables, salvo las que se nOerazz al zzombramiezzto, 
adscrJpci6zz, cambios de adscrJpci6zz y nmoci6zz de magistrados de circuito y 
jueces de distrito, las cuales podl7Úl JmpugDtJrSe BZlte el Plezzo de la Supnma 
Corte de Justicia, mediaDte el ncurso de nvJlli6zz admizústrativa. 

Las decisiones del CJF en materia disciplinaria se traducen a las 

resoluciones disciplinarias del propio órgano colegiado. Ahora bien, 

las decisiones del Consejo abarcan también a la carrera judicial, de 

donde se destacan las no ratificaciones de los juzgadores federales o 

en su caso las adscripciones o readscripciones, y respecto de sus 

nombramientos de jueces de Distrito y magistrados de Circuito. 

Las excepciones a la definitividad de las decisiones del consejo 

operan para jueces y magistrados federales cuando se trate de sus: 

• Nombramientos; 

• Adscripción o cambios de adscripción; y, 

• Remoción de los mismos. 

Por otra parte, las excepciones a la definitividad de las 

resoluciones disciplinarias se presentan. al momento mismo de 

resolver sobre una queja administrativa '0 denuncia en donde se 

decrete la remoción del juez de Distrito o magistrado de Circuito, al 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
• • • • • • • • • 
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momento mismo en que se le destituye del puesto. Al respecto el 

artículo 140 de la LOPJF, señala: 

Las resoluciones por las que el Pleno del Consejo de la Judicatura 
FedersJ impo1Jlfa SBlJciones admhústrativss consistentes en la destitución 
del cargo de magistrado de circuito y juez de distrito, podrán ser 
impuglJBdas por el servidor público BlJte el Pleno de la Suprema Corte de 
JusticIa de la Nación medlante el recurso de revisión admhústrativs. 

La remoción también se presenta cuando no se ratifica al 

juzgador federal, por lo que si bien es cierto que el ratificar o no 

ratificar es una decisión del CJF en el ámbito de la carrera judicial, 

cierto también es que al no ratificar al juez de Distrito o magistrado 

de Circuito se debieron de tomar varios elementos en consideración 

para hacerlo, destacando que los más relevantes pertenecen al ámbito 

disciplinario. 190 

El medio para hacer valer las excepciones tanto a las decisiones 

en general como a las resoluciones disciplinarias en particular, 

adoptadas por el CJF, es a través del recurso de revisión 

administrativa como se verá en el siguiente apartado. 

2. El Recurso de Revisión Administrativa. 

En la iniciativa presidencial del 5 de diciembre de 1994 que se 

envió en 'su oportunidad al Senado de la República, no se contemplaba 

190 Cfr. Articulo 121, fracciones 1, II Y IV de la LOPJF. 
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el recurso de revisión administrativa. El Senado al hacer 

modificaciones de dicha iniciativa de ley, estimó la inclusión del 

señalado recurso de revisión,191 como el medio por el cual la SCJN 

revisa el actuar del CJF, es decir, para verificar si las decisiones del 

Consejo se adoptaron conforme a la LOPJF. 

Considero que la inclusión del recurso de revisión 

administrativa, es decir, el que la Suprema Corte se constituya en 

órgano revisor del CJF, vulneró de origen al propio Consejo. Sergio 

García Ramírez señala, que la SCJN es de jure y de facto el órgano 

supremo de la Administración del Poder Judicial de la Federación, 

argumentando: 

No sobra decir que los partidarios de IUUI versión "estricta n u 
"ortodOKS n -permitase Is expresión- del Consejo de Is Judicatura advierten 
el error que implica este carácter revocable de Iss decisiones de aquél, 
precisamente en Is materia más delicada de su competencia natural.'" 

Así, comparto la idea del prestigiado jurista Jorge Carpizo, al 

considerar al recurso de revisión administrativa como un gran 

desacierto, aduciendo que en el derecho comparado no existe tal 

recurso porque se desea que las decisiones de la Judicatura o 

Magistratura sean la última palabra, a f"m de que no se pierda la 

191 Véase en Proyecto de Decreto y discusiones en las Comisiones Unidas de Justicia, Puntos 
Constitucionales y Estudios Legislativos de la Cámara de Senadores en Diario de Debates del 17 de 
diciembre de 1994. 
192 GARCIA RAMlREZ, Sergio. Op. cit., Supra nota 36, pp. 109 Y 110. 
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esencia de aquéllos como órganos autónomos de administración y 

gobierno de los tribunales; que al ser recurribles las decisiones más 

importantes del CJF, se provoca desconfianza en el funcionamiento 

del mismo y, que se corre el riesgo de que los grandes vicios que la 

reforma judicial trata de erradicar: clieatelismo e ia/Juyeatismo, no 

ocurra, para quedar en lo mismo: corrupcióa. 193 

En contraposición Magaly López Nova argumenta que: 

Es sumamente importante que las decisiones del Consejo no 
sean definitivas e ÚJStacables ya que se podría prestar a alguDSS húusticias, 
y esta revisi6n se asemeja a UDS segunda mstancJa para los afectados 
directamente,194 

El recurso de revisión administrativa, como lo señalé, vulnera al 

CJF, permitiendo que en un futuro inmediato se siga desgastando al 

Consejo en su actuar. En otras palabras el recurso de revisión 

administrativa es el inicio que de manera permanente permitirá a la 

SCJN obstaculizar y limitar el actuar del CJF. 

El recurso de revisión administrativa revela incongruencia al 

momento de que éste opera, en el caso concreto, sobre la dualidad 

193 CARPIZO,. Jorge. R1dormas constitucionales al Poder .ludicial Federal y a la jurisdicciÓn constitucional 
del 31 de diciembre de /994 Boletín Mexicano de Derecho Comparado, nueva serie año XXVIII No. 83, 
mayo-agosto 1995, Instituto de Investigaciones Juridicas, UNAM, México, 1995, p. 827. 
194 LOPEZ NOVA, Magaly. Conseio de la Judicatura Federal Análi¡is y Perspectivas, tesis para obtener el 
título de Licenciada en Derecho, Universidad Iberoamericana, México, 1998, p. 122. 
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que se presenta en la Presidencia de la SCJN y del CJF al depositarse 

tales responsabilidades en una sola persona. Inconveniencias 

operativas que en la práctica generan diversas dudas e interrogantes; 

W es el caso que cuando se presenta dicho recurso ante el Pleno de la 

SCJN, motivados por las decisiones dictadas por el CJF, el Presidente 

del Consejo ¿tendrá que votar sobre el asunto en particular?, y por 

otro lado, una vez interpuesto el recurso de revisión administrativa al 

momento que tiene que decidir el Pleno de la SCJN, el Presidente de 

la Corte ¿tendrá que emitir su voto?, es decir, ¿votará en dos 

ocasiones, sólo que con distinta personalidad institucional? o 

¿simplemente se excusará para uno o ambos casos en tratándose del 

recurso de revisión administrativa? 

Al respecto, Jorge Carpizo señala: 

La posici6n persolJlÚ del presidente de bJ Suprems Corte y del Consejo 
se acrecients en UDS forma ÚJdebid ... Me be pronUlJcill.do por un presidente 
de la Corte fortsJecido y por eso .. poyo bJ exteIJSi6n de su periodo, pero en 
este caso, la situaci6n es dUerente porque lI.l ser bJ úmca persolJS ÚJtegrante 
del Consejo que podrá defender sus pUlJtos de vists en el Pleno de la 
Suprema Corte, su voz .. dquJere UIJII. fuena ÚJdebid .. y que opaca, si es que 
SlJuJa en estos casos, las opÚJiones, criterios de los otros miembros del 
Consejo, cUSIJdo ese presidente es s610 UlJo de siete. Se corre el peligro de 
que el presidente de la Corte y del ColJSejo se pued .. convertir en un ente 
autoritsrJo y arbitrario."· 

'" CARPIZO, Jorge. Op. cit., Supra nota 193, p. 828. 
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En relación con lo anterior, y a propósito del recurso de revisión 

administrativa, Sergio García Ramirez cita la reflexión de Victoria 

Adato Green, quien expone: 

Es por lo menos desconcertJuJte el papel que aquí juega el presidente 
de la Suprema Corte de Justicia, que lo es también del Consejo de la 
Judicatura Federal. Éste participa -con voto de cslJdad, en algún caso- en las 
decisiones adoptadas por el Consejo, que luego serán revisadas por el Pleno 
del más alto tribuDsl. ¿Deberá excusarse de ÚlterveDir -una excusa que sería 
sistemática- en esta verdadera segunda ÚlStsnCIa, habida cuenta de que ya 
ÚlterviDo, conoci6 y vot6, acerca del mismo asunto en la ÚlstanCÍa 
anterior?'"· 

De lo dicho, sólo me resta reiterar mi desacuerdo por la 

preminencia del recurso de revisión administrativa que se instaura 

para ciertas decisiones del CJF y para ciertos servidores públicos 

judiciales federales, como lo son los jueces de Distrito y magistrados 

de Circuito, reconociendo que no obstante genera incongruencia en el 

caso específico de la Presidencia de la SCJN y del CJF. 

Es evidente la limitación que se impone de origen al Consejo por 

parte de la Suprema Corte, como se observan en diversas tesis y 

jurisprudencias que en relación al recurso de revisión administrativa 

se han presentado a partir de la constitución del CJF, por lo que 

sugiero remitirse al anexo 4 197 para su consulta. 

196 GARCIA RAMlREZ, Sergio. Op. cit., Supra nota 36, pp. 109 Y II O. 
197 Véase a partir de la página 200. 
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2.1. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, órgano revisor. 

Al considerar un recurso como es el de revisión administrativa, 

para determinadas decisiones del CJF, se debe de entender que la 

SCJN198 se convierte en órgano revisor de dichas decisiones, y en 

particular de las resoluciones disciplinarias de dicho Consejo. 

El recurso de revisión administrativa podrá interponerse199 en 

tratándose de: 

• Resoluciones de nombramiento o adscripción con motivo de un 

examen de oposición por cualquiera de las personas que hubiera 

participado en él; 

• Resoluciones de remoción, por el juez de Distrito o magistrado de 

Circuito afectado y, de la adscripción y cambio de adscripción 

cuando se hubiera negado. 

Por otro lado, la tramitación del recurso de revisión 

administrativa200 se resume de la siguiente manera: 

• El recurso de revisión administrativa se presenta por escrito ante el 

Presidente del CJF dentro de los cinco días hábiles siguientes al 

198 Cfr. Artículo 11, fracción VIII de la LOPJF. 
199 Cfr. Artículo 123 de la LOPJF. 
200 Cfr. Artículos 124 a 128 de la LOPJF. 
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momento que hubiere surtido efectos la notificación de la 

resolución disciplinaria por combatir. 

• Se deberá de rendir informe acompañándolo de todos aquellos 

elementos probatorios que permitan la resolución del asunto. Dicho 

informe será rendido por uno de los consejeros que hubiere votado 

a favor de la decisión, en calidad de representante del CJF, de 

donde se desprende que tanto el escrito de recurso de revisión 

como el informe aludido serán turnados dentro de los cinco días 

hábiles siguientes a un ministro ponente de la SCJN según el turno 

que corresponda. 

• Contra resoluciones de nombramiento o adscripción, se notifica al 

tercero interesado (persona o personas que se hubieren visto 

beneficiadas con las resoluciones) a fin de que en cinco dias hábiles 

siguientes, puedan alegar lo que a su derecho convenga; y no se 

admitirán más pruebas que las documentales públicas, las que se 

deberán presentar por el promovente, tercero perjudicado en el 

correspondiente escrito o contestación del recurso. 

• Contra resoluciones de remoción, el ministro ponente podrá 

ordenar la apertura de un término probatorio hasta por diez días, de 
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donde se desprende que serán admisibles las pruebas documental y 

testimonial, y se colige que cuando alguna de las partes ofrezca 

una prueba documental que no obre en su poder, el ministro 

solicitará a la autoridad que la tenga con el fin de que la 

proporcione a la brevedad posible. 

• Las resoluciones del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación que declaren fundado el recurso de revisión administrativa, 

declarará la nulidad del acto impugnado para el efecto de que el 

CJF dicte una nueva resolución en un plazo no mayor de treinta 

días naturales. La nulidad del acto que se reclame no producirá la 

invalidez de las actuaciones del juez de Distrito o magistrado de 

Circuito nombrado o adscrito; y por otro lado la interposición del 

recurso no interrumpe, en ningún caso, los efectos de la resolución 

impugnada. 

3. Las resoluciones disciplinarias y el juicio de amparo. 

En principio por el artículo 100, párrafo octavo constitucional, 

las decisiones del CJF son definitivas e inatacables, salvo las 

excepciones que se advirtieron con anterioridad, para lo cual se prevé 

el recurso de revisión administrativa; no obstante lo anterior, el 12 de 

agosto de 1998 en diversos diarios de circulación nacional se publicó, 

• • • • • • • 
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en esencia, la misma noticia: la procedencia del juicio de amparo 

contra las decisiones del Consejo de la Judicatura FederaJ. 201 

La noticia originó desconcierto en torno a tal suceso; la prensa 

mostró dos caras: una jurídica y la otra política, la primera revelaba 

que lo del1nitivo no encontraba su significado y lo inatacable 

demostraba no serlo, generando incertidumbre jurídica, la segunda se 

tradujo a un revés por parte de la SCJN y la intención de subordinar al 

CJF, proclamando el primero ser el órgano supremo del PJF. 

El asunto que originó tal determinación por parte del más Alto 

Tribunal del país fue la inconformidad de dos secretarios de tribunales 

de Circuito: Maribel García Garcia y Arturo Villegas Márques, por 

habérseles destituidos de sus puestos, considerando que como 

trabajadores del PJF se les violaron sus garantías dejándolos 

indefensos ante la decisión del CJF. 202 

201 Excé/sior, Sí Proceden los Juicios de Amparo Contra Fallos del CQns~;Q de la Judicatura Federal: SCJN, 
Manuel Rojas Cruz, Sección Primera, p. 4; Reforma, Revoca la SON decisión de jueces, Daniel Lizárraga, p. 
2; El Financiero, El Cons(;o de la Judicatura un subordinado de la Cone, Víctor Fuentes e., p. 37; El 
Universal, Podrán ampararse contra destituciones tuncionarios del Poder .ludicial Federal, Maria Idalia 
Gómez, p. 2; El Sol de México, La Corte Quiere ser Poder Supremo con puror mbordinado5. Rafael Anaya, 
Sección nA", p. 10. 
202 La atención y el estudio respectivo se centran en la resolución de la SCJN del Amparo en Revisión 
3263/97, que de origen interpuso Maribel Garcia Garcia. 
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El amparo se interpuso ante el Juez de Distrito competente203 

el cual, mediante acuerdo de 4 de junio de 1997, 10 desechó por 

notoriamente improcedente. Se recurrió ante el tribunal Colegiado en 

turn0204 que remitió a la SCJN los autos por considerar que el asunto 

reviste -"características especiaJes"- solicitando se ejerciera la 

facultad de atracción por parte de la SCJN.205 La revisión de la 

resolución se decidió por mayoria de seis votos, la procedencia del 

juicio de amparo en contra de actos del CJF.206 

Diversas manüestaciones fueron publicadas en torno al hecho 

inédito ocurrido en los altos niveles de la Justicia Federal. Ignacio 

Burgoa Orihuela calificó de "omblosa estupefacción la increíble 

resolución de la Suprema Corte", argumentando en 10 jurídico que 

"resulta patentemente contradictorio" que las decisiones del CJF 

sean inatacables por claro mandamiento de la CP y que por otro lado 

puedan ser combatidas o impugnadas a través del amparo; y señala en 

203 Juez Octavo de Distrito en Materia Administrativa, con residencia en el Distrito Federal. 
,o. La quejosa Maribel Garcia Garcia, interpuso recurso de revisión conociendo del ntismo el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Adntinistrativa del Primer Circuito, en donde por acuerdo de fecha 4 de julio 
de 1997, los integrantes del citado órgano jurisdiccional deterntinaron rentitir los autos del asunto a la SCJN, 
r.eticionando se ejerciera la facultad de atracción para conocer de la revisión. 
05 La SCJN ejerció la facultad de atracción por oficio conferida por el articulo 107, fracción VITI, inciso b), 

segundo párrafo, de la CP. 
2 .. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al dia 11 de 
agosto de 1998. 
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el aspecto político una rivalidad entre ambos órganos del PJF, 

rivalidad que supone: 

UDa especie de complejo de ÚJferioridad que se ba apoderado de los miDistros 
de la Corte freDte a los ÚJtegrtUJtes del CoDsejo, pues aquéllos ya DO dirigeD al Poder 
Judicial Federal, como lo baceD estos eD la esfera admÚJistrativa y de ÚJtegracióD 
bumaDa de los juzgados de Distrito y tribuDales de Circuito. Es factible, por taDto, 
que dicbo posible complejo baya motivado al mÚJistro Gudbio Pelayo y a los cÚJco 
miD/strDs que Jo respaldaro.D, a colocar IUlticOlJstitucions1mente B la Corte eD una 
situacióD de superioridad úeDte al CoDsejo medlaDte UDa ÚJcoDcebible resolucióD 
mayoritaria que lo rebtlfa a la cODdicióD de autoridad respoDsable eD los juicios de 
amparo que COZJtra BUB decisioDes puedan promovene. LamentablemelJte ests 
bipótesis DO deja de deteriorar a la Justicia FederaL'07 

Mario Melgar Adalid, en su calidad de Consejero de la Judicatura 

Federal, manifestó su desacuerdo en relación a la determinación de la 

Suprema Corte, cuestionando que si las decisiones del Consejo que la 

Constitución señala como def1nitivas e inatacables ya no lo son, 

entonces qué pasará con las decisiones de otros órganos que suponen 

la mismas características, como las declaraciones y resoluciones de 

las Cámaras de Diputados y Senadores en materia de juicio político; 

las del Tribunal Electoral del PJF en tratándose sobre las 

impugnaciones en torno a la elección del Presidente de la República; 

advierte la gravedad del precedente que vulnera la consolidación de la 

reforma judicial, y concluye: 

He querido difUDdir y bacer públies mi ÚJcoDformidad eD este asuDto 
particulsr por cO.Dsiderar que es mi obligacióD como cODseJero de la Judicatura 
Federal y por telJer la co.aviccJólJ de que Jame.DtabJemeDte esta decisió.a DO es 
jurídica SÚJO politica. La CODstitucióD seíiala que el cargo de cODsejero de la 
Judicatura Federal debe ejercerse CaD ÚJdepeDdeDcia e imparcialidad y asi lo 
protesté SDte el SeDado de la República que me desilfDó. ¿Qué más se puede bacer? 
Protestar aDte lo que es UD acto de merza y de merza politica. Por este acto, abara 

207 Excélsior del 15 de agosto de 1998, Afrgnta ª la ConstituciÓn, p. 12. 
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si, delbJiUvo e iDaálcable, qu" BolI.m"Dte IJJ Supr"ma Corte d" JusticlJJ de IJJ NacióD, 
algúD día, podrá remedlJJr.,o8 

Al pOCO tiempo, el periodista Jesús Aranda reportó en su nota 10 

siguiente: 

ED r"lJJcióD COD IJJs críUcas del cODse¡"ro Mario Melgar AdaJJd y d" ¡urisáls 
como /gDacio Burgoa Oribu,,1JJ "D CUlJDto • IJJ d"cisióD d" IJJ Cort" d" p"rmitir ,,1 
julcJo de amplU'O en contra de Teso/ue/olJes del CJF, JOII faDcJolJlUioll censuraron que 
quieDes blJD bablJJdo DO U"D"D eI"m"Dtos para criUCIU' IJJ r"solucióD de IJJ Corte. 
Para "mpezar, dq"roD, ,,1 asuDto de IJJ secretarh del tribUDaJ "DO ba sido "Dgrossdo" 
y, por bulto, DO conocen J08 argulD~lJto. que tOIDUOlJ en cutUJbl los ministros para 
tomar su deciaJóD.'09 

Posteriormente, José Ramón Cossío Díaz hizo un análisis en 

torno a la resolución de la SCJN a propósito del juicio de amparo, y 

apunta que en lo juridico el Pleno de la Corte lleva a cabo un largo 

razonamiento justificando el ejercicio de lil facultad de atracción, que 

postula una manera curiosa de argumentar al recomponer los agravios 

introduciendo un elemento laboral sin que para ello existiera 

justificación, por 10 que, según la Corte, sólo pueden considerarse 

def"mitivas e inatacables aquellas resoluciones del Consejo de la 

Judicatura "proDuDciadas deDtro del ámbito de su competeDcia mas 

DO las que se emitaD SiD atribucioDes legales, pues el CODstituyeDte 

DO pudo baber querido otra cosa"; al respecto Cossío Díaz abunda: 

Lo que de todo esto resultIJ pU'ticuármeZlte deliClldo, es Úl ÚlCOlJllistencÚI en 
los crit"rios de resolucióD asumidos por ,,1 PleDo y, primordJa/m"Dt", IJJ div"rsidad 
de estáDdares de iDterpreálcióD que utiliza. Asi, por e¡"mplo, cabe pr"guDtIIrs" ¿por 
qué moUvos IJJ Corte lilDdameDta eD IJJ "vOIUDáld del CoDsUtuyeDte" aquellos 
argumelJtoB • partir de los cuaJes puede atraer el conocimiento de 108 asuntos o 
llevar a cabo interpreblcJontJs Juridic •• "DDvedous", pero DO bacer Jo propio cualJdo 

208 Refonna del 23 de agosto de 1998, Un Acto de Fuerza Política, p. 16. 
209 La Jornada del 25 de agosto de 1998, El CIF "mltÓ" instancias en el cese de una secretaria, p. 16. 
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se trata de BstllbJecer el SBlltJdo y JOB alClUJCt1S que el propio CoZJstituyente quiso 
darle expresiones "defJJJitivss e inatacables n respecto de /ss resoluciones del 
Consejo? Las resoluciones abrieron /s posibllidad de en el caso de "seguirse /s linea 
de argumentación emprendida por ciertos integrantes de /s Suprema Corte, /s 
técnica del amparo, sustentada por los demás en texto legsJ expreso, se vea, 
BubordbJada al peculiar y momeZJtázJeo modo de comprsnsJóZJ del derecbo por parte 
de esos seDores minlstros ... Jo único que debe eJdgirse a los millJstros es que, 
primero, bagan explicitos todos y cada UDO de Jos elementos que componen sus 
cadenas argumelJtatJvas y que BBaD cODsisteDtes respecto de eOos taZJto en UDS 
m/sDJa sentencia como en Jos casos futuros que deban resolver ..... como sociedad 
estaremos a merced de /ss decisiones que nos deseen imponer 11 sujetos dotados de 
eDormes atribucJoDBsjuridJcas Y, por BDde, poOt/css y BDcJa}es:,l.lO 

Lo señalado por los juristas, Burgoa Orihuela, Melgar Adalid y 

Cossío Díaz, revelan la inequívoca convicción del erróneo proceder 

constitucional de la SCJN. Comparto en esencia lo vertido por tan 

destacados constitucionalistas, así como de la minoria de ministros 

de la Suprema Corte quienes presentaron voto particular en torno al 

caso. 

En el mismo tenor, considero oportuno el dejar plasmado las 

argumentaciones medulares, en términos generales, que se contienen 

en la resolución del amparo en revisión 3263/97, emitida por la SCJN 

en Sesión Plenaria del 11 de agosto de 1998 y que sirvieron de base 

para emitir el fallo correspondiente. 

Los integrantes del Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, determinaron en resolución del 

2\0 Reforma de130 de agosto de 1998 Los conflictos en el Poder.ludicial, p. 14. 
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diecisiete de octubre de mil novecientos noventa y siete, remitir los 

autos del recurso de revisión a la SCJN, solicitando se ejerciera la 

facultad de atracción para conocer de la mencionada revisión 

interpuesta por la quejosa. 

El más Alto Tribunal de la Nación ejerció la facultad de 

atracción de oficio, toda vez que en el considerando quinto de la 

multirreferida resolución se estimó que como " ... la quejosa no planteó 

en sus agravios la constitucionalidad de un precepto legal, de ahi que 

por esta razón (que fue la invocada por el aludido Tribunal Colegiado y 

por la cual decidió remitir los autos a la Corte), sea improcedente 

ejercer facultad de atracción ... ,. . 

Se determinó que " ... No obstante lo anterior, este Alto Tribunal 

oficiosamente, estima que debe ejercerse dicha facultad por los 

motivos que a continuación se exponen y que tornan manifiesto que 

el asunto reviste importancia y trascendencia ... ~ Lo anterior se 

presenta como una larga justificación del ejercicio de la facultad de 

atracción de oficio.211 

2J I En su oportunidad Ignacio Burgoa Orihuela, a propósito de las refonnas en materia de impartición de 
justicia de 11}87 que entraron en vigor el 15 de enero de 1988, indicó que la .... facultad de atracción rompe 
las reglas que delimitan la competencia entre la Suprema Corte y los Tribunales Colegiados de Circuito en lo 
que concierne al conocimiento del recurso de revisión contra las sentencias de los jueces de Distrito, 
propiciándose así la arbitrariedad y la inseguridad en la actuación de los órganos del Poder Judicial de la 
Federación en detrimento de las partes en el juicio de garantías respectivo, principalmente de los sujetos 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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El considerando sexto contiene los agravios hechos valer por la 

quejosa en su total transcripción y así en el considerando séptimo se 

determina que los mismos no pueden estimarse inimpugnables, toda 

vez que la quejosa pone de manifiesto que son dos los argumentos 

centrales, tanto para justificar la procedencia del amparo, como para 

combatir la constitucionalidad del acto reclamado, de donde se colige 

que la argumentación de la SCJN se basó en que el Consejo de la 

Judicatura Federal tiene la naturaleza de una autoridad de carácter 

administrativo y no jurisdiccional, así como la subordinación del CJF 

a la Suprema Corte. 

En efecto, en reiteradas ocasiones se observa en el considerando 

séptimo que se insiste en la subordinación del Consejo de la 

Judicatura al más Alto Tribunal de la Nación, aduciendo que las 

resoluciones del CJF, " ... serán deñnitivas e Úlatacables, salvo ciertas 

excepciones, entre las que no se encuentra el acto reclamado, pues 

éste se reñere a la destitución del cargo de secretaria de un tribunal 

Unitario de Circuito y dichas excepciones sólo operan respecto de la 

procesales distintos de las autoridades responsables. A nuestro entender, tal facultad es una amenaza para el 
orden jurídico del país auspiciable primordialmente por factores de carácter politico, muchas veces reñido 
con el Derecho. ". Cfr. BURGOA O., Ignacio. El Juicio de Amparo. Trigésima Edición, Editorial POITÚa 
S.A., México, 1992, p. 393. 
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desigDación, adscripción y remoción de magistrados de Circuito y 

jueces de Distrito ... ". 

Continúa la argumentación en el sentido de que " ... la expresión 

de defb:litiva e matacable, referente a procedimientos administrativos 

de responsabilidad, debe hacerse extensiva a resoluciones del Consejo 

de la Judicatura Federal concernientes a servidores públicos de los 

Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito, pues esto no se debe 

mterpretar de mBllers alguna del texto del articulo 100 de la 

Constitución, que es limitativo en cuanto a su referencia exclusiva a 

los titulares de los mencionados órganos de impartición de justicia y 

no de los servidores públicos de su adscripción, quienes requieren por 

ende de un tratamiento diverso con sul1cientes posibilidades de 

defensa frente a un acto de autoridad emitido en su contrs, como 

puede serlo la resolución que emita el referido Consejo de la 

Judicaturs Federal ... ". 

En el mismo orden de ideas, la SCJN señala que interpretar 

literalmente la expresión enunciativa del párrafo octavo del precepto 

100 constitucional, en cuanto las decisiones del Consejo de la 

Judicatura serán "definitivas e inatacables", bajo la excepción que ahí 

mismo se refiere en tratándose del recurso de revisión administrativa, 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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reservadas para los juzgadores federales, conduciría a estimar " ... que 

única y exclusivamente ese medio de defensa está circunscrito para 

esos funcionarios y qué ocurre, entonces, con los demás servidores 

públicos que eventualmente pueden ser sancionados, como aconteció 

con la quejosa, quien fue destituida del cargo que venia 

desempeñando como secretaria de un tribunal Unitario de Circuito ... ". 

La Suprema Corte insiste que " ... precisamente aqui es donde se 

abre la posibilidad para sustentar la procedencia del juicio de 

garantias contra este tipo de resoluciones ... " " ... era también propósito 

del legislador que la Suprema Corte continuara siendo la cabeza de 

todo el sistema judicial y que tUVÍese en el Consejo un mero 

auxiliar ... " " ... jamás pensó que el Consejo de la Judicatura pudiera 

tener rango igual o superior al de la Suprema Corte de Justicia, sino 

que su intención estuvo dirigida a crear un órgano que le estuVÍera 

jerárquicamente subordinado ... ". 

La Suprema Corte establece al respecto que como el 

procedimiento del CJF es eminentemente administrativo, pero que al 

trascender a la esfera jurídica de intereses de un servidor público 

" ... quien·a su vez no pierde el carácter de gobernado y sujeto de todas 

las prerrogativas que como tal le confiere la Carta Magna, en este 
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momento, ese acto admÚJistrativo se convierte en un acto de 

autoridad susceptible de ser combativo a través del juicio de amparo 

y, entonces, ya entra en el campo jurisdiccional que le toca a este 

Alto Tribunal decidir, conforme a las reglas de competencia 

establecidas por la ley, tratándose de la via directa, a los jueces de 

Distrito ... " " ... de no ser así, entonces, el servidor público afectado 

quedaria en completo estado de ÚJdefensión, al ya no poder someter 

al examen de un órlJ1U1o jurisdiccional la legalidad de esos actos 

admiDistrativos ... ". 

Concluye la resolución de la SCJN, justificando su criterio 

adoptado al preservar los principios constitucionales, el derecho de 

defensa de una gobernada afectado por un acto de autoridad que se 

estimó violatorio de garantias individuales, " ... a efecto de que a través 

del juicio de amparo pueda impugnar el acto emitido por el 

mencionado Consejo que reúne las caracteristicas requeridas para ser 

considerado como autoridad responsable en términos del articulo 11 

de la Ley de Amparo, pues emitió un acto que evidentemente afectó la 

esfera de derechos de la promovente del amparo, al determÚJar su 

destitución del cargo que desempeñaba como secretaria del Primer 

Tribunal· Unitario del Primer Circuito. ". 

• • • • • • • • 
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Así la Suprema Corte resolvió212 revocar el auto de 

desechamiento y ordenar al juez de Distrito que admitiera la demanda 

de garantías promovida por la quejosa. El juez de Distrito en su 

oportunidad otorgó el amparo a la agraviada,213 sin embargo no hay 

que perder de vista la discusión toral que nos ocupa y que no es otra 

más que el proceder inconstitucional de la propia SCJN. 

En el estricto sentido jurídico la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, aun cuando la Constitución y la Ley son claras, se eludió el 

texto de las mismas con el pretexto de penetrar su espíritu, 

distinguió, aun cuando la ley no distingue, abusó de las limitaciones 

que la misma Constitución establece de manera expresa al referirse a 

las decisiones del Consejo de la Judicatura Federal como "definitivas 

e inatacables", mejor le hubiera valido aplicar el sentido más natural 

de la ley y que es menos defectuoso en su ejecución, que haber 

transgredido a nuestra Carta Magna. Sin embargo no fue así, sólo 

resta a esperar para que en su oportunidad sea la propia Suprema 

Corte de Justicia de la Nación quien, con el paso del tiempo, 

rectifique su proceder anticonstitucional. 

212 "PRlMERO.- Se ejerce la facultad de atracción para conocer del recurso de revisión a que éste toca se 
refiere. SEGUNDO.- Se revoca la resolución que se revisa. TERCERD.- Se ordena al Juez Octavo de 
Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, admitir la demanda de amparo promovida por 
Maribel Garda Gorda contra el acto y autoridades precisados en el resultando primero de esta resolución. " 
213 Juicio de amparo número 673/98 resuelto en audiencia del 29 de enero de 1999, por el Juez Octavo de 
Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal. 
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CONCLUSIONES 

1. El Consejo de la Judicatura Federal es el órgano colegiado de 

administración y vigilancia del Poder Judicial de la Federación, 

constitucional y legalmente constituido para definir los 

lineamientos de la carrera judicial y ejercer, según su competencia, 

la función disciplinaria entre sus miembros, con excepción de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Tribunal Electoral. 

2. La función disciplinaria va más allá del simple trámite y 

desahogo de quejas administrativas y denuncias, resulta de mayor 

complejidad, toda vez que le precede un trámite técnicamente 

procedimental de carácter administrativo. 

3. Los servidores públicos judiciales federales son todos aquéllos 

que prestan sus servicios a algún órgano del Poder Judicial de la 

Federación, de donde se concluye que las categorías de los citados 

servidores, para efectos de determinar la responsabilidad 

administrativa de los mismos por parte del Consejo de la Judicatura 

Federal, son: 

• Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito; 
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• Secretarios Ejecutivos, Directores Generales, Secretarios Técnicos y 

demás funcionarios que componen el Consejo de la Judicatura 

Federal; 

• Secretarios de Tribunales de Circuito y Juzgados de Circuito; 

• Actuarios del Poder Judicial de la Federación; y 

• Oficiales Judiciales. 

4. La respollsabilidad o!1ciaJ va más allá de la responsabilidad civil 

o penal de los servidores públicos, pues abarca también la política y 

administrativa de donde se colige que la última de estas se atribuye 

a la conducta de los servidores públicos judiciales federales, 

quienes son responsables de los actos u omisiones en que incurran 

con motivo de empleo, cargo o comisión, con independencia de la 

responsabilidad política, civil o penal. 

La respollsabilidad o!1ciaJ, no obstante que como enunciado no 

se encuentra en el texto constitucional y legal vigente, permite 

aclarar con mayor precisión la diferenciación entre los tipos de 

responsabilidades, por lo que sugiero el regresar a la utilización de 

tal concepto, por lo menos en el ámbito doctrinario, de ahí a que se 

considere en un futuro próximo el establecer una reforma al 

respecto. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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5. La responsabilidad de los servidores públicos judiciales federales 

en su gran mayoría proviene de faltas administrativas y no así de 

delitos. Dichas faltas evidencian la conducta de aquéllos 

originando, como consecuencia, el que se investiguen y en su caso 

se sancionen. 

6. El Procedimiento Disciplinario se circunscribe al Consejo de la 

Judicatura Federal, en esencia, el Procedimiento Disciplinario no 

necesita de complemento alguno para su funcionamiento, toda vez 

que se presenta de manera aislada revistiendo dos elementos que lo 

hacen único: su origen es administrativo-disciplinario y cumple con 

los actos necesarios para el logro del objetivo que da lugar a un 

ciclo denominado Procedimiento. 

7. La competencia disciplinaria es aquélla en donde el Consejo de 

la Judicatura Federal está facultado constitucional y legalmente 

para conocer a través de su Pleno o Comisión de Disciplina del total 

de quejas administrativas y denuncias interpuestas en contra de los 

servidores públicos judiciales federales. 
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8. La substlUlciación del Procedimiento Disciplinario significa el 

trámite que conforme a derecho y a través de los diferentes medios 

en que opera declara o no la responsabilidad administrativa de los 

servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, en donde su 

etapa inicial y conclusión del mismo abarca desde su apertura hasta 

el fallo en que se dicte la resolución correspondiente. 

9. La apertura del Procedimiento Disciplinario opera a través de 

oncio, por queja administrativa y denuncia. 

La queja administrativa no es un recurso como tal, ni tampoco 

es un medio de defensa, por lo que se concluye que son dos los 

elementos que perfilan a la misma: 

• Es el medio (instrumento) administrativo-disciplinario que se 

acciona a instancia de parte interesada. 

• Su objetivo es evidenciar a través de pruebas fehacientes la 

responsabilidad administrativa en que pueden incurrir los 

servidores públicos judiciales federales buscando se les sancione. 

10. La diferencia entre la queja administrativa y la denuncia 

consiste en que la primera busca a través del superior el que se le 

imponga al servidor público judicial federal una sanción 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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administrativa, y la segunda se traduce en la participación de un 

hecho a la autoridad con el fin de obtener una resolución 

administrativa favorable. 

11. La Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación presenta 

una laguna, ya que de lo establecido en su artículo 121, fracción IV, 

se observa que se limita a señalar "queja de carácter 

administrativo" mas en ningún momento habla de denuncia, por lo 

que considero que es inaceptable que a la denuncia se le de el 

mismo tratamiento que a una queja de carácter administrativo, que 

aunque persigan el mismo fin, en esencia son distintas. Por ello, 

cabe la necesidad de subsanar tal omisión en la Ley. 

12. Es pertinente precisar a partir de cuándo corre el término para 

resolver sobre las quejas administrativas y denuncias, toda vez que 

los treinta dias que contempla la Ley Orgánica del Poder Judicial de 

la Federación, se computan a partir de recibido el informe del 

juzgador, lo que en la práctica genera rezago y responsabilidad 

administrativa para quienes deben resolver; de tal manera que se 

propone se reforme en su oportunidad la fracción 11, del artículo 

134, del citado ordenamiento legal, y que se compute a partir del 



169 

momento en que el consejero ponente reciba el expediente en su 

totalidad integrado. 

13. Los seZltidos de las resolucJoZles discipliZlarias son el resultado 

de la deliberación (con apego a los principios constitucionales 

legales conferidos al Consejo de la Judicatura Federal) para 

determinar en su oportunidad la responsabUidad o no de los 

servidores públicos judiciales del Poder Judicial de la Federación, y 

son, según el medio por el cual operan: 

• Quejas administrativas: Improcedentes, infundadas, fundadas, sin 

materia y sobre se idas. 

• Denuncias: Se acreditan o no causas de responsabilidad. 

14. El sobreseimieZlto como sentido de resolución disciplinaria, en 

mi opinión, no es el término más adecuado en tratándose de la 

queja administrativa para los casos en que se utiliza, toda vez que 

traspolar un término como el citado, me parece que es 

estrictamente procesal1urisdiccioZlaJ, es decir, no encuentra 

cuadratura en el medio administrativo-disciplinario descrito, por lo 

que considero el que se siga utilizando la expresión acostumbrada: 

SÚJ materia. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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15. La informática juega un papel trascendental para eficientar al 

propio procedimiento disciplinario. Se sugiere el que se lleve un 

banco de datos (historial) en relación a los criterios que van 

normando las desiciones que en materia disciplinaria adopta el 

Consejo de la Judicatura Federal. 

Precedentes que permitirán se dilucide tanto en Pleno como en 

la Comisión de Disciplina los asuntos a tratar, y a través de red 

interna accesar a dicha información con el fin de que se falicite a 

las ponencias su tarea cotidiana de resolver quejas administrativas 

y denuncias, siendo congruente el criterio que en general debe 

prevalecer en el Consejo de la Judicatura Federal. 

16. El procedimiento disciplblarío es susceptible de perfeccionarse, 

como es el hecho de simplificar el trámite de quejas 

administrativas y denuncias; establecer términos reales para 

resolver con oportunidad y especificar a partir de qué momento se 

empieza a contabilizar los mismos; en suma, definir las políticas 

para contar con un mejor, actualizado y eficiente procedimiento. 

17. El -Consejo de la Judicatura Federal, en tratándose de la 

calificación de faltas administrativas, se aparta del texto legal al 

• 
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considerar calificaciones intermedias como ocurre indebidamente 

en la práctica, sopretexto de adecuar a sus conveniencias la 

aplicación subsecuente de las sanciones disciplinarias. La 

calificación de faltas administrativas sólo puede ser de extremo a 

extremo, es decir, leves o graves. 

18. Se sugiere que en su oportunidad se reforme la fracción 111, del 

artículo 133, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 

para incluir como sanción disciplinaria derivada de una falta grave 

la de "suspensión" con la característica de "sin goce de sueldo", 

toda vez que el Consejo de la Judicatura Federal indebidamente le 

da la equivalencia de sanción disciplinaria derivada de una falta 

grave a la "suspensión sin goce de sueldo", cuando el texto legal ni 

siquiera lo menciona, derivándose la "suspensión" de una falta leve. 

19. A manera de propuesta considero pertinente un cambio 

esquemático en la escala jerárquica de las sanciones disciplinarias, 

distinto al que contempla la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación y la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos: 

• Amonestación privada o pública; 

• Sanción pecuniaria pública; 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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• Suspensión sin goce de sueldo; 

• Destitución del puesto; e 

• Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o 

comisiones en el servicio público. 

20. Las BaDcioDes discipliDarias limitan y obstaculizan a los 

funcionarios judiciales en su carrera judicial, en otras palabras, las 

sanciones disciplinarias juegan un papel muy importante dentro de 

la carrera judicial, de donde se concluye que la carrera judicial es el 

medio idóneo para garantizar una plantilla basta y bien preparada 

de juzgadores federales, mientras que las medidas disciplinarias que 

adopta el Consejo de la Judicatura Federal conllevan a que aquélla 

sea depurada de la mejor manera con el fin de cumplir con su 

objetivo. 

21. La iDdividuaJizacióD de la saDcióD discipliDaria se basa en el 

comportamiento y desempeño del funcionario judicial, el cual se 

refleja a través del tiempo en que éste ejerce su función. 

22. Las saDcioDes a los promoveDtes de quejas admiDistrativas, no 

están sujetas al procedimiento que se lleva para la calificación de 

faltas administrativas y la individualización para la aplicación de 
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las sanciones disciplinarias reservadas para los servidores públicos 

del Poder Judicial de la Federación. 

23. Las resolucioDes discipliDarias que emite el Pleno del Consejo de 

la Judicatura Federal se componen de tres elementos a saber: El 

sentido de la queja administrativa o denuncia, es decir, fundar o 

acreditar las causas de responsabilidad administrativa, la 

calificación de la falta y la sanción disciplinaria. 

24. Las excepciODes a la deñDitividad de las resolucioDes 

discipliDarias del CODsejo de la Judicatura Federal se reservan para 

jueces de Distrito y magistrados de Circuito cuando se traten de sus 

nombramientos, adscripción o cambios de adscripción y remoción 

de los mismos; para ello se establece un procedimiento 

técnicamente definido a través del recurso de revisión 

administrativa. 

25. En mi opinión, la inclusión del recurso de revisión 

administrativa en la reforma judicial de 1994, vulneró de origen al 

Consejo de la Judicatura Federal, toda vez que al permitir que la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación se convirtiera en órgano 

revisor de determinadas decisiones del Consejo, ha pemitido que el 

• • • • • • • • • • • • • • • 
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Alto Tribunal obstaculice y limite el actuar del Consejo, no obstante 

que en la Constitución paradógicamente se le revistió al Consejo de 

autonomía e independencia, características que a la fecha parecen 

mera utopía. 

26. El recurso de revisión administrativa, en mi opinión, revela 

incongruencia en el momento mismo en que éste opera, en el caso 

en concreto, sobre la dualidad que se presenta en la figura del 

Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que a la 

vez es Presidente del Consejo de la Judicatura Federal, por 

obvie dad de razones como se expuso en su apartado respectivo. Por 

lo que sirva el presente ensayo académico para extemar mi más 

sincero deseo para que en su oportunidad se abrogue en lo 

constitucional y legal el recurso de revisión administrativa. 

27. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, determinó en su 

oportunidad, la procedencia del juicio de amparo contra fallos del 

Consejo de la Judicatura Federal en materia disciplinaria. 

Considero que el Alto Tribunal de la Nación emitió una 

resolución por demás inconstitucional. En todo caso, la solución 
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hubiese sido reformar la Constitución en su parte relativa antes de 

violarla. 

28. En el estricto sentido juridico la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, aun cuando la Constitución y la Ley son claras, eludió el 

texto con el pretexto de penetrar su espíritu, distinguió aun cuando 

la ley no distingue, abusó de las limitaciones que la misma 

Constitución establece de manera expresa al referirse a las 

decisiones del Consejo de la Judicatura Federal como "del1nitivas e 

inatacables", mejor le hubiera valido aplicar el sentido más natural 

de la ley y que es menos defectuoso en su ejecución, que haber 

transgredido a nuestra Carta Magna. 

Sirva el presente trabajo académico para hacer patente mi deseo 

para que en su oportunidad sea la propia Suprema Corte de Justicia 

de la Nación quien, con el paso del tiempo, reivindique y rectifique 

su proceder anticonstitucional. 

29. La resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

centró su estudio en el carácter administrativo que reviste el 

Consejo de la Judicatura Federal y no así jurisdiccional, lo que a mi 

parecer deberla ser materia de un mayor y profundo análisis 

• • • • • • • • • • • 
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originando en un momento dado, la necesidad de precisar con 

mayor exactitud, en el texto normativo, la función y posición del 

Consejo de la Judicatura Federal en torno a sus decisiones y en 

particular a las resoluciones disciplinarias que adopta. 

30. En mi opinión, el Consejo de la Judicatura Federal pretende 

consolidarse no sólo a lo interno sino a lo externo como una 

institución que anime a inspirar confianza yeso sólo será posible 

en la medida en que éste se perfeccione, y es en su función 

disciplinaria en donde la labor de ingeniar ideas innovadoras, 

nuevas fórmulas y mecanismos llevarán al Consejo a lograr tal 

objetivo. 
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ANEXO 1 

ACUERDO No. 7/89 DEL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACION· 

Acuerdo relativo al establecimiento de los ór¡flUJos y sistemas para identiBcar, 

investigar y determÚUlr las responsabJJJdades admizústrativas de los servidores del 

Poder Judiclal Federal, así como para aplicar las sanciones correspondientes, del día 

cinco de septiembre de mil novecientos ocbenta y nueve. 

CONSIDERANDO: 

PRIMERO.- El articulo 51 de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos dispone que la Suprema Corte de Justicla de la Nación 

establecerá los órgBIJOS y sistemas para identiBcar, ÚJvestigar y determÚJar las 

responsabilidades derivadas del Incumplimiento de las obligaciones establecidas en 

el artículo 47 de dicha ley, así como para aplicar las sanciones correspondientes en 

los términos de la Ley Orgánica del Poder Judiclal de la Federación. 

SEGUNDO.- El citado artículo 47 se refiere a las obligaciones de los servidores 

públicos para salvaguardar la legalidad, bOlJradez, lealtad, imparclaJidad y eficiencia 

que deben ser observadas en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, y cuyo 

ÚJcumpilmiento dará lugar a las sanciones que correspondan y que se encuentran 

previstas en el articulo 53 de la Ley Federal de ResponsabJJJdades de los Servidores 

Públicos. 

Que este Acuerdo número 7/89, sobre el establecimiento de los Organos y Sistemas para identificar. investigar y determinar las 
responsabilidades administrativas de los servidores del Poder Judicial Federal. asi como para aplicar las sanciones correspondientes. 
fue aprobado por el Tribunal en Pleno en Sesión Privada celebrada el martes cinco de septiembre del año en curso, por unanimidad 
de veinte votos de los señores ministros: Presidente Carlos del Río Rodriguez. Carlos de Silva Nava. Ignacio Magaña Cárdenas. 
Samuel Alva Leyva. Mariano Azuela Güitrón, Noé Castañón León, Felipe López Contreras, Luis Fernández Doblado. Francisco H. 
Pavón Vasconcelos, Victoria Adato Green, Santiago Rodríguez Roldón, José Martínez Delgado, Jorge Carpizo Mac Gregor, Atanasio 
González MarlÍnez, José Manuel VilJagordoa Lozano, Fausta Moreno Flores. Carlos Garda Vázquez, Sergio Hugo Chapital 
Gutiérrez, Juan Díaz Romero y Ulises SchmilJ Ordóñez. México Distrito Federal, a cinco de septiembre de mil novecientos ochenta y 
nueve. 8/89 Acuerdo del Tribunal en Pleno del dia veinte de septiembre de mil novecientos ochenta y nueve. 
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TERCERO.- El articulo 20 de la citada ley deiüJe quiélJes SOIJ los sujetos de la 

misma. 

CUARTO.- La Ley OrglÚÚca del Poder Judicial de la FederaciólJ establece los 

órgalJos a través de los cuaJes se ejerce el Poder Judicial Federal y seiúúa cuáles de 

ellos SOIJ los elJcargados del 1J0mbramieIJto de fUlJciozuuios y empleados, de su 

vigilancia y, elJ su caso, de su sslJciólJ. 

QUINTO.- Para determÚJar cuál debe ser el órgalJO competelJte para 

idelJtiRcar, ÚJvestigar y determÚJar las respolJssbmdades admbJistrativas de los 

servidores públicos del Poder Judicial y, elJ su caso, para impolJer las salJciolJes 

correspolJdientes, debe atenderae a la gravetúd de la falta; a la IJSturaJeza de la 

sanción; a la orgaZJfzaciólJ jerárquica y a las facultades para expedir los 

1J0mbramientos de los servidores públicos. 

SEXTO.- El articulo 53 de la Ley Federal de RespolJsabmdades de los 

Servidores Públicos, establece: 

"Artículo 53.- Las SSlJciones por flÚta admbJistrativa COlJs/stirálJ en: 

J. Apercibimiento privado o público; 

H. Amonestación privada o pública; 

m. SuspelJsiólJ; 

Iv. DestituciólJ del puesto; 

V. Sanción ecolJómica; e 

VI.- JZÚUJbmtación temporal para desempeñar empleos. Cuando la 

iZJbabllitaciólJ se impoZJlfS como cOlJsecuencia de UIJ acto u omisióZJ que implique 

lucro o cause da/Jos y perjuicios, será de seis meses a tres a/Jos si el mOlJto de 

aquéllos IJO excede de cien veces el salario minimo meZJSulÚ vigeZJte elJ el Distrito 

Federal y de tres aiJos a diez a/Jos si excede de dicho limite. " 

• • • • • • • • • • 
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En consecuencia, y con apoyo en los preceptos legales citados, este Tribunal 

en Pleno expide el siguiente 

ACUERDO 

DE LOS ORGANOS 

PRIMERO.- Son 6rganos competentes del Poder JudicJaJ de la Federación para 

identificar, investigar y determinar las responsabilidades derivadas del 

incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 47 de la Ley Federal 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos, asi como para aplicar las sanciones 

correspondientes: 

1. El Pleno de la Suprema Corte de Justicla de la Naci6n; 

11. El presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Naci6n; 

m. Las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 

IV. La Comisi6n de Gobierno y AdmbJJstraci6n; 

V. Los Tribunales Colegiados de Circuito; 

VL Los magistrados de los Tribunales Colegiados de Circuito; 

V17. Los jueces de Distrito 

VIII. El superior jerárquico del servidor público a quien se atribuye 

responsabilidad. 

SEGUNDO.- La bJbabilitaci6n para desempeiíar un empleo, cargo o comisión 

en el servicio público, será aplicado por la autoridad jurisdiccional a la que, en 

términos de ley, corresponda establecer W sanción por responsabilidades en que 

incurran los servidores públicos del Poder JudicJaJ Federal. 

TERCERO.- Corresponde al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Naci6n imponer las sanciones administrativas por faltas en que hayan incurrido: 

L Lqs magistrados de Circuito; 

11. Los jueces de Distrito; 
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m. Todos los demás servidores cuyo nombramiento le competa, o que no 

dependan especiRcamente de otro 6r¡{1UJD. 

Tratándose de los servidores públicos referidos en esta última fraccí6n, el 

Pleno debe ÚJtervelJir necesariamente cuando 16. falta amerite suspensi6n, 

destituci6n o ssnci6n econ6mics; cUSIJdo no sea así, 16. ssnci6n puede ser aplicada 

por el superior jerárquico. 

CUARTO.- Para identiRcar, ÚJvestigar y determÚJar las responsabDidades 

admilJistrativas en que hayan incurrido los servidores públicos del Poder Judicial 

Federal, así como para aplicar las SSlJciones correspondientes, el Presidente de la 

Suprema Corte de Justicia tendrá las atribuciones que le corúleren la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federaci6n, este acuerdo y los demás ordelJBmíentos 

aplicables. 

QUINTO.- Corresponderá a las Salas de la Suprema Corte de Justicia, a la 

Comisi6n de GobienJo y AdmilJistraci6n, a los TribUlJSles Colegiados de Circuito, a 

los magistrados de los TribulJales UlJitarios de Circuito y a los jueces de Distrito, 

identiRcar, ÚJvestigar y determÚJar las responsabDidades admÚJiatrativas en que 

hayan ÚJcurrido los servidores públicos cuyo nombramiento les competa, así como 

imponerles las SSlJciones que ameriten. 

Los 6rganos o titulares menciolJSdos en el párrafo anterior intervendrán 

necesariamente cUSlJdo la falta amerite suspensi6n, destituci6n o ssnci6n 

econ6mics; cuando no sea así, la SSlJci6n puede ser aplicada por el superior 

jerárquico que corresponda. 

SEXTO. - CUSlJdo en los mismos hechos u omisiones ssnciolJSbles 

admilJistrativamente, estl§n ÚJvolucrados varios servidores públicos cuyo 

nombramiento corresponda a distÚJtos funciolJSrios u 6rganos del Poder Judicial 

Federal, será competente el de mayor jerarquia para identiRcar, ÚJvestigar y 

• • 
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determinar la responsabilidad admizústrativa de todos los implicados, asi como para 

aplicarles las sanciones correspondientes. Si los funciolJarios u órganos son de igual 

jerarquía, serán competentes de manera sucesiva; el que bubiere prevelJido resolverá 

sobre el servidor público cuyo nombramiento le incumba, después de 10 cual remitirá 

copla de 10 actuado a la otra autoridad, para que ésta resuelva 10 pertbJente en 

relación con el servidor público que le corresponda. 

SEPTIMO.- Cuando se trate de conductas atribuidas a servidores públicos 

dependientes de poderes y organismos públicos distbJtos del Poder Judicial de la 

Federación, que actúe en awdlio de la justicia federal, será competente para 

investigar a dicbos servidores el funciolJario u órgano del Poder Judicial Federal en 

cuyo awdlio actúen. La ÚJtervención de éstos se limitará a efectuar la ÚJvestigación 

ya comulJicar su resultado a la autoridad de la que dependa el servidor público. 

DE LOS PROCEDIMIENTOS 

OCTAVO.- La queja admÚJistrativa deberá formularse por escrito y 

presentarse en la Ol1cJalia de CertJñcación Judicial y CorrespondenciB de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación o en la Ol1cilJS de Correspondencia del Tribunal 

ColegiBdo, UlJitarJo o Juzgado de Distrito o que corresponda el servidor público 

contra quien se baga valer. En dicbas ol1cÚJas se pondrán avisos visibles en tal 

sentido. 

NOVENO.- En el caso del articulo séptimo, la queja admizústrativa deberá 

presentarse en la Ol1cÚJa de CorrespondenciB del funciolJario u órgano del Poder 

Judicial Federal en cuyo awdlJo se actúe. 

DECIMO.- En casos que asi 10 ameriten, a juicio de la autoridad competente, 

la queja admizústrativa podrá presentarse en forma verbal, levantándose acta de 

dOigenciB .. 
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DECIMO PRIMERO.· Las quejas eZJ cOZJtnI de los servidores públicos seiialados 

eZJ las tres fraccioZJes del articulo TERCERO de este acuerdo, seráZJ tUrtJB.das al 

mÚJistro ÚJSpector o a la ComisióZJ de GobienJo y AdmÚJistnlcióZJ, eZJ su caso; éstos 

formularáZJ el dictameZJ que proceda y, si el caso lo amerita, lo someteráZJ al 

cOZJocimieZJto del PleZJo, quieZJ decidirá, ateZJdieZJdo a la seriedad de la ÚJstaZJcla y a 

la gravedad de la falta atribuida, si es el caso de bJvestigu los becbos. 

Si resuelve eZJ cOZJtra de la práctica de la bJvestigacióZJ, se archivará el 

expedieZJte. 

DECIMO SEGUNDO.· EZJ el caso de que se ordeZJe la bJvestigacióZJ, ésta será 

realizada por el mbJistro bJspector o por la ComisióZJ que desi¡pJe el PleZJo. 

DECIMO TERCERO.· El miZJistro bJspector o a la ComisióZJ, eZJ su caso, 

practicará la bJvestigacióZJ vaJiéZJdose de todos los medios que cOZJsidere 

pertbJeZJtes, pero eZJ todo caso respetará la garaZJtiJI de audieZJcia del afectado. La 

bJdagacióZJ debe cuimbJar COZJ UZJ dictameZJ que se someterá a la decisióZJ lbJal del 

PleZJo. 

DECIMO CUARTO.· Si el PleZJo de la Suprema Corte de Justicia estima que ZJO 

se acreditó la respoZJssbilidad admÚJismtiva del bJvestigado, ordeZJará archivar el 

expedieZJte; si resuelve que se comprobó su respoZJssbOidad, impoZJdrá eZJ su caso, 

las saZJcioZJes que procedaZJ. LB resolucióZJ se ZJotiBcará al bJteressdo y se daráZJ los 

avisos a los órgtUJos correspoZJdieZJtes. 

DECIMO QUINTO.- Los órgaZJos Y titulares especiBcados eZJ las fraccioZJes de 

la II a la V11, del articulo PRIMERO de este .cuerdo se valdráZJ, para ideZJtiBcar, 

iZJvestigar y determbJar las respoZJBllbilid.des .dmÚJistrativas eZJ que bayaZJ 

bJcurrido los servidores públicos cuya vigibulcla les competa, de los medios que 

estime pertbJeZJtes, pero eZJ todo caso respetaráZJ la gllraZJtia de audieZJcia del 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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afectado. El procedimiento comprenderá UD.a audiencia que se sujetará a las 

siguientes reglas: 

l. En la cita del presunto responsable a la audiencia se le hará saber la 

responsabilidad o responsabilidades que se le imputen, el lugar, día y hora en que 

tendrá veriRcativo dicha audiencia y su derecho a ofrecer pruebas y alegar en la 

misma 10 que a su derecho conveD.lfa, por sí o por medio del representante que al 

efecto designe. 

Entre la fecha de la citación y la de la audiencia deberá mediar un plazo 11.0 

menor de cÚJco Di mayor de qUÚJce días Juibiles. 

ll. Al concluir los alegatos o dentro de los tres días Juibiles siguientes, el 

titular u órgano competente resolverá si existió 11.0 responsabilidad; en caso 

afIrmativo impondrá al iD.fractor, en su caso, las sanciones admÚJÍstrativas 

correspondientes y dará los avisos a los órganos competentes. En todo caso, 

notmcará la resolución al ÚJteresado dentro de las veÚJticuatro horas siguientes. 

m. La audiencia podrá dUerirse si 10 solicita el ÚJteresado con causa 

justmcada a juicio del titular u órgBIJO respectivo, asimismo, si éstos encuentran 

que 11.0 hay datos suncientes para resolver, o advierten elementos que impliquen 

nueva responsabilidad admÚJistrativa a cargo del presunto responsable o de otras 

persoD.aS, podrán disponer la práctica de mayores ÚJvestigaciones y citar para otra u 

otras audiencias, o bien, tunJJU" el asunto al órgano o titular que resulte competente. 

DECIMO SEXTO.- Los órganos y titulares especmcados en las fracciones de la 

1 a la VD, del artículo PRIMERO de este acuerdo, podrán decretar, al ÚJicio de la 

ÚJvestigación o en cualquier momento de ésta, la suspensión de los presuntos 

responsables en sus cargos, empleos o comisiones mientras se resuelve su situación, 

si a su Juicio conviene esa medida para la conducción o contÚJuación de las 

ÚJvestigaciones. Dicha suspensión es puramente procesal y 11.0 prejuzga sobre la 
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responsabOidad del suspendido. Al determfzuuse lit medida provisiorlBl se bará 

constar expresamente esta salvedad y se IVIU'á el sueldo que debe disfrutar el 

suspendido, que no podrá exceder del cÚJcuenta por ciento que tenga asigrlBdo. 

Con esta excepción la medida a que se refiere este artículo suspende los 

efectos del acto que haya dado origen a la ocupación del empleo, cargo o comisión, y 

regirá desde el momento en que sea decretada, debiendo comunicarse al ÓrglU10 que 

le hubiere dictado, cuando lo estime pertbJente, pero no podrá prolongarse más allá 

de la conclusión del procedimiento de responsabOidad admfrJfstrativa. 

Si los servidores suspendidos temporalmente no resultaren responsables de la 

falta que se les imputa, serán restituidos en elloce de sus derechos y se les cubrirá 

el remanente de las percepciones que debieron obtener durante el tiempo en que se 

lJallaron suspendidos. 

DECIMO SEPTIMO.- Tratándose de faltas admfrJfstrativas que sólo ameriten 

apercibimiento o amonestación y que, conforme a este acuerdo, puedan ser 

aplicados por el superior jerárquico del servidor público presuntamente responsable, 

el procedimiento será oral; podrán reducirse los térmÚJos a que se refiere el articulo 

DECIMO QUINTO, y siempre se dará oportunidad al afectado de ser oido. 

DECIMO OCTAVO.- El presente acuerdo se aplicará sÚJ perjuicio de lo 

establecido en la Co_titución General de lit República, en la Ley Federal de los 

Trabl4Jadores al Servicio del Estado, en lit Ley Orgánica del Poder JudicIal de la 

Federación y en los demás orderlBmientos legales aplicables. 

TRANSITORIOS: 

PRIMERO.- Este acuerdo entrará en viCor qUÚJce días hábiles después de su 

publicación en el Diario OficIal de la Federación. 

SEGUNDO.- Los avisos a que se refiere el articulo OCTAVO se colocarán de 

frlmediato en las oficfrJas respectivas. 

• 
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ANEXO 2 

Exposición de Motivos de la Iniciativa de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación. Apartado: De las responsabilidades .• 

De las responsabilidades 

Esta iniciativa contempla un sistema propio de responsabilidad 

para los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, a lin 

de lograr un ejercicio más responsable, profesional e independiente de 

la función judicial, sancionando conductas que impiden o dañan 

dichos objetivos. Ello, sin menoscabo del principio de inamovilidad 

que debe mantenerse como otra de las garantías judiciales para 

asegurar la independencia de la función. 

El título relativo reglamenta el Título Cuarto de la Constitución, 

estableciendo los sujetos de responsabilidad en el servicio público del 

Poder Judicial Federal, las sanciones administrativas que les son 

aplicables, las autoridades competentes y los procedimientos para 

aplicar dichas sanciones. 

• Exposición de Motivos de la Iniciativa de Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, publicado en el 
Diario de Debates del Senado de la República el 18 de abril de 1995. 
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Los sujetos del sistema de responsabilidad son todos los 

servidores públicos del Poder Judicial de la Federación; y se 

establecen con precisión los casos, las causas y el procedimiento a 

seguir cuando incurran en las faltas contempladas por el propio 

sistema, con lo cual se garantiza para todos ellos una mayor seguridad 

jurídica. 

Atendiendo al mandato constitucional de establecer en ley las 

causas de remoción para magistrados de circuito y jueces de distrito, 

se propone que la remoción tenga lugar sólo cuando las faltas en que 

incurran sean consideradas graves por la misma ley. 

Además, con el propósito de garantizar legalidad de las 

resoluciones que impongan sanciones administrativas consistentes en 

la destitución del puesto respecto de los servidores antes 

mencionados, se da la posibilidad de impugnar tales resoluciones 

mediante el recurao de revisión administrativa. 

Lo anterior busca equilibrar el derecho de los particulares a 

gozar de una administración de justicia honesta y eficiente y la 

garantía de estabilidad de que deben gozar los titulares de nuestros 

• 
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órganos jurisdiccionales. Para la determinación de las autoridades 

competentes se consideró tanto la gravedad de las infracciones como 

los servidores públicos sujetos al procedimiento. De esta manera, el 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación será competente 

para sancionar las faltas graves de sus servidores, y su presidente lo 

será para sancionar el resto de las faltas. 

El Pleno del Consejo de la Judicatura Federal será competente 

para aplicar las sanciones de destitución e inbabilitación de 

magistrados de circuito y jueces de distrito, así como en los casos en 

que junto con los funcionarios citados concurra algún otro del Poder 

Judicial de la Federación; el órgano que determine el Consejo de la 

Judicatura Federal será competente para sancionar los casos no 

comprendidos para el Pleno. 

Por otro lado, para evitar la acumulación y rezago en el 

conocimiento de los asuntos, se prevé que el Pleno del Consejo pueda 

establecer por medio de acuerdos generales los casos en los que la 

ContraJoría del Poder Judicial conozca, determine y aplique las 

sanciones en materia de responsabilidad de servidores públicos. 
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Se consigna un procedimiento administrativo ágil y expedito 

para la determÍllación de responsabilidades administrativas y 

aplicación de sanciones, en el que el servidor público presuntamente 

responsable cuenta con las garantías constitucionales de audiencia y 

defensa de sus derecbos. La propuesta de ley señala a los órganos 

competentes para la aplicación de las sanciones que la misma prevé. 

Al establecer las causas de responsabilidad para los servidores 

públicos del Poder Judicial de la Federación, se ÍIltrodujeron los 

supuestos de responsabilidsd más caracteristicos o representativos de 

la función jurisdiccional, como lo son aceptar consignas de cualquier 

fuente que inDuyan o determinen el sentido de su resolución, la 

emisión de opiniones que impliquen prejuzgar sobre alguna materia 

que sea o pudiera ser del conocimiento de los tribunales federales, 

aceptar comisiones o encargos que afecten la independencia del Poder 

Judicial, e inmiscuirse en cuestiones del orden jurisdiccional que 

competan a otros órganos del mismo, además de aquellas causales 

señaladss en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos. 

• 
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ANEXO 3 

SENTIDOS DE LAS RESOLUCIONES DISCIPLINARIAS. 

Séptima Epoca 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semansr/o Judlcls/ de ls Federación 
Tomo: 199-204 Primera Parte 1985 
Página: 109 

QUEJA ADMINISTRATIVA IMPROCEDENTE RESPECTO DE ACTOS 
RELACIONADOS CON UN CONFLICTO LABORAL. Del análisis de ls fracción VI del 
srticulo 13 de ls Ley Orgánica del Poder JudlclsJ de ls Federación, se sigue que ls 
mstalJcia de queja, usualmente caJJBcada como queja administrativa, se eDcuentrs 
prevista en los cssos en que, se pretende, se ba iDcurr/do en alguna fs/ta en el 
despacbo de los negocios de los diversos órlf1UJos jur/sdlcclons/es federsJes, por lo 
que resulta Improcedente CUBlldo se bace valer eD relscióD s actos vinculados COD 
un conmcto laboral de un empleado, pues ts/ situación resulta IVen. a la blpótesis 
especificada. 

Séptima Epoca 
Instancia: Tercera Ssls 
Fuente: Informe 1986 
Tomo: Parte n 
Pág/Da: 58 

IMPEDlMENTO_ DEBE DESECHARSE SI SE APOYA SOLO EN UNA QUEJA 
ADMINISTRATIVA PENDIENTE DE RESOLVERSE, FORMULADA EN CONTRA DE LOS 
MIIGISTRA.DOS A LOS QUE SE ATRIBUYE AQUEL. SI los magistrados del Tr/buns/ 
Colegiado s/ contestar su iDforme de ley, negaron tener enemistad msn/flesta en 
contra del formulsnte del impedimento y resultando las pruebas y alegatos 
aportados por el proDJovtJZJte, lneficielJtes para demostrar enemistad m.n/Besta a su 
penODa, por parte de los magistrados a quJeDtJs aduce impedimento, la eJdstencJa 
de una Queja admiDlstratJva pendiente de resolverse, promovida por el formulsnte 
del Impedimento en contra de los magistrados de referencia, por sí misma no 
prueba enemistad mlUJiRests de los funcionarios judiciales, respecto de la persona 
del promovente y por tanto debe desecbSrtle el impedimento. 

Octava Epoca 
Instancia: PItiDO 
Fuente: Semsnarlo Judicial de ls Federación 
Tomo: VIl-Marzo 
Tesis: P. V/91 
Página: 9 

QUEJA ADMINISTRATIVA POR NO DICTARSE SENTENCIA. EN UN ASUNTO 
DENTRO DEL TERMINO LEGAL. SI ELLO OBEDECE A QUE EL MIIGISTRADO 
RELATOR NO HA. FORMULADO EL PROYECTO DE RESOLUCION DEBE DECLA.RA.RSE 
INFUNDADA RESPECTO DE LOS DEMIIS INTEGRANTES DEL TRIBUNAL COLEG1A.DO 
DE CIRCUITO. De lo dispuesto por el artículo 184 de ls Ley Reglsmentsris de los 
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articulos 103 Y 107 constitucionales se desprende que pan. que un asunto eu 
revisión o en amparo directo pued' lilllu'IIe por el citado órgano jurisdiccional, 
previamente debe darse UD presupuesto esencia}, a aber, la ·formulación del 
proyecto de resolución por parte del Maptrado a quien se hubiese designado 
rela.tor, lo que de suyo revela. que dicho acto es responsabilidad exclusiva de este 
último. Por tanto, si el Ponente no cumple con eUo oportunamente debe decJa.rarse 
iD/ilndada la. queja admiDistratlva respecto de los demás Magistrados cuando se 
/ilndamenta en el hecho de que el Tribunal Colepado no ha dictado sentencla. en un 
asunto dentro del térmiDo legal, pues Ja. responsabilidad de que se trata no puede 
hacerse eJdeZJBJva a Jos Magistrados referido., en tanto que nilJguns iDterveDción 
tieneD en ea etapa. 

Octava Epoca 
Instancla.: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la. Federación 
Tomo: VI Primera Parte 
Tesis: P./J. 15/90 
PágiDa: 85 

QUEJA ADMINISTRATIVA. NO ES UN RECURSO POR VIRTUD DEL CUAL SE 
ESTUDIE, ANALICE Y RESUELVA SOBRE LA LEGALIDAD DE UNA RESOLUCION. Del 
contenido de la. queja sólo deben tomarse en consideración los hechos que aludan a 
la. comisión de UDa pretendida Falta en el despacho de los negocios a cargo de un 
Funcionario judicial. De ahí que, por regla. general, no es procedente analizar los 
fundamentos de UDS resoluci6lJ, ni meDOS proDulJci.ne IÚ respecto, pues eno 
equivaldría a tratar la. queja, como sl/ilera un recuno, lo cual carece de /ilndamento 
legal. 

Octava Epoca 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario JudlcJa.l de la. Federación 
Tomo: V1l-AbrU 
Tesis: P. XV1ll/91 
PágiJJa: 6 

QUEJA ADMINISTRATIVA. NO ES INSTANCIA IDONEA PARA FIJAR LA 
INTERPRETACION y ALCANCE DE UNA SENTENCIA DE AMPARO. SI se Formula. una 
queja administrativa Imputando a 1011 Magilltradoll de un Tribunal Colegiado de 
Circuito que mcurrierolJ en mala fe e, iDe/UBO, en conductIJlI delictiVlls, deriVlUldo 
esas concluaJones de UDa iDterpretaclón de Ja. lIentencla. que dictaron, no es 
jurídicamente admisible que para determiDar lIi la. actuación de los Funcionarios /ile 
iDcorrecta, eUos en el iDForme que deben rendir y el Pleno de la. Suprema Corte, al 
resolver la. iDstancla., lQen la. iDterpretación y alclJUce del reFerido FaDo, pues eUo 
tendría que hacerlo, en primer lugar, Ja. .autorldad rellponsable, al darle 
cumplimiento y, en segundo lugar y, en su calla, el propio TrIbunal al resolver el 
recurso de que}. que se lJegaTIJ a formular ~por exceso o defecto en dicho 
cumplimiento. 

Octava Epoca 
Instancia: Pleno 
Fu"nte: Semanario JudicJa.l de Ja. Federación 
Tomo: V1l-AbrU 
Tesis: P. XVII/91 
Página: 5 

QUEJA ADMINISTRATIVA. DEBE DECLARARSE FUNDADA SI ADEMAS DE 
EXISTIR OTRAS QUEJAS VERBALES Y ESCRITAS SIMILARES E INFORMES DE 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 



• • • • • • • • • • • • • • • 
• • • • • • 
• • • • • • • • • • • 

191 

REZAGO EN LA PONENCIA RESPECTIVA, EXISTE UNA DILACION CONSIDERABLE EN 
LA FORMULACION DEL PROYECTO DE RESOLUCION y EL FUNCIONARIO NO 
SUPERA LA IRREGULARIDAD. CuaDdo se formubJ uDa queja admiDistrativa eD 
CODtra de UD Magistrado de Circuito, COD base eD lo previsto por el articulo 13, 
ÚBccióD VI, de bJ Ley OrgáDica del Poder Judic/JJl de bJ FederscióD, deDuDciáDdose 
que BIJ UD aBUlJto determbJ.do ha transcurrido elJ eJCCBSO el térmilJo que legalmente 
se teDÍIJ para formu/JJr el proyecto de resolucióD correspoDdieDte y el mDcioDBrio 
admite eD su iDforme e" Jrregu/JJrJdtJd pero DO demuestra iDterés eD supersrbJ COD 
motivo de bJ iDstBDcia de que se trata, y, además, existeD quejas verbales y escritas 
similJues ea otros alluntos e Informes de rezago en 1JJ pOlJelJcia respectiva, illfringe 
el articulo 17 cODstitucioDal, debieDdo declararse mDdada bJ queja admiDistrativa 
promovida en BU contra; y más aÚlJ, cuando el fulJcJolJarJo respolJssbJe DO subsanll la 
JrregubJridad deDuDcbJda. 

Octava Epoca 
IDstBDCbJ: PleDo 
FueDte: SemaDBrio Judicial de bJ FederscióD 
Tomo: VII·Abril 
Tesis: P. XIX/91 
PágiDa: 6 

QUEJA ADMINISTRATIVA. PARA DETERMINAR SI ACTUARON DE MALA FE 
LOS MAGISTRADOS CONTRA QUIENES SE FORMULA, O SI INCURRIERON EN 
CONDUCTAS DELICTIVAS DEBE ATENDERSE AL CONTENIDO EXPRESO DE LA 
SENTENCIA RELATIVA Y NO A LAS INTERPRETACIONES QUE HACE QUIEN LA 
PROMUEVE. Si eD uDa queja admiDlstrativa se preteDde que los Magistrados de UD 
TribuDal Colegiado de Circuito actUBrOD de mm fe, iDcluso, iDcurrieroD eD 
cODductas deYctivas al dictar UDa seDteDcbJ debe ateDderse a su cODteDido expreso 
y DO a bJ iDterpretacióD que preteDde el promoYeDte y que se deriva del propósito 
de justiOCBr sus imputacioDes. 

Octava Epoca 
IDstBDcbJ: PleDo 
FueDte: SemaDBrio Judicial de bJ FederscióD 
Tomo: VII·Mayo 
Tesis: P./J. 15/91 
PágiDa: 26 

QUEJA ADMINISTRATIVA. VERSA SOBRE IRREGULARIDADES ATRIBUIDAS A 
FUNCIONARIOS DEL PODER JUDICIAL FEDERAL Y NO SOBRE CRITERiOS 
JURiDICOS. La l/JJmada "queja admiDistrativa" cuya existeDcbJ se deriva de lo 
previsto eD bJ fraccióD VI del artículo 13 de bJ Ley OrgáDica del Poder Judicial de la 
FederscióD, tieDe como propósito que el PleDo de bJ Suprema Corte CODozca y 
decida si bJ cODducta de magistrados y jueces es correcta, por lo que esa iDstaDcia 
debe circulJscriblrse al eJUlllJBD de conductas que reveleD ilJeptJtud manifiesta, mala. 
fe, desholJBstidad o algulJB otra seria lrregubuidad BIJ lB actuación de Jos 
mDcioDBrios judiciales. Por cODsiguieDte, eD dicha iDstaDcÍIJ DO puedeD examiDBrSe 
de Dueva cueDta, para efectos jurisdiccioDales, los problemas jurídicos 
controvertidos BIJ UlJ caso concreto, para determJlJBr si la Suprema Corte comparte 
el criterio jurídico susteDtado o si existe alguDa Jrregu/JJridad técDica eD uDa 
seDtencia que, eD mucbos casos, tieae el carácter de ejecutoria. 



Octava EpOCJI. 

IDstlUlcla: Pleno 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: vm-Jullo 
Tesis: P. XXIX/91 
Página: 12 

QUEJA ADMINISTRATIVA. NO QUEDA SIN MATERIA PORQUE EL 
FUNCIONARIO CONTRA EL QUE SE FORMULA SEA CAMBIADO DE ADSCRIPCION O 
NOMBRADO PARA DESEMPEI'iAR OTRO CARGO DENTRO DEL PODER JUDICIAL 
FEDERAL. Siendo el propósito de Úl llamada "queja administrativa '; prevista por el 
articulo 13, fracción VI, de la Ley Or¡¡ánica del Poder Judicial Federal, poner en 
conocimiento del Pleno de la Suprema Corte de Justicia una supuesta conducta 
mCOrTeCUl de 1011 Magistrados o JuectJlJ fedenleIJ que, llegado el Cli80, ameritara Js 
imposición de una corrección d/sclpliDar/s o la adopción de alguna otra medida, de 
suyo revela que en eBS instancia Intere.. ÚI actuación que tuvo el fUncionario 
judic/sJ en el despacho del negocio del que se haga derivar la eJClstencia de las faltas 
atribuidas, de mlUlera que resulta irrelevante que con posterioridad sea CJlmblado de 
adscripción o nombrado para desempeiJar otro cargo dentro del Poder Judicial 
Federal y, por ende, no queda si.. materia ÚI queja de que se trate porque se 
presente cualquiera de esas blpótes/s. 

Octava Epoca 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: vm-Octubre 
Tesis: P. XLIX/91 
Página: 12 

QUEJA ADMINISTRATIVA. LA CARGA DE LA PRUEBA CORRESPONDE A SU 
FORMULANTE CUANDO ATRIBUYE A LOS FUNCIONARIOS JUDICIALES FEDERALES 
LA COMISION DE CONDUCTAS GRAVES EN SU ACTUACION. Los nombramientos de 
Jueces y Magistrados federa/es por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, de acuerdo con lo dispuesto por el articulo 97 de la Constitución Palltlca de 
los Estados Unidos MeJClClUlos, en reÚlclón con los diversos 12, fracción XXII, 32, 39 
y 49 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de ÚI Federación, permite Inferir que las 
personas des/glJadas tienen la presuución de reunir los requisitos de ImparclsHdad, 
capacidad y honestidad, además de su firme convicción de respetar la Constitución 
y las leyes que de ella emanen, de manera que .1 en su CODtra se promueve UDa 
"queja administrativa" Imputándoles la comisión de conductas graves en su 
actuación, la carga de la prueba corresponde al que formula la denuncia dado que el 
TribUlJlÚ Pleno o el MbJitltro Inspector, elJ .u CliSO, DD pueden convertirse en 
inquisidores para sHegar las pruebas que, a julc/o del formulan te, fUndamentan o 
hacen derivar la conducta incorrecta atribuida, pues de aceptar ess postura 
resultaría un contrasentido con la presunción antes aludida que los fUncionar/os 
judiclaJes tienen en BU favor y que, por Jo mi_mo, debe ser desvirtuad. por quien 
sOrma ID contrario. 

Octava Epoca 
IDstlUlc/s: Tercera Sala 
Fuente: Semanario Judic/sl de la Federación 
Tomo: IX-AbrO 
Tesis: 3a. XXXI/92 
Página: 78 

IMPEDIMENTO DE LOS MAGISTRADOS DEL PODER JUDICIAL DE LA 
FEDERACION EN MATERIA DE AMPARO. ES INFUNDADA LA CAUSA PREVISTA POR 
EL ARTICULO 66, FRACCION IV DE LA LEY DE AMPARO SI SE APOYA EN EL HECHO 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 



• 
• • • • • • • • • 
• • • 
• 
• • • • • 
• 
• 
• • • • 
• • • • • • • 

193 

DE HABERLOS SERALADO COMO RESPONSABLES EN QUEJA ADMINISTRATIVA. El 
becbo de que seaD seilsJsdos los Magistrados de Circuito como respoDsables eD la 
queja admmistratlva que promueVlU1lBs partes aDte esta Suprema Corte de Justicia 
de lB Naci6D, 16gica y jurídicsmeDte tal clrcuDstsDclB DO les da el carlÍcter de 
autoridades respoDSIIbles eD térmmos del articulo 66, fnJcci6D IV de lB Ley de 
Amparo, eD relBci6D a los actos reclBmados eD el juicio de garaDtlas eD torDO al cual 
se estiman impedidos, siendo en consecuencia infuDdadll. Js causal invocada al 
efecto. 

Octava Epoca 
IDstsDclB: PleDo 
FueDte: Gaceta del SemllDsrio JudiclBl de lB Federaci6D 
Tomo: 57, Septiembre de 199:2 
Tesis: P./J. 30/9:2 
PlÍgiDa: 16 

QUEJA ADMINISTRATIVA POR NO FORMULAR EL PROYECTO DE SENTENCIA 
EN UN ASUNTO DENTRO DEL TERMINO LEGAL. NO QUEDA SIN MATERIA PORQUE 
EL FUNCIONARIO INFORME QUE YA SE RESOL VIO. eullDdo se formulB uDa queja 
admmistrativa eD CODtra de UD fuDcioDario judicial federal, COD base eD lo previsto 
por el articulo 13, fracci6D VI; de lB Ley OrJIlÚlica del Poder Judicial de la 
Federación, denunciándose que en UD asunto determmado ba trallBcurrido BIJ 

exceso el térmmo que legalmeDte se teDía para proyectar lB seDteDclB y resolverlo y 
el fuDCioDariO al reDdIr su mforme comuDica que el Degocio ya ba sido resuelto, DO 
debe declararse sm materia la lnsulle/s, pues el Bn de la misma DO es simplemente 
que se subsllDe lB irregulBridad que, se preteDde, ba sido cometida, siDO pODer en 
conoclmieDto del mlÍs Alto TribuDal UDa conducta que podría revelBr una actuaci6n 
mdebida del fuDcionario que ameritara lB lmposici6D de UDa correcci6D discipJirJsria 
o lB adopci6D de s/guDa otra medida. 

Octava Epoca 
IDstllDclB: PleDo 
FueDte: Gaceta del SemaDario Judicial de lB Federaci6D 
Tomo: 57, Septiembre de 199:2 
Tesis: P./J. 31/9:2 
PligiDa: 17 

QUEJA ADMINISTRATIVA. POR REGLA GENERAL DEBE DECLARARSE 
FUNDADA, SI EXISTE UNA DILACION EKCESIVA EN LA FORMVLACION DEL 
PROYECTO DE SENTENCIA DE UN ASUNTO A MENOS QUE SE DEN SITUACIONES 
EKCEPCIONALES QUE LO JUSTIFIQUEN. De cODformidad COD el artículo 17 
CODstitucioDaI, "toda penODa t1eDe derecbo a que se le admmistre justicia por 
tribuDales que estlUlÍn expeditos para impsrtlrlB eD los plazos y térmiDos que fijan 
las Jeyes, emitieDdo sus reso/ueJoDes de manera proDts, completa e imparcial" y la 
Ley de Amparo establece los plazos y térmmos relBtlvos a lB tramitacióD y 
reso/ue/dD de 10B juicios y recursos que regula,. por Jo que la formulacióD de UD 
proyecto de seDteDcia Sil UD ssunto y 16gicameDte, su resoJucJ6D, jizera de ellos se 
traduce, por reglB /feDeral, eD uDa IrregulBridad eD lB admiDistracióD de justiclB, lo 
que implica que si, por ese motivo se formula UDa queja admiDistratlva eD CODtra de 
UD fuDcioDario judiclBl y queda debidameDte demostrado, lB misma debe declBrsrse 
fuZldada y, como cOZlsecueZJcia, imponer las cOn'"cciones disciplinarias 
correspolJdielJtes y adoptar ms medidas convenientes, siempre y cuando DO se 
preseDte alguDa situacióD excepcioDal que lo justmque. 



Octava Epoca 
IDstaDcla: PleDo 
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FueDte: Gaceta del SemSDarlo Judicial de la Federacl6D 
Tomo: 57, Septiembre de 1992 
Tesis: P./J. 32/92 
PágúJa: 18 

TERMINOS PROCESALES. PARA DETERMINAR SI UN FUNCIONARIO JUDICIAL 
ACTUO INDEBIDIlMENTE POR NO RESPETARLOS SE DEBE ATENDER AL 
PRESUPUESTO QUE CONSIDERO EL LEOISLADOR AL FIJARLOS Y LAS 
CARACTERISTICAS DEL CASO. El artículo 17 de la CDDStltuci6D CODsagra la 
gartUltía deDomÚJada derecbo a la jurlsdlccl6D que cODsIste, cODforme al texto 
literal del precepto, elJ que "toda penDDa tiene derecbo a que se le admh:JJstre 
justlcla por tribuDales que estaráD expedito. para impartirla eD los plazos y 
térmÚJos que OjSD las leyes, emltleDdo sus resolucioDes de mSDera proDta, completa 
e Imparcial" lo que s/gDJllca, por regll. /feDeral, que UD IUDcloDarlo judicial actúa 
IDdebldameDte cUSDdo ÚJcurre eD d/ll.cioDes que lo llevaD a vuÚJerar esos 
dlapositlvos al DO acordar las promocloDea de las partes o emitir las resolucloDes 
deDtro de los térmÚJos especmcos que p.... cada sltuacl6D señalaD las Dormas 
procesales aplicables. De ello se sigue que si se formula UDa queja admÚJistratlva 
COD motivo de esas irreguJar/dades y el IUDCioDar/O admite que ÚJcurrl6 eD ellas o 
las mismas se eDcueDtraD probad ... , eD priDclplo, debe cODslderarse IUDdada la 
queja e ImpoDer las correccloDes disclpliDarll.s que correspoDdaD o adoptar medidas 
que se juzgueD cODveDleDtes. SÚJ embargo, al examÚJar cada caso se debe 
cODslderar que el legislador al lQar térmÚJos procesales eD las leyes respectivas DO 
pudo ateDder a la variJJda gama de ClI.SOS que se someteD a los tribuDales, tsDto por 
la ÚJdole de las cuestloDes jurídicas que se cODtrov/erteD como por la complejidad 
de los becbos a los que se reOereD, a.1 como al volumeD del expedleDte y la 
exteDsi6D de los eser/tos aportadoll y pruebas desabogadall. Por la Datura/esa del 
problema resulta 16gico iDferlr que el legi6ll.dor, al bacer lI. determÚJacl6D a que se 
sJude tOIZJ6 en cuelJu, por UDa parte, el tiempo que prevúJbJemeZJte, cOZJsiderslJdo 
la capacidad y dmgeDcla medlas de UD juzgador y de su persoDal profesioDal y 
admÚJlstratlvo de apoyo, se requiere p .... acordar o rellolver la geDeraOdad de los 
IJsuntos que ingreSIUJ a Jos 6rgaIJos Jurisdiccionales T, por otra, a que este mgresD 
sea eD Dúmero proporcioDado a la poteDcll.lldad de trab~o del juzgado o tribUDal 
que corresponda. Por todo Id/o cuando se trate de UlJ .sunto I!%cepciona1, por alguna 
o todas lIIs características mene/oIJada. o bien cuaDdo el ingreso de asuntos al 
6rlftlDo jur/sdicc/oDal respectivo supere DotorlameDte al que podrÚl cODsiderarse 
DormaJ, debe cOlle/ume que, o bJelJ se preSeDWoIJ atenuantes o bien excluyentes 
de respoDsabmdad eD reblcl6D COD lI. actuacl6D del IUDCioDlUlo CODtra el que se 
formul6 la queja admlDlstratlva y resolverla eD cODsecueDcla. 

Octava Epoca 
IDstsDcla: PleDo 
FueDte: Gaceta del SemSDario Judicial de la Federacl6D 
Tomo: 58, Octubre de 1992 
Tesis: P. LXXXVIII/92 
PágúJa: 39 

QUEJA ADMINISTRATIVA. NO ES UN RECURSO POR VIRTUD DEL CUAL SE 
PUEDA DEJAR SIN EFECTO LA RESOLUCION DE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO. Del cODteDido de la queja admÚJIstratlva s610 debeD tomllrtle eD 
cODsideraci6D los becbos que aludSD a lI. comisl6D de UDa preteDdida falta eD el 
despacbo de los De/focios a cargo de lo. IUDcloDariD. judlclalell federa/es. De abí que 
DO >es procedeDte ordeDIIT que se deje sÚJ efecto el fallo proDuDcll.do por UD TribUDal 
Colegiado de Circuito que declar6 ÚJIUDdado UD recurso de reclamacl6D IDterpuesto 
eD CODtra del auto de PrellideDcla que desecb6 UD recurso eD rev/1l16D, pues de 
bacerlo así equivaldrú. a dar UD tratam/eDto a lI. "queja admÚJlstratlva" de recurso, 
lo cual carece de IUDdameDto legal. 

• 
• • • • • • • • • • • • • • • • • • 
• • • • 
• • • • • • • • 
• 
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Octava Epoca 
Instancia: Pleno 
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Fuente: Gaceta del Semanario JudlciBJ de la Federación 
Tomo: 61, Enero de 1993 
Tesis: P. XV/93 
PágiDa: 64 

QUEJA ADMINISTRATIVA LA OMISION DE SOLICITAR EL EJERCICIO DE LA 
FACULTAD DE ATRACCION ANTE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION, 
NO PUEDE CONSIDERARSE COMO CONDUCTA INDEBIDA DE LOS MAGISTRADOS. 
De conformidad COD Jo que dispoIJelJ los artículos 107, fracción Ir, último párrafo, de 
la Constitución Federal, y 182 de la Ley de Amparo, la Suprema Corte de Justicia, 
de oficio o a petición /Undada del correspondiente Tribunal Colegiado o del 
Procurador GelJenú de la República, podrá cOZJocer de Jos amparos dÚ'ectoB que por 
sus características especiales así lo amer/ten; sin embargo, el ejercicio de dlcba 
facultad por parte del Máximo Tribunal del pals, o su solicitud por parte de aquellos 
órgalJos, es una facultad discrecional y DO obligatoria; por Jo tanto, si UD Tribunal 
Colegiado no blzo la petición relativa, tal proceder no Implica que sus Magistrados 
Integrantes bayan incurrido en falta grave, que denote Ineptitud manifiesta, notoria 
maJa fe o deshonestidad. 

Octava Epoca 
lDstancia: Pleno 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: 70, Octubre de 1993 
Tesis: P. XLVlII/93 
Página: 27 

QUEJA ADMINISTRATIVA. LAS IRREGULARiDADES EN QUE SE AFIRMA 
INCURRE UN TRIBUNAL COLEGIADO EN UNA RESOLUCION, SOLO DEBEN 
ENTENDERSE IMPUTADAS A LOS MAGISTRADOS QUE VOTARON A FAVOR DE LA 
MISMA. Las irregularidades en que se afirma Incurre un Tribunal Colegiado de 
Circuito al dictar resolucióZJ eD UD Bsunto de su competencia, sólo deben entenderse 
imputadas a Jos magistrados que votaroa B favor de tal resolución, pero DO pueden 
bacerse extensivas al magistrado que votó eD contra de lB. misma, pues con eJJo 
maolfestó prBe/amente DO compartir el criterio que en á sentencia respectiva se 
bublere sustentado. 

Octava Epoca 
Instancia: Pleno 
Fuente: Gaceta del Semanario JudlciBJ de la Federación 
Tomo: 71, Noviembre de 1993 
Tesis: P. LXXlV/93 
Página: 43 

IMPEDIMENTOS EN EL JUICIO DE AMPARO. LA QUEJA ADMINISTRATIVA NO 
ES MEDIO lDONEO PARA HACER PLANTEAMIENTOS SOBRE ELLOS. De 
conformidad con lo previsto por los artículos 66, 67, 68 Y 70 de la Ley de Amparo, 
los Ministros de la Suprema Corte, los magistrados de Circuito y los jueces de 
Distrito no SDn recusables, pero si se encuentran en algunas de las causas que se 
especifican eD el primer precepto citado deberán manifestar que están Impedidos 
para conocer de los JuiciDs de que se trate, dándose el trámite que al efecto se 
establece. Ahora bien, cuando ello no ocurra y una de las partes estime que alguno 
de esos funcionarios se encuentra COIl causa de impedimento, podrá túegarlo ante el 
órgano que corresponda el que, l1Dalmente resolverá si admite o desecba la causa de 
Impedimento, de lo que puede seguirse que el /Unclonario quede sujeto a la 
respoDsabilidad que corresponda conforme a la ley o que S6 multe tú formulante del 
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impedimeDto. Por CODBilJUieDte, eDcoDtráDdo.e perfectllmeDte relJUlRdo el trámite y 
reBolucióD de impedimeDtoB, debe ÚJferine que IR &mad. queja admÚJistrativa, 
cuya eJdsteDcia deriva de IR mcción VI del articulo 13 de 1M Ley OrgáDiCII del Poder 
Judicial de IR FederacióD, DO ell medio proceaal idóDeo para bacer pIRDteamieDtos 
sobre impedimeDtos que DO lIe bicieroD valer eD el momeDto OpOrtUDo, por lo que 
debeD cODsiderane DotorlRmeDte ÚJDperaZJte •. 

Octava Epoca 
lDBtaDcia: Tercera Sals 
FueDte: SemllZJario JudicJal de IR FederacióD 
Tomo: X11I-Jumo 
Tellill: 31. • .JDOU11/94 
PágitJa: 245 

QUEJA. ADMINISTRATIVA.. ES IMPROCEDENTE LA QUE SE INTERPONE ANTE 
LA SUPREMA. CORTE EN CONTRA DE UN SECRET.A.RlO DE TRIBUNAL COLEG1.A.DO 
CUANDO LOS HECHOS U OMISIONES SANCIONABLES NO SON LOS MISMOS QUE SE 
IMPUTAN A. LOS MAGISTRADOS DE CIRCUITO. De cODformidad COD lo dillpuesto eD 
los pUDtOS tercero, qUÚJto y lIextO del .cuerdo Dúmero 7/89, de fecba CÚJco de 
septiembre de mU DovecieDtos ocbeDtII y Dueve, .obre el establecimieDto de los 
órlf1UJos y sistemas para ideDtmcar, ÚJveatigar y determiDar IRs respoDsabUidades 
admÚJistrativas de 1011 servidorell del Poder Judicial de 1M FederacióD, correspoDde al 
PleDo de IR Suprema Corte de JusticIR. de 1M NacióD, impoDer IRs SllZJCiODeS 
admÚJilltrativas por lR.s faltas eD que ÚJcurraD /0/1 Magi/ltrado/l de Circuito, jueces de 
Distrito y todos 10/1 demás lIervidore/l cuyo DombramieDto le competa, o que DO 
depeZJtIllD especmcameDte de otro órlf1UJo; • 10/1 TribuDaJes Colegiados de Circuito 
correspoDde ideDtmcar, ÚJvestiglu y determiDar lR.s re/lpoDsabUidades 
admÚJistrativas eD que iDCUrrllD los servidores púbUcos cuyo DombramieDto les 
competa, e impolJerles las 8lUJcJolJe. procedeD tes; y cU.zJdo elJ JOB mismos bechos u 
omisioDes SllZJcioDables admÚJistrativameDte, estéD ÚJvolucrados varios servidores 
púbUcos cuyo DombramieDto competa. tlJatitJtoa /UDcioD.nOS u ÓrgaDOS del Poder 
JudicJal Federal, /lerá competeDte el de m.yor jerarquí. para ideDtmcar, iDvestigar 
y determÚJar IR respoDSIIbUidad admÚJilltrativa de todoa los impUcados, así como 
para aplicarles ás ulJc/oIJes que amer/teD. De las dlsposicioDes anteriores, 
clR.rameDte se advierte que IR queja .dmiDiatrativa, iDterpuesta IIZJte IR Suprema 
Corte, eD IR que a UD secretario de Tr/bUDaJ Colegiado se le atribuyeD becbos u 
omisioDes distitJtos de los que se impUÚIZJ • lo. M.gi/ltrados de Circuito, resulta 
lJotoriameDte ImprocedeDte, porque el nombramiento de aquél, cODEorme s 10 
establecido eD el articulo 40 de IR Ley OrgárJic. del Poder Judicial de IR FederacióD, 
DO compete a este alto TribuDal, BiDO a UD 6rpDo jurisdiccioDal diverso. 

Octava Epoca 
IDstllDcia: Tercera SalR. 
FueDte: SemllZJarJo JudicJal de IR Federaci6D 
Tomo: X11I-JUDio 
Tesill: 3a. XXXV/94 
PágitJa: 246 

QUEJA. ADMINISTRATIVA.. QUEDA. SIN MATERTA. CUANDO EL FORMUL.A.NTE 
DESISTE DE ELLA. La materia de UD. quej •• dmÚJistrativa, cODforme a lo dispuesto 
por IRs mccioDes VI y X del artículo 13 de IR Ley OrgáDic. del Poder JudicIRI de la 
FederacióD, IR cOD/ltituye el exameD de 1M. irrelJUwidI.des imputadas por el 
formulR.Dte de IR. millma a UD /UDcioD.no judicJaI, por lo que si aquél desiste, 
deSllparece IR materia de IR queja, procedieDdo, por eDde, ordeDar el arcbivo del 
expedieDte. 

• • • • • • • • 
• • • • • • • • • • • • • • • • • • 
• • • • • • 
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Instancia: Pleno 
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Fuente: Semanario Judicial de ia Federación y su Gaceta 
Tomo: DI, Marzo de 1996 
Tesia: P. XXI1I/96 
Pág/Da: 467 

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE MAGISTRADOS DE CIRCUITO Y 
JUECES DE DISTRITO. LA INSERCION DE SU CARGO EN INVITACIONES O 
DOCUMENTOS ANALOGOS, NO DENOTA INDEBIDA OSTENTACION NI PREPOTENCIA. 
Esta Suprema Corte de Justicia de III Nación considera que si bien es deseable que 
los /Uncionarios del Poder Judicial Federal guarden UDa actItud discreta en eventos 
sociales, la clrcunstllncla de que con motivo de actos de esta. naturaleza 
Magistrados de Circuito o Jueces de Distrito blllflUJ circulllr invitaciones o 
documentos análogos en Jos que aparezca el puesto que desempeñan, DO cODstituye 
ni indebida ostentación del cargo, ni una conducta prepotente alejada de la seriedad 
y diguidad que merece III /Unción jurisdiccional, o que reDeje manifestación de 
maguJRcencia, aIIlrde de poder o jactanclll de superioridad merecedora de sanción 
administrativa, ya que es, simplemente, ia expresión objetiva del cargo que 
desempeñan. 

l1Jstancia: PleDo 
Fuente: Semanario Judicial de III Federación 
Epoca:9a 
Tomo: Octubre 1997 
Tesis: P.CXLV/97 
Página: 187 

RUBRO: CONS&TO DE LA JUDICATURA FEDERAL. AL ANALIZAR LA CAUSA DE 
RESPONSABILIDAD PREVISTA POR EL ARTICULO 131, FRA(X:ION DI, DE LA LEY 
ORGANlCA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION, NO SE ERIGE UN TRIBUNAL 
DE LEGALIDAD. 
TEXTO: El Consejo de III Judicatura Federal, para poder Dncar III causa de 
responsabilidad prevista en III fracción m del articulo 131 de III Ley Orgánica del 
Poder Judicial de ia Federación, rellltlva a III notoria ineptitud o descuido de un 
servidor en el desempeño de BUB fuDcioDes o labores que deba realizar, requiere 
adoptar una actitud que, sin negar a convertirse en órgano revisor de la legal/dad de 
IIls resoluciones emitidas por los Jueces de Distrito o Magistrados de Circuito, sí 
pueda aprecilu de mlUJera directa Jos fundamentos y motivos expuestos, ya en UDa 

determinación procesal o en un faDo y que, sin entrar al fondo del negocio ni afectar 
IIls situaciones juridicas derivadas de lo resuelto, simplemente vigOe que III actitud 
del juzgador, materisJ.izsda en su resolución, sea congruente eDil la .Daturaleza de la 
actividad jurisdiccional que le es propia de acuerdo a III ley. 

Instancia :Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de III Federación 
Epoca: 9·. 
Número: OCTUBRE 1997 
Tesis:P. CXLVII/97 
Página: 188 

RUBRO: NOTORIA INEPTITUD O DESCUIDO COMO CAUSA DE 
RESPONSABILIDAD PREVISTA EN LA FRACCION 01 DEL ARTICULO 131 DE LA LEY 
ORGANlCA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION. 
TEXTO: El referido precepto, en III fracción aludida, dispone que será causa de 
responssbilidad para los servidores públicos de dicbo Poder, actuar con notoria 
ineptItud o descuido en el desempeño de IIls /Unciones o IIlbores que deban realizar. 
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El sustento de III notorlll ineptitud es el error inexcu .. ble, el que deberá valorarse 
tomando en cuenta los antecedentes personales, profesionales y IIlboraJes del 
agente, tales como su prepll.lacióZJ, lJolJorabil1dad, experiencia y alJtJgüedad tanto 
en el ejercicio profesional en el Poder JudicW de III Federaci6n y, específicamente, 
en el 6rgano jurisdiccional en que lAbore; asimismo, resulta relevante para Uegar a 
lit calJOcacJ6n del error iDexcuubJe, apreciar otro. factore., como Jo 8011, lB carga 
de trablllo con que cuente el juzpdo o tribunal; III premura con que deban 
resolverse los asuntos, dados los t6rminos que para ese lbJ marca III ley; III 
complejidad de los mismos, sea por el volumen, por III dificultad del problema 
juridico a resolver por ambas cosas; y en general, todas aqueJ/as circunstancias que 
tengan relllci6n con los elementos materWes y bumanos con que cuente el juzgador 
para apoyarae en su Ilctividad como W; pues s610 Ilsí se podrá Uegar Il unll 
conclusi6n que releve precisamente la ineptitud o descuido del funcionario en 
virtud de III comW6n de errores inexcu .. bles. E6 preciso seillllllr que III notorill 
ineptitud o descuido inexcusable puede manUestarae en cualquier etllpll o fllceta de 
III Ilctitud judicJaJ, bien sell en el meramente Ildministrativo o de organizllci6n del 
6r¡{IUJo jurisdicciolJlÚ, al sustancw los procedimientos Il su cargo, o al dictar IIls 
resoluciones con que culminan dicbos procedimientos. 

lnstancis: Pleno 
Fuente: Semanario JudicW de III Federaci6n 
Epoca: 91l 
Tomo: Octubre 1997 
Tesis: P.CXLVI/97 
Páginll: 201 

RUBRO: RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA. LA INMUNIDAD PREVISTA EN 
EL ARTICULO 130 DE LA LEY ORGANlCA DEL PODER JUDICIAL DE LA 
FEDERACION, NO SE ACTUALr.z.t ANTE EL FRANCO DESACATO DE UN 
ORDENAMIENTO JUR/DICO. 
TEXTO: Ccnforme a lo establecido en el citado precepto legal, los mllgistrlldos de 
circuito, entra otros servidores del Poder JudicW de la Federaci6n, serlÚJ 
responsables al establecer o lYar III interpretaci6n de los preceptos constitucionales 
en /ss resoluciones que dicten, cuando se compruebe que bubo cobecbo o mlllll fe. 
La hip6tesis de inmunidlld s610 puede acontecer cUllndo la falta imputadll al 
juzgador deriva de un Ilcto en el que bayll desentrtuJlldo y expliclldo el contenido de 
una Dorma COlJstJtucJOIJ~ determmando su sentido y alcance COD base en UD 
anáJJsla gramlltical, bist6rico, 16gico o sistemático, siempre que no exista cobecbo o 
mlllll fe; pero de ningunll manera, cuando se observa que III CIlUIlll de respon .. bilidad 
tiene su origen en III franca desatenci6n del ordenamiento juridico apliCJI.ble, sin que 
Bea válido sostener, en tal caso, BexJbJe, cllDJblllDte, CDDcreto o explicito, siempre 
debe moverse dentro de lila facultades y limites que imponga el marco jurídico, pues 
lo contrario seris atentar contra lAs praDtús de legalidad y seguridad jurídica 
previstas en los articulos 14 Y 16 constitucionales. 

Instancis: Pleno 
Fuente: Semanario JudicW de III Federaci6n 
Epoca:9a 
Tomo: Octubre 1997 
Tesis: P.CXLIV/97 
Página: 202 

RUBRO: SECRETARIO EN FUNCIONES DE MAGISTRADO DE CIRCUITO. EL 
PROCEDIMIENTO PARA DETERMINAR LA RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 
DERIVADA DE FALTAS GRAVES COMETIDAS EN EL EJERCICIO DE ESE CARGO, 

• 
• • • • • • • 
• • 
• • • • • • • • • 
• • • • • • • • • • • • • 
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DEBE SUSTANCIARSE CONFORME A LO PREVISTO EN LA FRACCION m DEL 
ARTICULO 134 DE LA LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION. 
TEXTO: CoDforme a lo dispuesto ea el citado precepto legal, eD el procedimieato 
para determiDar la respoDsabmdad admiDistrativa por faltas graves eD el ejercicio 
de las fuDcioDes de Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito el PleDo del 
CODsejo de la Judicatura Federal deberá citar al servidor de que se trate a uaa 
sudielJcJa, baciélJdoJe saber las callsas de respoZJsBbOidad que se le imputen, el 
lugar, día y bora eD que teadrá veriOcativo dicba audieDcia y su derecbo a ofrecer 
pruebas y alegar eD la misma, por sí o por medio de UD defeDsor. Ahora biea, dicba 
audieDcia deberá teDer lugar iDdepeadieatemeate de que el juzgador baya cometido 
las respectivas faltas graves sieDdo el titular del cargo o eD su carácter de secretario 
eDcargado de suplir a aquél por miDisterio de ley o por autorizacióD del CODsejo de 
la Judicatura Federal, dado que formal y materJalmeDte, los actos realizados por 
estos últimos servidores son autélJticos actos de autoridad avalados por Js ley. 
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ANEXO 4 

RECURSO DE REVISION ADMINISTRATIVA. 

NOVtJlJB Epoca 
lustlUJcia: Pleuo 
Fueute: Semauario Judicial de la Federaci6u y su Gaceta 
Tomo: llI, Marzo de 1996 
Tesis: P. XXI/96 
Págiua: 468 

REVISION ADM1NISTRATIVA, RECURSO CONTRA RESOLUCIONES DEL 
CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL. ALCANCE DE LAS ATRIBUCIONES DEL 
PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION AL RESOLVERLO. El 
exameu arm6Dico de los artículos 100 cousUtucioual, y 11, fraccioues VIll y IX, y 
122, de la Ley Org>Úlica del Poder JudicJaJ de la Federaci6u, permite cousiderar que 
el Pleuo de la Suprema Corte tieue la facultad de iDterpretar, eutre otros preceptos, 
el citado en primer término, Sil cuanto establece el recurso de revisión 
admiuistrativa coutra las resolucioues del Cousejo de la Judicatura Federal, 
relativas a la desilfDllci6u, adscripci6u y remoci6u de Magistrados de Circuito y 
Jueces de Distrito. Para ejercer esa facultad iDterpretativa, el Tribuual Pleuo parte 
de dos priDcipios eseuclales que rigeu este medio de impulfDllci6u: 1} El respeto a la 
garautía de audieucia, que s610 puede cumplirse cabalmeute cuaudo el afectado 
Ueue oportuuidad de iuvocar eu su defeuSB todos los argumeutos y razoues que 
sean de su mterés en CDDtra de la resolución reeun/da, así como de ofrecer y 
desabogar todas las pruebas que legalmeute procedau; y, 2} La seguridad al Juez o 
Magistrado recurrentes de que lJJ decisión correspondiente será examÍDada COD 

apego a derecho por los dos 6rgauos máximos del Poder Judicial Federal, Dualidad 
fundamental del establecimiento de este recurso administrativo. Las bases rectoras 
anteriores dan pauta para considerar que, al decidir el recurso de revisión 
admiDistraUva, el Pleuo de la Suprema Corte de JusUcla de la Naci6u tieue 
atribucioues para realizar uu auálisis completo y miDucioso, tauto del 
procedimiento que se bub/ere JJevado a cabo, como de Jos hechos, pruebas, motivos 
y mDdameutos que susteutau la resolucl6u del Cousejo de la Judicatura Federal, y 
determiDar si se cumplierou los requisitos exigidos por la ley, seaD de fODdo o de 
forma. 

Novena Epoca 
lustaDcla: Pleuo 
FueDte: Semauar/o JudicJaJ de la Federscl6u y su Gaceta 
Tomo: W, septiembre de 1996 
Pág/DIIS: 17 a 18 

REVISION ADM1NISTRATIVA CONTRA ACUERDOS DEL CONSEJO DE LA 
JUDICATURA FEDERAL. EL ANALISIS DE LA PROCEDENCIA DE ESE RECURSO DEBE 
REALIZAR EL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION. El 
alclUJce de las facultades del presideute de la Suprema Corte de Justicia de la 
NaCi6u, eu CUlUJto al trámite de los asuutos de la competeucia del PleDo, queja 
determiDado por la uaturaleza del asuuto de que se trate, por lo que si el trámite a 
realizar se reJiere a UD recurso interpuesto en contra de UDa actuacl6n del COZlsejo 
de la Judicatura Federal, eu la que tuvo iDterveuci6u el presideDte de la Suprema 
Corte, quien t/eae también el carácter de presJdelJte del citado CODsejo, en términos 
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de lo dispuesto por los articulos 100 cODstitucioDal y 71 de Is Ley OrgIÍDica del 
Poder JudicW de Is FederacióD, Is correcta ÚJterpretacióD de Iss facultades de 
trámite COD Iss que cueDta el presideDte de este alto trlbuDal, debe quedar limitada 
a los actos necesarios para pODer el Jjsunto en estado de resoJuc/6n por el Tribunal 
PleDo excluyeDdo, desde luego, Is caJiJIc.CiÓD de Is procedeDcia del mismo, pues 
eUo Uevarla al extremo de impedir que el órlfADo colegiado decidien respecto de 
UDa cUtJSt/6D de re/enDeja como ID es J¡j procedlbJJJd.d de Jos recurso que se 
iDterpoDgaD eD cODtra de DombnmieDtolJ de los tltulsres de los juzgados y 
tribuDales eDcargados de Is admiDistrtlcióD de justlcÚJ, cuestióD que, de suyo, 
reviste UDa impOrtSDCÚJ trtlDsceDdeDtaJ p.n Is IilDcióD jurisdiccioDal del Poder 
JudicW de Is FederacióD. ED efecto, Is caJJJ1cacióD deIs procedeDcÚJ del recurso de 
revisióD admÚJistrativa, debe quedar a clUllo del PleDo de Is Suprema Corte de 
Justicia de ls Naci6n, por tratarse de Jj.untos que por BU naturaleza le corresponde 
eD exclusiva decidir, ya que dicba c.unCaCiÓD impUca Is ÚJterpretacióD de los 
alcliDces de Is posIbilldad de impUgDaciÓD de w decÚJioDes tomadas, al respecto, 
por el PleDo del CoDsejo de Is JudicatUrtl Federtll, eD los CIISOS 11 que se renere el 
articulo 11, ÚIIccióD IX, de Is Ley OrgáDiCII del Poder JudicW de Is FedencióD. Las 
cODsideracioDtJs hasta aquí expuestas, JJenn _ cODe/uh' que el trámite del reCUTSO 
de revisióD IIdmÚJistrtltiva que estsblece el articulo 124 de Is Ley OrgáDica del 
Poder JudicW de Is FedencióD, debe UmitllTSe a ÚJS cuestioDes merllmeDte 
procesales, que DO impUqueD Is caJJJ1c.CiÓD de 111 procedeDcÚJ del mismo Di de Is 
IIctuaJizBcióD de los requisitos formales o eseDciales que se estableceD eD Isley, por 
ser cuestloDes que debe reservarse 11 Is determÚJllcióD de este TrIbuDal PleDo de la 
Suprema Corte de Justicia de Is NacióD. 

Novena Epoca 
IDstaDcia: PleDo 
FueDte: SemaDario JudicW de Is FederacióD y su Gaceta 
Tomo: V, febrero de 1997 
PágiDa: 121 

CONCURSO DE MERITOS. SI SE DESIGNAN JUECES DE DISTRITO CON BASE 
EN EL, DEBE DICTARSE UNA RESOLUCION FUNDADA y MOTIVADA QUE 
JUSTIFIQUE CON SUFICIENCIA POR QUE UNOS CONCURSANTES FUERON 
PREFERIDOS A OTROS ATENDIENDO A LOS CRITERIOS SEkALADOS EN LA 
CONVOCATORIA RESPECTIVA Y MEDIANTE LA APLICACION. DE UN SISTEMA 
IDONEO PARA COMPARAR OBJETIVAMENTE LOS MERITOS DE LOS 
PARTICIPANTES. Si bieD cODstitucioDal y legaJ.meDte, Is desigDllcióD de Jueces de 
Distrito sólo debe bacerse por medio de CODCURO por oposicióD, cUliDdo por aIguDa 
situacióD excepcioDal se proceda a bllcer DombramieDtoll de esa Daturaleza a trllvés 
de CODCUrso de méritos, es obvio que p.n lograrlo se debe proceder " Is 
compSrtlCiÓD específica de los méritos de los cODcunliDtes IIpUcSDdo criterios 
objetivos y cUliDtíRcables eD los que se respalde Is seleccióD ilDal de los que seaD 
Dombndos, todo lo cual debe aparecer eD el acta eD 1" que se baga CODstar Is 
resolucióD respectiva, sÚJ que sea SUnCieDte Is "J1rmllcióD geDéricII de que todo eUo 
Se bizo, pues resulta lógico que al estsblecerse UD recurso de revisióD 
admÚJistrtltlva eD CODtrtl de eo., aDte el PleDo dé 111 Supremll Corte de JustlcÚJ de Is 
Nac/6n, a favor de JOB concursantes DO seleccionados, la úzJiCIJ forma de ñacer el 
eJUJmeD respectivo IiDte los cODceptos de DuUdad, así como de que éstos puedsD 
formulJlrse, es CODocer COD mÚJucJolJidlld 111 evaIuscióD objetlVIJ que susteDte Iss 
desigDacioDes. 

• 
• • • 
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Novena Epoca 
Instancia: Pleno 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo: V; febrero de 1997 
Página: 121 

REVlSION ADMINISTRATIVA. EN SU TRAMITACION DEBE APLICARSE 
SUPLETORlAMENTE EL CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
CIVILES. Como la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación es la que prevé 
el recurso de revisi6n admmistrativa y 120 establece las reglas de substanciaci6n, 
debe estimarse supletorJamente aplicable el Código Federal de Procedimientos 
C/vIles. Lo anterior, COD fuZJdameZJto elJ el hecho de que si en derecho sustantivo es 
el Código Civil el que contiene los principios generales que rigen en las diversas 
ramas de derecbo, en materia procesal, a falta de disposici6n expresa de la ley del 
acto, debe también acudirse a la legislaci6n civil, en todo lo que 120 contraríe los 
prmcipios en que se sustenta la ley en que se va a efectuar la suplencia. Abora bien, 
dado que la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federaci6n es una ley federal, 
entonces babrá que aplicar supletorJamente el C6digo Federal de Procedimientos 
Civiles. 

Novena Epoca 
raBtaDeis: PleZJo 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo: V; febrero de 1997 
Páginas: 128 a 129 

REVlSION ADMINISTRATIVA EN CONTRA DE NOMBRAMIENTOS DE JUECES 
DE DISTRITO POR MEDIO DE UN CONCURSO DE MERlTOS. SI LA RESOLUCION NO 
SE ENCUENTRA SUFICIENTEMENTE FUNDADA Y MOTIVADA, DEBE DECLARARSE 
SU NULIDAD PARA EL EFECTO DE QUE SE DICTE OTRA EN LA QUE SE SUBSANE LA 
IRREGULARIDAD. De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 72 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federaci6n, las resoluciones del Pleno y de las comisiones 
del Consejo de la Judicatura Federal, constarán en acta firmada por los presidentes 
y secretarios correspondientes. Por otro lado, los artIculos 100 de la Constitución 
Politica de los Estados Unidos Mexicanos y 122 dela Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, prevén el recurso de revis/6.1l admJlJistrativa, entre otros casos, en 
contra de los nombramientos o designaciones de Jueces de Distrito; y el 124 de este 
último ordenamiento, estipula que el mforme que rinda el Consejo de la Judicatura 
Federal "deberá ú acompañado de todos aquellos elementos probatorios que 
permitan la resoluci6n del asunto. También el 128 de ese cuerpo legal, dispone que 
cuando se declare iÍlndado el recurso "se limitará a declarar la nulidad del acto 
impugnado para el efecto de que el Consejo de la Judicatura Federal dicte una 
nueva resolución en un plazo 120 mayor de tremta días naturales". De Jo dispuesto 
en Jos dispositivos menciolJados se InDere que cUBndo, al eJUlminBrse UD recurso en 
contra de una resolución, por la que se bizo la designación de Jueces de Distrito a 
través de UZJ CDDcurso de méritos y que DO se le DotlOcó al recurreZJte, habiéndose 
éste ostentado IfIIibedor de la misma, se advierte que no obstante ImpugJJarse de 
Oegal por falta de iÍlndamentaci6n y motivaci6n, en relaci6n con la exclusión del 
promovente, los elementos aportados con el mforme del Consejo de la Judicatura 
Federal resultlUJ /nsuDc/entes para demostrar que se cumplió con ese requisito, por 
no contener, de manera mÚJucioSB, el procedimiento de evaluación comparativa que 
permitió determmar que debi6 excluirsele por tener menores méritos que todos los 
designados, debe declararse la nulidad para el efecto de que el referido Consejo, en 
el plazo especmcado, dicte una nueva resolución subsanando esa Irregularidad, 10 
que permitirá, incluso, reexaminar la cuesti6n para determinar, con la 
mndamentaclón T motivación especIBcadas, si el promovelJte del recurso debió ser 
correctamente excluido por telJer LDferlores méritos a todos los designados, o si 
debió ser designado, ya sea por tenerlos superiores a alguno, en cuyo caso deberá 
decretarae la sustitución correspondiente, o Iguales, al menos respecto de UlJO, Jo 
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que conducirá s deslgnulo en sdlcl6n 11 los nombrados. En cuslqulers de las 
blp6tesls deberá not/OCJUtle personslmente la resolucl6n 11 las ptutes Interesadas en 
los términos de lo previsto en el articulo 72 que /le bll cludo. 

Novena Epoca 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semlllltulo Judlc/aJ de la Federacl6n y su Gaceu 
Tomo: V, febrero de 1997 
Páglna/l: 129 s 130 

REVISlON ADMINISTRATIVA EN CONTRA DE RESOLUCIONES DE 
DESIGNACION DE JUECES DE DISTRITO POR EL CONSEJO DE LA. JUDICATURA. 
FEDERAL. LOS PARTICIPANTES EN EL CONCURSO RELATIVO ESTAN LEGITIMADOS 
EN CUANTO SE AFECTE SU INTERES JURlDICO. De IIcuerdo con nue/ltro llistems 
jurídico JOB medios de defenSIJ, por regbJ plleraJ, /le encuentrlllJ previlltos rellpecto 
de las person .. que sellll afectada/l en sus Interese/l jurldlcos por Illgún scto de 
sutorldsd. De acuerdo con ello, si contemplar el articulo 100, párrafo ocuvo, de la 
Constltucl6n Politlcs de los Esudo/l Unldo/l MexlcIlllOS, el recurtlo de revlsi6n 
admbJistrativs, entre otros casos, eD canta de las rello/ue/olJes sobre deslgnaciólJ 
de Juece/l de DI/ltrlto y du legltlmacl6n pllTll promoverlo, el tutículo 123, mccl6n 1, 
de la Ley Or¡pÚIlca del Poder Judlclsl de la Federacl6n, a quienes particlpsron en el 
concurso, debe Infer/rse que ello /le circunscribe s la afecucl6n de los Intereses 
Jurídicos de los mismos, a saber, que no fileron fsvorecldos por la designación, 
considerando tener derecbo s ello respecto de los de/llgnlldos, sin que proceds 
Interponer ese medio de defenSll cUlllldo no se produce eSll decucl6n. 

Novens Epoca 
bJstaDcJs: PlelJo 
Fuente: Semlllltulo Judlclsl de lJl Federacl6n y su Gaceta 
Tomo: V, febrero de 1997 
Páglns: 130 

REVISION ADMINISTRATIVA.. ES PROCEDENTE EN CONTRA DE LA. 
DESGINACION DE JUECES DE DISTRITO A TRA VES DE UN CONCURSO DE MERITOS. 
De uns um6nlca Interpretacl6n del uticuIo 100 de la Con/ltltucl6n Politlca de los 
Estados Unidos Mexicanos, en relación con los diversos 112, 113, 122 Y 123, 
mcclón y, de la Ley Orpnlcs del Poder Judlc/aJ de la Federacl6n, se InOere que 
encontrándose previsto el recurso de revl/llón admlnlstratlVII snte el Pleno de la 
Suprems Corte de Justicia de la Nación en contra de los nombrsm/entos o 
designaciones de Jueces de Distrito becbll/l por el Con/lejo de la Judlcaturs Federsl, 
eDil base en un CODCUrBO por opo8Jc/6n, único procedimiento que cOJJstitucional y 
legalmente se encuentrs reconocido, si por /lltuacloues excepclonsles se procede s 
bscer esos nombramientos a travé/l de uu concurso de méritos, 19uslmente procede 
el referido recurso, pues el mismo tiende 11 sa/vapJudu el pleno respeto s los 
principios de la carrera judicial, los cusles, a /lU vez, tleudeu a garautlzar, por un 
IJldo, que la sociedad cueute con filucionllrios judicisles de exce/encis cuya 
selección se base en un slstems riguroso que estudie la trayectorlll pública, la 
prepliTllclón, las cutúidades éticas y la vocllción jurldlca de los concursantes, así 
como el respeto que la /lociedad teuga por quienes llegan s un Importantes cargos; 
y, por otro, que estas penona. tengan hl conllazua de que sólo BU mérito y 
desempeiio profesional, con excluslóu de cuslquier otro elemento de Indole diversa, 
serán los fRctores que determinen su ubicación en el cuerpo judicisl. De no sceptsr 
dicba procedencia, se admitirla que precisamente la/l designaciones que se bic/era 
apartándose del sistema esublecido en la Constitución y en la ley, así filera por 
situaciones excepcionales, resulblrazJ ÚJimpupllbJell T, por Jo mismo, váUdas, Jo que 
resulta Insceptable por oponerse s las reglas de la carreu judicisl establec/ds por la 
Constitución. 
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HORlJa Epoca 
IllstBacÚJ: PleDo 
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Fuente: SemlUlario Judicial de la Federaci6n y su Gacets 
Tomo: V, febrero de 1997 
Página: 131 

REVISI0N ADMINISTRATIVA. LA SENTENCIA QUE DICTE EL PLENO DE LA 
SUPREMA. CORTE DEBE SERA.LA.R CON PRECISION EL .lJLCA.NCE DE LA NULIDAD 
DECRETADA, DE ACUERDO CON SUS C/lRACTERlSTICAS. El artículo 128 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federaci6n, dispone que las resoluciones del Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia que declaren fUndado el recurso de revisi6n 
admiDistrativa, se limitarán a declarar la nulidad del acto impulfDado para el efecto 
de que el Consejo de la Judicatura Federal dicte una nueva resoluci6n, en un plazo 
110 mayor de treilJta días naturales. Abora bieD, 110 s610 Jo previsto en el precepto, 
siDo la experiencia jurisdiccional, recomiendlUl que ese pronunciamiento no sea 
genérico, siDo que BspecIRque, eDil toda preclsi6D, el alcsZJce que tiene, Jo que 
variará de caso a caso, según los conceptos de nulidad que bayan prosperado, lo 
que, 16gicamente, no s610 facOltará el dictado de la misma resoluci6n, sÍno que 
evitará la iDterposici6n sucesiva de nuevas revisiones derivadas de interpretaciones 
diversas a las que arrJbIU'lÚJ el propio Consejo y los interesados, vuiDerlÍndose los 
principios establecidos en el artículo 17 de la Constituci6n Politica de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

Novena Epoca 
Instancia: PleDo 
Fuente: SemlUlario Judicial de la Federaci6n y su Gaceta 
Tomo: V, febrero de 1997 
Páginas: 131 a 132 

REVISION ADMINISTRATIVA. LOS CONCEPTOS DE NULIDAD AJENA AL 
lNTERES JUR/DICO DEL PROMOVENTE SON INOPERANTES. Dentro del sistema 
juridlco meJdcazJo, la regla gelJeral es que DO se autoriza 111 ÚJterposic/6n de recurso 
en iDterés de la ley, de la sociedad en general o de personas l4!enas Jurídicamente al 
promovente; por el COlJtnuio, es prúJcipJo fundamental BIJ JOB medios de defensa 
que solamente proceden contra actos que afecten intereses de los partlculsres, de 
donde se sigue, 16gicamente, que si se formula una revisi6n administrativa en 
contra de una resoluci6n del Consejo de la Judicatura Federal ante el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Naci6n y este considera que el procedente que es 
procedente, pero advierte que se expreSBD conceptos de nulidad completsmente 
l4!enos al iDterés Jurídico del promoYente, debe considerarlos inoperantes. 

Novena Epoca 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la Federaci6n y su Gacets 
Tomo: V, febrero de 1997 
Páginas: 132 a 133 

REVISION ADMINISTRATIVA. SI LA RESOLUCION DEL CONSEJO DE LA 
JUDICATURA FEDERAL NO SE NOTIFICO LEGALMENTE, EL COMPUTO PARA 
DETERMINAR SI SE INTERPUSO EN TIEMPO DEBE HACERSE A PARTIR DE QUE EL 
RECURRENTE SE OSTENTO SABEDOR DE LA MISMA. El artículo 100 de la 
constitución Política de los Estados Unidos Mudcanos, ea BU párrafo octavo, 
previene el recurso de revisi6n admiDistrativa ante el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia en contra de decisiones del Consejo de la Judicatura Federal que Be refieran 
a la desilfDaci6n, adscripci6n y remoci6n de Magistrados y Jueces. Dicbo recurso se 
encuentra regulado en los artículos del 122 al 128 dela Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federaci6n, estableciéndose en el 124, que el mismo deberá 
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preseatarse aate el presideate de ese Coasejo deatro de los cbJco días hábiles 
siguieates a /s fecha ea que bubierea surtido efectos /s aotiRcacióa de /s resolución 
que haya de combatirse. Dicha aotiBcación, a su ve"" se eacuentra prevista en el 
artículo 72 del propio ordenamiento, que maada que /ss resoluciones del Pleno y de 
/ss comisioaes del Coasejo de /s Judicatura Federal, coastaráa en acta y deberán 
l1rmarse por los presideates y secretarios ejecutivos respectivos y notificarse 
persoaa/meate a /s brevedad posible a las partes bJteresadas. De esto se sigue que si 
ser formu/s UZJa revfsi6a admbJistrativa ea coatra de una de /ss resoluciones 
respecto de /ss que procede y el promoveate alIrma que la resolucióa que combate 
ao lile aotiBcada, sbJ que eOo Oegue a desvirtuarse durante /s tramitación del 
recurso, el c6mputo del térmbJo para determbJar si se hizo valer en tiempo debe 
bacerse a partir de /s fecha ea que se osteató sabedor del mismo, de coaformidad 
COD lo dispuesto ea el artículo 320 del C6digo Federal de ProcedimieDtos Peaale., 
de apOcaci6a supletoria. 

Noveaa Epoca 
lastaDcia: Pleno 
Fueate: SemaZJario Judicial de /s Federaci6a y su Gaceta 
Tomo: Ir, marso de 1997 
PágúJas: 137 a 138 

MAGISTRADOS DE CIRCUITO Y JUECES DE DISTRITO, EL TRANSCURSO DEL 
PERIODO QUE ESTABLECE EL ARTICULO 97 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, NO FACVLTA AL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
FEDERAL PARA IMPEDIR QUE CONTINlIEN EN SUS FUNCIONES, A MENOS QUE ASI 
LO DETERMINE EN UNA RESOLUCION QUE, DE MANERA FUNDADA Y MOTIVADA, 
NIEGUE LA RATIFICACION. El artículo 97 de la Coastitución PoHtica de los Estados 
Uaidos MeJdcaaos establece que los Juecell de Distrito y los Magistrados de 
Circuito. " ••. DuraráD seis dos ea el ejereicio de IIU eDcargo, al térmbJo de los 
cuaJes, si fuertUJ ratiRcados o promovido. • cargos superloTes, sólo podni.ZJ ser 
privados de sus puestos ea los casoll y conforme a los procedimientos que 
estable"," /s ley". Ea consecuencia, cuando ua Magistrado de Circuito o Juez de 
D/strito concluye el periodo de seis dos de su ejercicio, debe determbJarse a través 
de ua acto admbJistrativo, si debe ratiBcmele o ao, puell de DO Oevarae a cabo esa 
caJiRcaclóD DO puede váJids.melJte ordeD"'." la remoc/dD. De hJterpretarse en otro 
seatido, permitiría que se restrbJpera /s facultad que el Coastituyeate de mil 
aovecieatoll diecisiete recoaoci6 al Poder JudicJaJ de la Federacióa para aombrar a 
sus Iilacioaar/os y chocaría coa elllistema de carrera judicial, ea el que uaa de sus 
característiclllI es lB. permalJeDci. de J06 fuDe/ollar/os t!JD los cargos, como 
presupuesto de uaa eOcaJe admiailltraci6a de jUllticia, así como de su posible 
promoción. ElJ ea. cODdlcJolJell, ea mllto DO se lleve 11 efecto el meDeJolJado acto 
admbJistrativo de evaluaci6a, el Coasejo de la Judicatura Federal ao está facultado 
para impedir que Jueces y Magilltrados coatbJúea ea el ejercicio de SUII Iilacioaes, 
bJvocaado excluslvameate el veacimleato del perlado de seis ailos. 

NOFeIJIl Epoca 
IastaDcia: Pleao 
Fueate: SemaZJar/o Judicial de /s Federaci6a y su Gaceta 
Tomo: Ir, marso de 1997 
PágúJa: 253 a 254 

RATIFICACION DE MAGISTRADOS DE CIRCUITO Y JUECES DE DISTRITO. 
CONSTITUYE UN ACTO ADMINISTRATIVO DE EVALUACION QUE 
CONSTITUCIONALMENTE SE ENCOMENDO AL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
FEDERAL. El decreto del trebJta y uao de diciembre de mil aovecleatos aoveata y 
cuatro, que reformó /s Coastitucl6a PoOtlca de los Estados Ualdos MeJdcllaos, 
impOca que /s Suprema Corte de Justicia de la Naci6a ya ao bJteTVeaga 
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directsmente en /ss rstmcsciones ni en /ss promociones de Jueces de Distrito y 
Msgistrsdos de Circuito, pues se cre6 el Consejo de /s Judicaturs Federal como 
nuevo 6rgano del Poder JudicW de /s Federsci6n, al que se le encomenduon /ss 
tsreas de admiJJistrsci6n de vigi/slJc/s y de discipJiJJa de dicbo poder, con excepción 
de la Suprema Corte de Justicia, ya que ésta se le reservó el cODocimiento exclusivo 
de /ss cuestiones propJsmente jurisdiccionales. Por tanto, como /s referida reforma 
no estableci6 reg/sll distiJJtas en el procedimiento de rstmcaci6n, /ss tsreas 
admiJJistrstivas que con snterioridad desempeDaba el Tribunal Pleno debe continuar 
rea1izJfndoJas Ja Institución creada con ese concreto 011 J', por eDde, en acatamiento 
a la referida reforma constltucJonal, el mencJotJsdo 6rgano de administración está 
obligado a e/sborsr los dictámenes que emitia el Tribunal Pleno, pues es abi donde 
se reBeja el conocimiento cierto de /s actusci6n étics y profesional de los 
funcionarios y permite arribar 11. /s conclusi6n de saber si contiJJúan con /s 
capacidad de J/evsr 11. cabo /ss tueas jurisdiccionales biVo los priJJcipios de 
iJJdependencia, responsabJJJdad y eRciencia. Además, sirven pars "garsntizar /s 
adecuada ca1JOcsciólJ de las persoDas que Bsuman la mDci6n jurisdiccional" y se 
"iJJscriben en /s /srga trsdici6n nacional que ba buscado subordinar los actos del 
poder público a /s Constituci6n y a /ss leyesn• 

Novena Epoca 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semsnario Judicial de /s Federsci6n y su Gaceta 
Tomo: Ir, marzo de 1997 
Páginas: 254 a 255 

RATlFlCACION DE MAGISTRADOS DE CIRCUITO Y JUECES DE DISTRITO. 
CONSTITUYE UN ACTO ADMINISTRATIVO DE ORDEN PUBLICO. De lo dispuesto en el 
artículo 97 de /s Constituci6n Politica de los Estados Unidos Mexicanos, se deriva 
una obligaci6n impuesta al Consejo de ls Judicsturs FedersI pua que, de manera 
fundada y motivada, determiJJe legalmente si procede o no rstiRcu a los Jueces de 
Distrito y Magistrados de Circuito. En efecto, el hecIJo de que el poder revisor de la 
Constituci6n baya estsblecido /s flgurs de /s rstmcaci6n en el mencionado 
dispositivo constitucional, implica el establecimiento de un dispositivo de orden 
público que, además, se ¡ustiBcs porque la sociedad está Interesada en conocer a 
ciencia cierta, por conducto del 6rgano de administrsci6n, la actuación ética y 
profesional de Jos fuDCiollariOS e impedir, en el caso de causas graves probadas que 
así lo justmquen, el que contiJJúen en /s funci6n jurisdiccional. 

Novena Epoca 
Instanc/s: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la Federsci6n y su Gaceta 
Tomo: Ir, muzo de 1997 
PágiDss: 256 11. 257 

REVISION ADMINISTRATIVA. EFECTOS EN EL CASO DE REMOCION DE UN 
MAGISTRADO DE CIRCUITO. El artículo 128, párrsfo tercero, de /s Ley Orgánica del 
Poder JudicW de /s Federsci6n, establece que: "La interposici6n de la revisi6n 
admiJJistrstivs no iJJterrumpini, en niJJgún caso, los efectos de /s resolución 
lmpugnada n• Empero, al decJsrsrse fundado el recurso y decretar /s nulidad del 
acuerdo impugnado, es evidente que los efectos de éste deben cesu de inmediato y, 
por consecuencia, restituir al lnconforme en el pleno goce de los derecbos que se 
estimaron vulnerados. Por tsnto, en el caso de que la remoci6n de un Magistrado de 
Circuito no aparezca ¡ustiRcada por vicios formales, en acatsmiento a los 
dispositivos constitucionales y legales que estim6 vuiJJersdos /s Suprema Corte de 
Justicia de la Naci6n, el Consejo de /s Judicatura FedersI queda constreñido 11. que, 
iJJmed/stamente después de recibida /s notiRcaci6n de /s Suprema Corte, considere 
como Magistrsdo Circuito 11. quien bays resentido /s medida, e iJJcluso a respetsrle /s 
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adscripclólJ que tenia elJ el DJOmeDto de su remocióD y 11 reintegrarlo en BUS 
mucloues; aslmillmo, para que, cou filudameuto eu lo dispuesto eu 1011 articulos 127 
de iIl Coustltucl6u Pontlca de 1011 Elltadoll Uuldoll Mex/CauOIl, 70 de ÚJ Ley Federal de 
RespouSllbmdades de los Servidores Públicos y 134, fraccl6u V, párrafo lIeguudo, de 
ÚJ Ley Orgáulca del Poder Judicial de ÚJ Federacl6u, se le pagueu ÚJs percepcloues 
que correspoudlerou al cargo de Magistrado de Circuito duraute todo el periodo que 
estuvo separado del cargo. Lo auter/or ./u perjuicio de ÚJ uue"" resolucl6u que 
emita el CouseJo de ÚJ Judicatura Fedenl. 

Novcua Epoca 
lDstaucill: Pleuo 
Fueute: Semauar/o Judlcilll de ÚJ Federacl6u y IIU Gaceta 
Tomo: V, mllrJ!:O de 1997 
Pág/JJa: 258 

REVISION ADMINISTRATIVA. EL RECURSO PREVISTO EN EL ARTICULO 100, 
PARRAFO OCTAVO, DE LA CONSTlTUCION POLlTlCA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, PROCEDE CONTRA LA REMOCION DE UN MAGISTRADO DE CIRCUITO, 
POR CUALQUIER CAlTS.4. El decreto del tre/uta y uuo de diciembre de mil 
uovcc/eutos uovcuta y cuatro, que reform6 eutre OtrOIl, el articulo 100 de ÚJ 
Coustltucl6u pontlca de los Estados Uuldos Mex/cauos, establecl6 ÚJs decÍsloues del 
CouseJo de ÚJ Judicatura Federal IJOU /udacablelJ, excepto ÚJS que se reBerau a ÚJ 
deslguacl6u, adscr/pcl6u y remocl6u de Jueces de Distrito y Magistrados de 
Circuito. Por tauto, como el legislador UD limlt6 ÚJ procedeucÚl del recurso a los 
casos eD que expresa y literalmente se utilúaralJ es.s pablbraf debe atendentJ sólo 
al slgulBcado de esos euuuc/ados o expreslouelJ, pues el seiíaÚJm/euto de ciertos 
térm/uos UD Implica exclusl6u de otros que reBereu uu becbo Idéutlco. Eu 
cOlJstJcuelJcia, si eJdllte UDa resoJucJóD de remocl6D por 11'0 bllberse nuncIJdo " un 
Magistrado de Circuito, debe euteuderse que IJI procede el recurso de revisÍ6u 
admlulstratlvs establecido eu el meIJclouado precepto lep}o 

Novcua Epoca 
IDBtluJCJa: Pleno 
Fueute: Semauar/o Judicial de ÚJ Federacl6u y IIU Gaceta 
Tomo: V, mllrJ!:o de 1997 
Páglua: 259 a 260 

REVISION ADMINISTRATIVA. LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACION TIENE FACULTAD EXCLUSIVA PARA DETERMINAR, DE OFICIO, SI ES O NO 
COMPETENTE PARA CONOCER DEL RECURSO PREVISTO EN EL ARTICULO 100, 
PARRAFO OCTAVO DE LA CONSTlTUCION POLlTlCA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. El estudio oBcloso por parte de ÚJ Suprema Corte de Justicia para 
determmar si es o DO competente plln conocer del recurso de revisión que 
establece el articulo 100, párrafo octavo, de ÚJ Coustltucl6u Pontlca de 1011 EIItados 
Uuldos Mex/csuos, coustltuye uua facultad exclusiva que el legislador federal 
secuudar/o recouocl6 eu el articulo 11, fracc/6u IX, de ÚJ Ley OrgáD/cs del Poder 
Judlcilll de ÚJ Federacl6u, y que derIva de lo dllJpuesto eu los uumerales 94, 97, 100 
Y 101 de ÚJ alud/da CoulJtltuc/6u Federal, eu reÚJc/6u cou los dilltlutos 
prouuuCÚlm/eutos que el propio Trlbuual Pleuo, eu UIJO de IJUIJ atribuc/oues 
COUlJtltuc/oualelJ, ba em/tldo cou el I/u de /uterpretar el seut/do y alcauce de 
distlutos preceptos mudsmeutalelJ a efecto de mauteuer ÚJ lutegrÍdad de ÚJ 
Coustltuc/6u. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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Fuente: Semanario JudicisJ de is Federación y su Gacets 
Tomo: Ir, marzo de 1997 
Páginas: 260 11. 261 

REVISION ADMINISTRATIVA. LAS DECISIONES DEL CONSEJO DE LA 
JUDICATURA FEDERAL QUE LA LEY LE IMPONE TOMAR POR "MAYOlIDl 
CALIFICADA" REQUIEREN, PARA SU VAL.w~ DE CINCO VOTOS EN UN SOLO 
SENTIDO, CUANDO MENOS. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 76, párrafo 
primero, de is Ley Orgánica del Poder JudicisJ de Js Federación, "Las resoluciones 
del Pleno del Consejo de Js Judicatura Federal se tomarán por el voto de Js mayoría 
de Jos cOlJsejeros presentes, T por mayorla caHf1cadll de cÚJco votos tratándose de 
Jos casos previstos en }ss fracclolJes 1, n, VII, VIII, Xl, XlI, ~ xw, XVIII, .xxv, 
XXV1, Y XXXVI del artículo 81 de esa ley. Los consejeros no podrán abstenerse de 
votsr SÚlO cuando tenlflllJ Impedimento legal o cuando no baya asistido s Js 
discusión del asunto de que se trate. En caso de empate, el presidente tendrá el 
voto de calidad". Por tanto, de lo dispuesto n ese artículo se deduce que para que 
pueda existir "mayoría caHf1cada n se requiere que, en las hipótesis que el propio 
precepto destaca, eJdsta comcidencia de cuando menos cmcD votos en UD solo 
sentido, de manera que si DO IJegtU1UJ a reunirse cUlUldo se propone no ratificar B UD 

Magistrado de Circuito, Js única consecuencia sería Js inexistencia de una decisión, 
per de ninguna manera Js no ratmcación, pues Js actuaJización del supuesto 
normativo se reDere B decidir cuando menos por cinco votos eD UD selJtido, sea el 
que fuere. 

Instsncia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de Js Federación 
Epoca:9a 
Tomo: Octubre 1997 
Tesis: P.CXLIII/97 
Página: 7202 

RUBRO: REVlSION ADMINISTRATIVA. ES PROCEDENTE LA INTERPUESTA 
POR UN SECRETARIO CONTRA LA RESOLUCION DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
FEDERAL, QUE LO DESTITUYE POR SU ACTUACION COMO ENCARGIlDO DEL 
DESPACHO. 
TEXTO: Conforme al artículo 122 de Js ley Orgánica del Poder Judicial de Js 
Federación, iss resoluciones del Consejo de Js Judicatura Federal serán definitivas e 
inatacables, salvo /ss que se reDeretJ, etJtre otros casos, a la remoción de 
Magistrados de Circuito. Con base en lo anterior, y considerando que formal y 
materialmente los actos reaJizados por los secretsrios en funciones de Magistrado, 
por ministerio de ley o por autorización del Consejo de la Judicatura Federal, son 
auténticos actos de autoridad, avalados por Js ley, así como que el asumir W cargo 
implica adquirir las respotJasbnJdades y prerrogativas inherentes, debe concluirse 
que en supuesto de que el Consejo de Js Judicatura Federal destituya a un 
secretario por alguna falta cometida durante el tiempo en que estuvo elJ funciones 
de MagistradO de Circuito, dicha BI1D.ci6n derivó, preciasmeate, de las actuacioaes 
que realizó con W carácter, con independencis de que los efectos de Js sanción los 
resienta ea su cargo original, por 10 que en tal caso resulta coatrario, se estaría 
desconociendo el carácter con el que actu6, la naturaleza de la sanci6n impuesta y 
derecbos que Be advierten en raz6n del encargo. 
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Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de IR Federación 
Epoca:9a 
Tomo: Octubre 1997 
Tesis: P.CXLIV/97 
Página: :JO:J 

RUBRO: SECRETARIO EN FUNCIONES DE MAGISTRADO DE CIRCUITO. EL 
PROCEDIMIENTO PARA DETERMINAR LA RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 
DERIVADA DE FALTAS GRAV&9 COMETIDAS EN EL EJERCICIO DE ESE CARGO, 
DEBE SUSTANCIARSE CONFORME A LO PREVISTO EN LA FRACCION III DEL 
ARTICULO 134 DE LA LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION. 
TEXTO: Conforme a lo dispuesto en el cltlldo precepto lepl, en el procedimiento 
para determbJar IR relfponssb/J/dad admbJIstratlva por faltas lfl'tlvelf en el ejercicio 
de IRs funciones de Magistrados de Circuito y Juecelf de Distrito el Pleno del 
Consejo de IR Judicatura Federal debed citar al servidor de que se trate a una 
audiencIR, bacléndole SIlber IRs caaAs de responAb/J/dad que se le imputen, el 
lugar, dIR y bora en qae tendrá ver/Dcatlvo dlcba audlenclR y sa derecbo a oÚ'ecer 
pruebas y alegar en IR misma, por si o por medio de un defensor. Abora bien, dicba 
audiencia deberá tener lugar bJdependlentemente de que el Juzlf1Jdor baya cometido 
IRs respectivas faJÚIJIlfl'tlves siendo el titular del cargo o en au carácter de secretario 
encargado de suplir a aquél por mW.terlo de ley o por autorización del Consejo de 
IR Judicatura Federal, dado que formal y materialmente, los actos realizados por 
estos últimos servidores son auténticolf actolf de autoridad avalados por IR ley. 

• • • • 
• • • • • • • • • • • • • • • 
• • • 
• • • 
• 
• • • • • • 
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ABREVIATURAS 

Consejo de la Judicatura Federal: CJF 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: CP 

Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos: LFRSP 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación: LOPJF 

Suprema Corte de Justicia de la Nación: SCJN 
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